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México, Distrito Federal, a diez de septiembre de dos mil cuatro. VISTOS para resolver los autos del expediente indicado en el rubro, formado con motivo del juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano, promovido por el ciudadano Jorge Arturo Zárate Vite, en contra de la resolución recaída en el recurso de revisión con número de expediente CCTAI-REV-002/04 y emitida el doce de mayo de dos mil cuatro, por la Comisión para la Transparencia y Acceso a la Información del Consejo General del Instituto Federal Electoral, y

R E S U L T A N D O

I. El catorce de enero de dos mil cuatro, ante la Unidad de Enlace del Instituto Federal Electoral, el ciudadano Jorge Arturo Zárate Vite presentó solicitud de acceso a la información en cuanto a los ingresos mensuales de quienes integraban los comités ejecutivos nacionales, particularmente de los presidentes y secretarios, de lo que el mismo actor identificó como "los partidos políticos nacionales México Posible (PMP), de la Sociedad Nacionalista (PSN), Alianza Social (PAS) y Fuerza Ciudadana (PFC) que perdieron su registro en las pasadas elecciones federales del año 2003".

II. El veinticuatro de febrero de dos mil cuatro, el Comité de Información del Instituto Federal Electoral emitió resolución mediante la cual sostiene que, en los archivos del Instituto Federal Electoral, no existe la información precisada en el resultando inmediato anterior, y declara que es materialmente imposible atender la solicitud formulada por el ciudadano.

III. El diez de marzo de dos mil cuatro, el ciudadano Jorge Arturo Zárate Vite promovió recurso de revisión en contra de la resolución precisada en el resultando precedente. Dicho medio de impugnación fue radicado en la Unidad de Enlace de la Comisión del Consejo para la Transparencia y el Acceso a la Información del Instituto Federal Electoral, bajo el número de expediente CCTAI-REV-002/04.

IV. El doce de mayo de dos mil cuatro, la Comisión para Transparencia y el Acceso a la Información del Consejo General del Instituto Federal Electoral, dictó acuerdo en el recurso de revisión señalado. Las consideraciones en que, en esencia, se sustenta tal acuerdo son las siguientes:

C O N S I D E R A N D O

…

QUINTO.- Esta Comisión considera que el recurso de revisión interpuesto por el C. Arturo Zarate Vite deviene infundado, en atención a lo siguiente:

El recurrente se duele de que la resolución del Comité de Información no toma en consideración lo dispuesto por el artículo 46 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en el sentido de que cuando no se encuentren los documentos en los archivos de la Unidad Administrativa, el propio Comité debe analizar el caso y tomar las medidas pertinentes para localizar, en la dependencia o entidad, el documento solicitado.

La anterior es una apreciación incorrecta, toda vez que el supuesto legal a que acude para fundamentar su inconformidad no es aplicable en el ámbito del Instituto Federal Electoral y, por ende, al caso concreto.

En efecto, por principio de cuentas resulta necesario destacar que el citado numeral se encuentra situado dentro del capítulo llamado "Del procedimiento de acceso ante la dependencia o entidad", capítulo que se encuentra subsumido en el Título Segundo de la ley, denominado "Acceso a la información en el Poder Ejecutivo Federal", con lo que se aprecia claramente que el legislador estableció que los supuestos previstos por dicha norma únicamente tuvieran aplicación dentro del ámbito de la Administración Pública Federal.

Lo anterior se robustece de la lectura del contenido de dicho numeral por cuanto alude a entidades designadas como "dependencia" y "entidad", mismas cuyo significado encontramos en el artículo 3, fracción III;...

Las señaladas en la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, incluidas la Presidencia de la República, los órganos administrativos desconcentrados, así como la Procuraduría General de la República.

En tal virtud, se aprecia claramente que el Instituto Federal Electoral no es un organismo contemplado en la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, ni forma parte de los órganos administrativos desconcentrados. Por ello, se concluye válidamente que el multirreferido numeral no es aplicable en el ámbito competencial de la autoridad comicial federal, pues aquél se refiere a órganos dependientes del Poder Ejecutivo Federal.

No obstante, el principio que contiene dicha norma es retomado por el artículo 22, párrafo 6 del Reglamento del Instituto Federal Electoral en Materia de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en acatamiento a la prescripción del artículo 61 de la ley de la materia, pues cómo quedó dicho, el Instituto, dado su carácter de órgano constitucional autónomo y en tanto que sujeto obligado distinto a aquellos que integran la Administración Pública Federal, debe contar con su propia normatividad, ajustándola a los principios y plazos establecidos por la ley.

El referido numeral reglamentario es del tenor siguiente:

"ARTÍCULO 22

De la notificación de la respuesta

…

6. Cuando la información no se encuentre en los archivos del órgano, este deberá remitir al Comité la solicitud de acceso y el oficio en donde lo manifieste. El Comité analizará el caso y tomará las medidas pertinentes para localizar la información solicitada y resolverá en consecuencia. En caso de no encontrarla, expedirá una resolución que confirme la inexistencia del documento donde consta la información y notificará al solicitante, a través de la Unidad, dentro del plazo referido en el párrafo 1 de presente artículo.

…"

Según se desprende de la lectura del precepto transcrito, el Comité de Información está obligado a ejecutar dos conductas que deben apreciarse de manera conjunta, es decir, en primer lugar debe analizar el caso sometido a su consideración y acto seguido, tomar las medidas pertinentes para localizar de la información. Todo ello, con la finalidad de agotar, en la medida de lo posible, las instancias internas que aseguren el acceso a la información en poder del Instituto Federal Electoral.

En relación con lo anterior, de las constancias que obran en el expediente y del contenido de la resolución impugnada, se aprecia que por oficio UE/DS/029/04, de fecha quince de enero de dos mil cuatro, la Unidad de Enlace dio inicio al procedimiento interno para gestionar la solicitud formulada por el ahora recurrente, remitiendo copia de la misma al Dr. Alejandro Poiré Romero, Director Ejecutivo de Prerrogativas y Partidos Políticos.

Asimismo, se observa que por oficio número UE/DS/104/04, de fecha dos de febrero del mismo año, se notificó al solicitante que el plazo de respuesta a su solicitud se ampliaría por un periodo de quince días hábiles adicionales contados a partir de su presentación, toda vez que sería sometida a consideración del Comité de Información. Con igual fecha, mediante oficio número UE/DS/107/04, la Unidad de Enlace pidió nuevamente a la Dirección Ejecutiva de Prerrogativas y Partidos Políticos proporcionara la información solicitada.

Del mismo modo, mediante oficio número DEPPP/384/04, de fecha veintitrés de enero del año en curso, ese órgano, a través de su titular, dio contestación al diverso UE/DS/107/04 señalando, entre otras cuestiones, que dicha Dirección Ejecutiva no contaba con la documentación solicitada. Finalmente, el Comité de Información, en sesión de fecha veinticuatro de febrero del mismo año, conoció la respuesta emitida por el órgano sustantivo y resolvió confirmar la inexistencia en los archivos del Instituto Federal Electoral de la información solicitada, declarando en consecuencia la imposibilidad material y jurídica de atender la misma, en los términos que fue planteada.

Todo lo anterior conduce a esta Comisión a determinar que no se causa ningún agravio al inconforme en razón de que, como quedó asentado, el procedimiento de acceso a la Información fue seguido rigurosamente por los órganos encargados de llevarlo a cabo, en estricto acatamiento a los términos y modalidades previstos por la norma reglamentaria de la materia.

Por otra parte resulta incorrecto suponer que la disposición contenida en el numeral 22, párrafo 6 del mencionado reglamento implica un deber a cargo del Instituto Federal Electoral para obtener la información solicitada, mediante las gestiones correspondientes, ante los partidos políticos.

Ello es así en virtud de que la obligación del Comité de Información de tomar las medidas pertinentes para localizar la información solicitada, no alcanza el ámbito de los partidos políticos. Por el contrario, el mandato preciso de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, a través de su artículo 61, es que los órganos, criterios y procedimientos para garantizar el acceso a la información en su poder se constriñan al ámbito competencial de la institución correspondiente. Además, como se concluye más adelante, los partidos políticos no son órganos o dependencias del Instituto Federal, en virtud de lo cual se pueda exigirles o requerirles la entrega de información con base en las disposiciones de transparencia y acceso a la información pública, ni mucho menos resultan sujetos obligados en términos del numeral 6, fracción XIV de la Ley de la materia.

Continúa el recurrente afirmando que, de conformidad con lo establecido en los numerales que cita, en especial el artículo 11 de la Ley de Transparencia, la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas puede obtener la información solicitada, toda vez que las auditorías y verificaciones abarcan el rubro de servicios personales.

El argumento vertido es inexacto y por lo tanto improcedente para revocar la resolución recurrida, pues del contenido del fundamento legal aludido no se desprende obligación alguna a cargo de la Comisión de Fiscalización para brindar el acceso a la información que pretende obtener el inconforme, ya que dicho precepto se refiere a una hipótesis normativa diversa.

Efectivamente, el impugnante pretende que, derivado de su solicitud de acceso a la información que pretende, la Comisión de Fiscalización constriña a los partidos políticos a entregar la información que se pretende, mediante los procedimientos de fiscalización respectivos; sin embargo, debe puntualizarse que éstos no tienen como presupuesto normativo la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, ni mucho menos el Reglamento del Instituto en la materia.

Ningún dispositivo de la normatividad en materia de transparencia presupone una facultad o potestad de exigencia a favor del solicitante, diversa o superior a las ya previstas, que implique obligación correlativa alguna, a cargo del Instituto Federal Electoral, a través de la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas, de iniciar un procedimiento de esa índole, toda vez que dicha legislación establece claramente que la información susceptible de ser entregada es la que oficiosamente debe comunicarse, la que se encuentra en sus archivos y que no se encuentre reservada o no sea confidencial, lo cual supone, a la luz de la garantía constitucional prevista en el artículo 16 de la Ley Fundamental, la imposibilidad del Instituto Federal Electoral para iniciar actos de molestia sin un fundamento legal previamente establecido.

Aún más, por mandato expreso de la ley, el derecho subjetivo anotado sólo implica la obligación jurídica correlativa de asegurar el acceso a la información en posesión de los órganos estatales autónomos o adscritos a los poderes federales, así lo indica el artículo 3, fracción XIV del referido ordenamiento. Resulta claro, por tanto, que los partidos no son considerados sujetos obligados a conceder el acceso a la información que legalmente conservan en su poder, ya que no se ubican dentro del catálogo aludido. Ahora bien, sin hacer a un lado el carácter de entidades de interés público que reviste a dichas organizaciones de ciudadanos, los mismos no son órganos o entidades públicas en un sentido de dependencia orgánica del aparato estatal y, en consecuencia el Instituto Federal Electoral carece de tiene la potestad legal (sic) de constreñirlos a que entreguen la información que está en su poder y que por otro medio no tiene opción de pedir.

En todo caso, el artículo 11 de la Ley señalada establece que los informes que presenten los partidos y agrupaciones políticas al Instituto Federal Electoral, así como las auditorías y verificaciones que ordene la Comisión de Fiscalización, deberán hacerse públicos al concluir el procedimiento de fiscalización respectivo. Lo cual, interpretado a contrario sensu, significa que mientras las etapas que componen el procedimiento se encuentren sub judice, el acceso a la información correspondiente está reservado. Al efecto, resulta pertinente delimitar el concepto de procedimiento de fiscalización.

Esta Comisión es de la opinión que cuando la norma hace referencia a la expresión procedimiento de fiscalización, implica el conjunto o totalidad de las etapas que tienen como fin la toma de una decisión sobre el uso de los recursos que son ministrados a los partidos y agrupaciones políticas, lo cual abarca desde luego la fase de revisión jurisdiccional; por lo que, emitida la última decisión al respecto y adquiriendo la misma el carácter de cosa juzgada, se considera que es entonces cuando debe considerarse concluido el procedimiento de fiscalización.

A mayor abundamiento, los dispositivos que regulan la fiscalización de los recursos de los partidos y agrupaciones políticas, son el 49-A y 49-B del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, en especial lo preceptuado por el primero de ellos, que en sus siete incisos prevé las reglas aplicables al proceso para la presentación y revisión de los informes de los partidos políticos, el cual se identifica evidentemente con el procedimiento de fiscalización a que se refieren tanto la Ley como el Reglamento de Transparencia.

Como puede observarse claramente del contenido de los incisos f) y g) del referido artículo, las resoluciones respectivas pueden ser impugnadas ante el Tribunal Electoral, culminando el procedimiento con la publicación en el Diario Oficial de la Federación del dictamen no impugnado o, en su caso de la resolución recaída al recurso correspondiente, de donde se desprende claramente que la etapa de impugnación ante la autoridad jurisdiccional fue considerada por el legislador como parte sustancial del denominado procedimiento de fiscalización.

En síntesis, el Reglamento del Instituto Federal Electoral en Materia de Transparencia y Acceso a la Información Pública establece que mientras el procedimiento correspondiente a las auditorías o revisiones de los informes anuales y de campaña de los partidos políticos no haya concluido, la información relativa se considera temporalmente reservada.

En otro orden de ideas, los artículos 3, fracción V; 42 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental; 4, párrafo 1, y 21, párrafo 1 del Reglamento del Instituto Federal Electoral en Materia de Acceso a la Información Pública, definen a la información como la contenida en los instrumentos que el Instituto genere, reciba, adquiera, transforme o conserve por cualquier objeto, misma que sus órganos sólo estarán obligados a entregar cuando se encuentre en sus archivos.

Esto significa que únicamente la información contenida en los documentos que obren en los archivos del Instituto, es a la que podrá tener acceso el público solicitante; por lo tanto, si la misma no obra en dichos registros, la autoridad electoral está material y jurídicamente imposibilitada para hacer entrega de documentación que no encuentra en su poder, por lo que el concepto de agravio expresado por el recurrente resulta infundado.

En apoyo a lo antedicho, de las constancias que obran en el expediente se aprecia que por oficio UE/DS/029/04, de fecha quince de enero de dos mil cuatro y UE/DS/107/04 de fecha dos de febrero de la misma anualidad, la Unidad de Enlace hizo del conocimiento del Dr. Alejandro Poiré Romero, Director Ejecutivo de Prerrogativas y Partidos Políticos, la solicitud del ahora inconforme.

En contestación al diverso UE/DS/107/04, mediante oficio número DEPPP/384/04, de fecha veintitrés de enero del año en curso, la mencionada Dirección Ejecutiva, a través de su titular, dio contestación en los siguientes términos:

"...

Al respecto, me permito informarle que el artículo 19.4 del ‘Reglamento que establece los Lineamientos, Formatos Instructivos, Catálogos de Cuenta y Guía Contabilizadora aplicables a los partidos políticos en el registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de sus informes’, señala la facultad de los partidos políticos de poder elegir entre invitar a sus oficinas al personal comisionado para realizar la revisión correspondiente o bien enviar la documentación a las oficinas del Secretario Técnico de la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas Nacionales.

Con base en lo anterior, el rubro de servicios personales fue analizado en su momento dentro del periodo de revisión correspondiente, de tal forma que una vez concluido este, la documentación fue devuelta, tal y como lo establece el artículo 26.1 del Reglamento antes citado, que a la letra dice:

‘La documentación señalada en este Reglamento como sustento de los ingresos y egresos de los partidos políticos deberá ser conservada por éstos por el lapso de cinco años contados a partir de la fecha en que se publique en el Diario Oficial de la Federación el dictamen consolidado correspondiente. Dicha documentación deberá mantenerse a disposición de la Comisión de Fiscalización’.

Por otro lado, el punto primero del ‘Acuerdo del Consejo General del Instituto Federal Electoral por el que se establece el contenido, modalidades y términos conforme a los cuales se difundirá públicamente la información relativa a los ingresos y gastos de los partidos políticos nacionales’, señala la documentación que estará a disposición del público en general, encontrándose que la documentación relativa al rubro de servicios personales no se encuentra clasificada para permanecer en los archivos de esta Dirección Ejecutiva.

Finalmente, el artículo 21 del Reglamento del Instituto Federal Electoral en Materia de Transparencia y Acceso a la Información Pública, establece que los órganos del Instituto sólo estarán obligados a entregar la información que se encuentre en sus archivos y como ya señaló anteriormente, esta Dirección no cuenta con la documentación que solicita el C. Arturo Zárate Vite."

Como consecuencia de lo anterior, el Comité de Información conoció de este asunto y discurrió sobre el particular como a continuación se aprecia:

"CONSIDERANDOS

10. QUE EL ARTICULO 21, PÁRRAFO 1, DEL REGLAMENTO DEL INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL EN MATERIA DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN, SEÑALA QUE ‘1. LOS ÓRGANOS DEL INSTITUTO SOLO ESTARÁN OBLIGADOS A ENTREGAR LA INFORMACIÓN QUE SE ENCUENTRE EN SUS ARCHIVOS.’

EN CONSECUENCIA, EL INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL NO ESTA OBLIGADO JURÍDICAMENTE A ENTREGAR LA INFORMACIÓN SOLICITADA, TODA VEZ QUE ESTA NO OBRA EN SUS ARCHIVOS.

11. QUE EL NUMERAL 22, PÁRRAFO 6 DEL ORDENAMIENTO REGLAMENTARIO EN ANÁLISIS, PREVÉ QUE ‘(...) 6. CUANDO LA INFORMACIÓN NO SE ENCUENTRE EN LOS ARCHIVOS DEL ÓRGANO, ESTE DEBERÁ REMITIR AL COMITÉ LA SOLICITUD DE ACCESO Y EL OFICIO EN DONDE LO MANIFIESTE. EL COMITÉ ANALIZARÁ EL CASO Y TOMARA LAS MEDIDAS PERTINENTES PARA LOCALIZAR LA INFORMACIÓN SOLICITADA Y RESOLVERÁ EN CONSECUENCIA. EN CASO DE NO ENCONTRARLA, EXPEDIRÁ UNA RESOLUCIÓN QUE CONFIRME LA INEXISTENCIA DEL DOCUMENTO DONDE CONSTE LA INFORMACIÓN Y NOTIFICARÁ AL SOLICITANTE, A TRAVÉS DE LA UNIDAD, DENTRO DEL PLAZO REFERIDO EN EL PÁRRAFO 1. (...)’

EN TAL SENTIDO, LA UNIDAD DE ENLACE SOMETIÓ A CONSIDERACIÓN DEL COMITÉ DE INFORMACIÓN EN SU SESIÓN ORDINARIA CELEBRADA EL 24 DE FEBRERO DEL AÑO 2004, LA RESPUESTA EMITIDA POR LA DIRECCIÓN EJECUTIVA DE PRERROGATIVAS Y PARTIDOS POLÍTICOS MEDIANTE OFICIO DE FECHA 23 DE FEBRERO, LA SOLICITUD FORMULADA POR EL SEÑOR ARTURO ZARATE VITE, EN LA QUE DEBIDAMENTE FUNDAMENTA QUE NO CUENTA EN SUS ARCHIVOS CON LA DOCUMENTACIÓN SOLICITADA.

12. QUE DE ACUERDO A LO DISPUESTO POR EL ARTICULO 19.4, DEL REGLAMENTO QUE ESTABLECE LOS LINEAMIENTOS, FORMATOS, INSTRUCTIVOS, CATÁLOGOS DE CUENTA Y GUÍA CONTABILIZADORA APLICABLES A LOS PARTIDOS POLÍTICOS EN EL REGISTRO DE SUS INGRESOS Y EGRESOS Y EN LA PRESENTACIÓN DE SUS INFORMES, ES FACULTAD DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS EL PODER ELEGIR ENTRE INVITAR A SUS OFICINAS AL PERSONAL COMISIONADO PARA REALIZAR LA REVISIÓN CORRESPONDIENTE O BIEN ENVIAR LA DOCUMENTACIÓN A LAS OFICINAS DEL SECRETARIO TÉCNICO DE LA COMISIÓN DE FISCALIZACIÓN DE LOS RECURSOS DE LOS PARTIDOS Y AGRUPACIONES POLÍTICAS NACIONALES.

CON BASE EN LO ANTERIOR Y COMO LO SEÑALA LA DIRECCIÓN EJECUTIVA DE PRERROGATIVAS Y PARTIDOS POLÍTICOS, EL RUBRO DE SERVICIOS PERSONALES FUE ANALIZADO EN SU MOMENTO DENTRO DEL PERIODO DE REVISIÓN CORRESPONDIENTE, DE TAL FORMA QUE UNA VEZ CONCLUIDO ÉSTE, LA DOCUMENTACIÓN FUE DEVUELTA A LOS PARTIDOS POLÍTICOS QUIENES DEBEN CONSERVARLA POR UN PERIODO DE CINCO AÑOS.

A MAYOR ABUNDAMIENTO CABE MENCIONAR QUE EL ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL POR EL QUE SE ESTABLECE EL CONTENIDO, MODALIDADES Y TÉRMINOS CONFORME A LOS CUALES SE DIFUNDIRÁ PÚBLICAMENTE LA INFORMACIÓN RELATIVA A LOS INGRESOS Y GASTOS DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS NACIONALES, SEÑALA LA DOCUMENTACIÓN QUE ESTARÁ A DISPOSICIÓN DEL PÚBLICO EN GENERAL, ENCONTRÁNDOSE QUE LA DOCUMENTACIÓN RELATIVA AL RUBRO DE SERVICIOS PERSONALES NO SE ENCUENTRA CLASIFICADA PARA PERMANECER EN LOS ARCHIVOS DE LA DIRECCIÓN EJECUTIVA DE PRERROGATIVAS Y PARTIDOS POLÍTICOS."

[El subrayado es del Comité]

Como puede observarse, la Dirección Ejecutiva de Prerrogativas y Partidos Políticos, fue puntual al señalar el por qué la información solicitada no se encontraba en su poder, resultando de particular relevancia lo señalado en el sentido de que es facultad de los partidos políticos elegir entre enviar a las oficinas del Instituto Federal Electoral la documentación materia de la revisión de los informes anuales y de campaña o bien invitar a sus oficinas a los servidores del Instituto a realizar dicha revisión.

En efecto, el numeral 19.4 del Reglamento que establece los lineamientos, formatos, instructivos, catálogos de cuentas y guía contabilizadora aplicable a los partidos políticos nacionales en el registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de sus informes establece lo siguiente:

"19.4 LOS PARTIDOS POLÍTICOS PODRÁN ELEGIR ENTRE INVITAR A SUS OFICINAS AL PERSONAL SEÑALADO... O BIEN ENVIAR LA DOCUMENTACIÓN QUE SE LES SOLICITE A LAS OFICINAS DEL SECRETARIO TÉCNICO DE LA COMISIÓN DE FISCALIZACIÓN; CON EXCEPCIÓN DE LA DOCUMENTACIÓN SEÑALADA EN LOS ARTÍCULOS 16.5 Y 17.5 COMO ANEXOS NECESARIOS DE LOS INFORMES. LOS PARTIDOS POLÍTICOS INFORMARÁN DE LOS QUE HAYAN ELEGIDO AL SECRETARIO TÉCNICO DE LA COMISIÓN A MÁS TARDAR EN LA FECHA DE LA PRESENTACIÓN DE SUS INFORMES."

De lo anterior se desprende que los partidos tienen la obligación de anexar a sus informes anuales y de campaña, la siguiente documentación: Respecto de sus informes anuales:

a) Los estados de cuenta bancarios correspondientes al año de ejercicio de todas las cuentas señaladas en el reglamento, excepto las establecidas en el artículo 12, que no hubieren sido remitidas anteriormente a la Secretaría Técnica de la Comisión de Fiscalización;

b) Las balanzas de comprobación mensuales y cuatrimestrales que no hubieren sido remitidas con anterioridad a la Secretaría Técnica de la Comisión de Fiscalización, así como la balanza anual nacional;

c) Los controles de folios de los recibos que expidan los comités ejecutivos nacionales y de los estados, así como el registro centralizado de las aportaciones en dinero que en un ejercicio haga cada persona física o moral;

d) Los controles de folios de los recibos que se expidan para amparar reconocimientos pecuniarios a personas involucradas en apoyo político relacionadas con las actividades ordinarias y de campaña, así como las relaciones de dichas personas; y

e) El inventario físico de sus bienes muebles e inmuebles.

Respecto de sus informes de campaña:

a) Gastos de propaganda: los realizados en bardas, mantas, volantes, pancartas, equipos de sonido, eventos políticos realizados en lugares alquilados, propaganda utilitaria y otros similares;

b) Gastos operativos de campaña, que comprenden los sueldos y salarios del personal eventual, arrendamiento eventual de bienes muebles e inmuebles, gastos de transporte de material y personal, viáticos y otros similares; y

c) Gastos de propaganda en prensa, radio y televisión, tales como mensajes, anuncios publicitarios y sus similares, tendientes a la obtención del voto.

Como puede observarse, dentro de la documentación que los partidos políticos tienen obligación de remitir al Instituto Federal Electoral con sus informes anuales y de campaña, no se encuentra la relativa a los ingresos de sus dirigentes. Ahora bien, según lo aseveró la Dirección Ejecutiva de Prerrogativas y Partidos Políticos, el rubro de servicios personales fue analizado en su momento dentro del periodo de revisión correspondiente, de tal forma que una vez concluido éste, la documentación fue devuelta a los entonces partidos políticos; por lo tanto, dicha documentación, al no encontrarse en posesión del Instituto Federal Electoral, resulta material y jurídicamente imposible entregarla al solicitante. Finalmente, y contrario a lo que expresa el solicitante, el Instituto Federal Electoral se encuentra impedido para requerir a los partidos proporcionen la información que posean, en razón de que éstos no forman parte de su estructura orgánica, ni dependen de él, puesto que representan entidades jurídicas diversas, a las que la Constitución y las leyes asignan organización y finalidades diferentes.

En efecto, el artículo 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos dispone que los partidos políticos son entidades de interés público que tienen como fin promover la participación del pueblo en la vida democrática, contribuir a la integración de la representación nacional y, como organizaciones de ciudadanos, hacer posible el acceso de éstos al poder público.

El propio dispositivo constitucional concibe al Instituto Federal Electoral como un organismo público autónomo, asignándole la función estatal de organizar las elecciones federales, dotándolo de órganos directivos, ejecutivos y técnicos, delegando en la ley el establecimiento de las relaciones de mando entre éstos.

Por su parte, el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales dispone en su libro segundo la estructura, organización, derechos y obligaciones de los partidos políticos, y en su libro tercero la forma en que se organiza el Instituto Federal Electoral para el adecuado ejercicio de sus atribuciones, así como las relaciones de mando que existen entre sus diferentes órganos.

Del contenido normativo de los ordenamientos mencionados se evidencia la ausencia de toda relación orgánica de subordinación de los partidos políticos hacia el Instituto Federal Electoral y viceversa, por lo que resulta incorrecto considerar a los primeros como meras dependencias del segundo; de donde resulta jurídicamente inválido el argumento del quejoso en el sentido de que el Instituto Federal Electoral está obligado a conseguir la información solicitada en términos del artículo 46 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental.

Lo anterior significa que si el organismo comicial federal únicamente puede localizar información en posesión de sus propios órganos y dependencias, y dado que la información relativa a las percepciones salariales de los dirigentes se encuentra en poder únicamente de los partidos políticos, mismos que no guardan relación de subordinación con el Instituto Federal Electoral, éste se ve impedido legalmente para tomar las providencias necesarias para obtener la documentación solicitada.

Conviene retomar en este punto lo que al efecto decidió esta Comisión en el recurso de revisión identificado con el número CCTAI-REV-002/03, visible en las páginas 12 a 15 de la misma, en el sentido de que los partidos políticos no forman parte de la estructura orgánica, ni dependen de la autoridad electoral, puesto que representan entidades jurídicas diversas a las que la Constitución y las leyes asignan organización y finalidades diferentes:

"La definición constitucional de los partidos políticos como entidades de interés público no implica su integración dentro de la estructura jurídica ni orgánica del Estado Mexicano, por cuanto no están previstos dentro de ninguno de los catálogos que al efecto establecen diversas leyes federales, por ejemplo, la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, y porque sus principios y objetivos distan bastante de parecerse a aquellos propios de toda dependencia gubernamental.

Efectivamente, el concepto de partido político difiere de lo que la doctrina jurídica define como órgano del Estado. En su obra Teoría General del Derecho Administrativo, 11a edición, Editorial Porrúa, México 1993, página 123, el Doctor Miguel Acosta Romero considera que un órgano del Estado es "el conjunto de elementos materiales y personales con estructura jurídica y competencia para realizar una determinada actividad del Estado; así tenemos que órgano del Estado puede considerarse el Congreso de la Unión, o bien, cada una de sus Cámaras, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, un Juzgado de Distrito, una Secretaría de Estado, etc."

Este mismo autor expresa, por otro lado, que un órgano de la administración pública o unidad administrativa es "el conjunto de elementos personales y materiales con estructura jurídica que le otorga competencia para realizar una actividad, relativa al Poder Ejecutivo y que desde el punto de vista orgánico, depende de éste, por ejemplo: una Secretaría de Estado, un Departamento de Estado, una Comisión Intersecretarial, etc."

Asimismo, resulta de explorado derecho que los entes públicos que dependen de los órganos del Estado se ordenan y acomodan articulándose bajo un orden jerárquico con el objeto de unificar las decisiones, el mando, la acción y la ejecución, es decir, implica la unidad de los diferentes órganos, existiendo entre ellos un acomodo jerárquico de subordinación que trae como consecuencia su diferenciación por grados o categorías, atribución de competencias según el grado y superficie territorial donde se ejerce y dependencia de los inferiores respecto de los superiores. Esta relación jerárquica implica los siguientes poderes: poder de decisión, poder de nombramiento, poder de mando, poder de revisión, poder de vigilancia, poder disciplinario y poder para resolver conflictos de competencia.

De lo anteriormente señalado se desprende claramente que los partidos políticos carecen de tales características, pues no realizan actividades propias de órganos estatales ni de sus dependencias, ni se encuentran articulados jerárquicamente a los mismos, ya sea mediante relaciones de coordinación, supra o subordinación, sino que sus propósitos son harto diferentes, cuestión que puede percibirse claramente de la atenta lectura de los dispositivos legales que regulan su actuar.

Como quedó asentado líneas arriba, los partidos políticos tienen como finalidad promover la participación del pueblo en la vida democrática, contribuir a la integración de la representación nacional y como organizaciones de ciudadanos, hacer posible el acceso de éstos al ejercicio del poder público. Esto significa que desde el propio concepto constitucional, los partidos políticos están considerados como asociaciones ciudadanas que representan corrientes de opinión sobre la problemática general de una sociedad y a través de las cuales intervienen en la cosa pública, de lo que se desprende su carácter de entidades de interés público. Al respecto, José Woldenberg en su obra Los Partidos Políticos en México, correspondiente a la serie "Formación y Desarrollo", editada por la Dirección Ejecutiva del Servicio Profesional Electoral del Instituto Federal Electoral, página 11, expresa que los partidos "son conducto de mediación porque ponen en contacto a los ciudadanos dispersos con las instituciones estatales; son elementos organizativos que logran trascender la atomización de la vida social, y a través de ellos se expresa la contienda entre los diversos diagnósticos y proyectos nacionales que existen en la sociedad... los partidos son instrumentos para lograr beneficios colectivos, para lograr un fin que no es meramente el beneficio privado de los militantes".

De la misma forma, opina el jurista Ignacio Burgoa Orihuela en su libro Derecho Constitucional Mexicano, 15a edición, Editorial Porrúa, México 2002, página 533, que "un partido político, por su naturaleza orgánica y funcional, es una asociación de ciudadanos que presenta diversas características concurrentes... que se manifiestan en los siguientes elementos: el humano, el ideológico, el programático, y el de permanencia, estructurados coordinadamente en una forma jurídica".

A su vez, en el volumen intitulado Derecho Constitucional Mexicano y Comparado, 3a edición, Editorial Porrúa, México 2003, página 612, los tratadistas Héctor Fix-Zamudio y Salvador Valencia Carmona, afirman que "...los partidos se han convertido en una pieza indispensable del Estado contemporáneo, observándose un importante despliegue hacia la institucionalización y la regulación jurídica más detallada de tales asociaciones... de este modo, el orden jurídico amén de contener las conquistas realizadas o anheladas incluyó también en su recinto ciertas instituciones sociales hasta entonces marginadas, como fue el caso de los partidos durante un largo periodo".

Estos mismos autores señalan que a los partidos se les considera entidades de interés público "pues desempeñan el papel de intermediarios o ‘correas transmisoras’ entre los ciudadanos y el poder público".

Finalmente, el estudioso Francisco José de Andrea Sánchez en su obra Los Partidos Políticos. Su marco teórico-jurídico y las finanzas de la política, 1a edición, editada por el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México, México 2002, página 68, menciona que "en los países donde los partidos políticos son considerados entidades de interés público, la existencia de los partidos políticos se hace necesaria, casi indispensable, para que ciertos grupos sociales legítimos puedan disponer del financiamiento público existente en la actualidad para los partidos oficialmente registrados, y que les permite participar en múltiples actividades políticas... en resumen, los partidos son... el único medio organizacional disponible para participar políticamente en una sociedad".

Ahora bien, el carácter de interés público que reviste a los partidos políticos puede comprenderse en su exacta dimensión si se considera el concepto antagonista, a saber: el interés privado. Existen asociaciones u organizaciones sociales que se crean con objetivos y finalidades que responden a intereses personales o de grupo a los que la ley regula y reconoce personalidad, por ejemplo, las asociaciones civiles, las sociedades anónimas o las instituciones de asistencia privada. Por el contrario, y como quedó visto, los partidos políticos constituyen organizaciones de ciudadanos, pero cuyos principios, finalidades y actividades se establecen en función del interés general y se plantean la instauración del bien común, lo que desde luego se opone a todo tipo de interés particular, lo cual sin embargo no significa que formen parte de la estructura estatal.

De lo antedicho se concluye que los partidos políticos, dada su naturaleza jurídica, son orgánicamente independientes y ajenos a toda relación jerárquica respecto de los órganos del Estado, en especifico, de la estructura institucional de la autoridad electoral federal, por lo que ésta se encuentra impedida para requerirles la información que aquéllos posean, salvo la que los propios institutos políticos hacen llegar al organismo comicial federal con motivo de los procedimientos de fiscalización de los recursos públicos que se les ministran.

En el mismo tenor, el Reglamento del Instituto Federal Electoral en la materia, a través de sus artículos 3, fracciones XI y XII, en relación con los numerales 21, párrafo 1 y 22, párrafo 6, excluyen a los partidos políticos de la estructura orgánica central o desconcentrada del Instituto, con lo que claramente se evidencia que los partidos constituyen entes independientes y autónomos de la autoridad comicial, por lo que ésta carece de competencia para requerir, a través de los órganos y procedimientos de acceso a la información, la documentación que aquellos posean."

Las anteriores aseveraciones se robustecen con el criterio expresado por el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, en la sentencia recaída al Juicio para la Protección de los Derechos Político-Electorales del Ciudadano, identificado con el número SUP-JDC-037/2001, promovido por el C. Manuel Guillen Monzón y que aparece a fojas 42 a 47, cuando analiza si constitucionalmente está previsto o no un derecho exclusivo de los partidos políticos a postular candidatos:

"En efecto, tal como se estableció en la sentencia recaída en los expedientes SUP-RAP-038/99, SUP-RAP-041/99 y SUP-RAP-043/99 acumulados, fallada el siete de enero de dos mil, la constitucionalización de los partidos políticos en nuestro país en 1977 tuvo por objeto elevar a estas asociaciones políticas al rango de entidades de interés público y encomendarles como tales la calidad de vehículos o intermediarios entre los ciudadanos como titulares de los derechos políticos y los órganos públicos, con el objeto de propiciar una más amplia participación de los ciudadanos mexicanos en los procesos y actividades electorales, mediante el ejercicio de dichos derechos políticos dentro del pluripartidismo, a fin de alcanzar el más alto fin de perfeccionar la democracia representativa, como sistema para elegir a los gobernantes y como modo de vida de los mexicanos. Esto es, la constitucionalización de los partidos políticos, como organizaciones de ciudadanos, están llamados a realizar funciones preponderantes e indispensables en la vida pública, política y electoral de la nación, elevados a la calidad de entidades de interés público, sin incluirlos como órganos del Estado, confiándoles una contribución relevante en las tareas que los órganos del poder público deben desempeñar para el desarrollo político y social de los mexicanos, con lo cual se constituyó lo que la doctrina y la propia iniciativa de reforma constitucional denominan un sistema de partidos políticos, y se concedió a éstos un conjunto de garantías y prerrogativas para facilitar su alta misión pública, identificándolos como la forma institucionalizada de la lucha por el poder político.

Como se mencionó, en la actualidad, en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su artículo 41, los partidos políticos fueron elevados a la calidad de entidades de interés público, con funciones específicas de gran importancia para el proceso democrático, y se les dotó de un conjunto de derechos o prerrogativas de rango constitucional, con el objeto de lograr su fortalecimiento, por considerarlos protagonistas indispensables para el avance y desarrollo de los procesos democráticos representativos, instituidos para la integración de los órganos de gobierno, elegidos mediante el voto popular.

La calidad de entes de interés público, con que se les dotó a los partidos políticos, implicó sustraerlos de la generalidad de las organizaciones privadas, y colocarlos en un lugar primordial, pues éstos no forman parte de la administración, pero realizan una función pública de intermediación entre el Estado y la sociedad.

Las tres finalidades, que constitucionalmente están consideradas de interés público, son i) Promover la participación en la vida democrática; ii) Contribuir a la integración de la representación nacional, y iii) Hacer posible el acceso de los ciudadanos al ejercicio del poder público, mediante el sufragio universal, libre, secreto y directo.

Para cumplir con estos cometidos, se les dotó de financiamiento público y, asimismo, se sujetó su régimen económico interno a reglas concretas, por el interés que tiene la sociedad en la transparencia de la obtención y uso de los recursos de los partidos políticos.

Estas reglas son: i) El financiamiento público debe prevalecer sobre el de origen privado; ii) Las erogaciones en campañas electorales están sujetas a un límite; iii) Se establecen montos máximos de las aportaciones pecuniarias de los simpatizantes, y iv) La autoridad electoral fiscaliza las finanzas de los partidos, respecto de su origen y aplicación.

Asimismo, se les confirió el derecho al uso, en forma permanente y equitativa, de los medios de comunicación social, para hacer posible una participación equilibrada en la contienda, y lograr comunicación continua con la ciudadanía, acerca de su programa de acción, principios, ideología política, plan de gobierno, y promover la vida democrática del país, así como para formar conciencia en los problemas sociales y su posible solución.

En la propio [sic] disposición constitucional mencionada, el Poder Revisor de la Constitución previó la necesidad de que los partidos políticos siempre tuvieran participación en la vida democrática del país, aún en el periodo existente entre dos procesos electorales, pues se les exige que además de participar en la integración de los órganos del poder público, deben realizar constantemente actividades políticas, relativas a la educación, capacitación e investigación socioeconómica y política, así como tareas editoriales, por lo que se entiende, que su función no se limita a los procesos electorales, sino que son actores preponderantes en la vida democrática del país.

De esa manera, se advierte que a los partidos políticos se les fortaleció, pero al mismo tiempo se les impusieron mayores cargas. Para su constitución y registro, deben cumplir con los siguientes requerimientos: i) Formular una declaración de principios, y en congruencia con ellos, un programa de acción y estatutos que rijan sus actividades; ii) Contar con cierta militancia distribuida en un determinado territorio; iii) Celebrar asambleas distritales o municipales, ante quien haga las veces de fedatario público, el que tiene la obligación de certificar que se cumpla con los requisitos establecidos en la ley, y la asistencia de los afiliados, mediante su respectiva identificación; iv) Celebrar una asamblea nacional o estatal constitutiva, dependiendo del partido político de que se trate, y v)Presentar las solicitudes de su registro ante la autoridad electoral respetiva, acompañando los documentos necesarios para justificar que cumplen todas las condiciones requeridas en la ley.

Además, en el cumplimiento de las funciones de orden público que les fueron conferidas, los partidos políticos deben sujetarse, entre otras, a las siguientes prescripciones: i) Conducir sus actividades dentro de los cauces legales y ajustar su conducta y la de sus militantes a los principios del estado democrático, con respeto a la libre participación política de los demás partidos políticos y los derechos de los ciudadanos; ii) Abstenerse de recurrir a la violencia y a cualquier acto que tenga por objeto alterar el orden público; iii) Mantener el número de afiliados que fueron necesarios para obtener su registro; iv) Cumplir sus normas de afiliación y observar los procedimientos que señalan sus estatutos para la postulación de candidatos; v) Mantener en funcionamiento efectivo a sus órganos estatutarios; vi) Contar con domicilio social para sus órganos directivos; vii) Editar, por lo menos, una publicación mensual de divulgación, y otra de carácter teórico, trimestral; viii) Sostener, por lo menos, un centro de formación política, y ix) Publicar y difundir, en los tiempos oficiales que les corresponden, de frecuencias de radio y televisión, la plataforma electoral del partido y sus candidatos que se sostendrán en la elección de que se trate.

De igual manera, los partidos políticos están sujetos a un régimen de fiscalización, sobre el origen y aplicación de sus recursos, por parte de la autoridad electoral. Al efecto, deben presentar informes anuales y de campaña, en los que se precise el origen y monto de sus ingresos, así como su empleo y aplicación, en las actividades permanentes, de educación, capacitación política e investigación socio-económica y de campaña.

Asimismo, está previsto un régimen disciplinario o sancionatorio, al que están sujetos los partidos políticos, para el cumplimiento de cada una de sus obligaciones, en el que se establecen sanciones que pueden consistir en multa, reducción o supresión de sus ministraciones de financiamiento público, la suspensión de su registro o, incluso, su cancelación."

También resulta relevante citar el siguiente criterio del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación:

PARTIDOS POLÍTICOS. EL PRINCIPIO DE QUE PUEDEN HACER TODO LO QUE NO ESTÉ PROHIBIDO POR LA LEY NO ES APLICABLE PARA TODOS SUS ACTOS. (Se transcribe...)

De todo lo anterior se puede colegir válidamente que el contenido y alcances del rango de interés público otorgado constitucionalmente a los partidos políticos no permite ubicarlos dentro de la esfera de los poderes del Estado, ni de los órganos constitucionales autónomos o cualquier otra entidad paraestatal; por ende, el Instituto Federal Electoral se encuentra jurídicamente imposibilitado para requerir a los partidos políticos la información solicitada.

En virtud de los razonamientos vertidos y de conformidad con lo dispuesto por los artículos 21, párrafo 1; 33, párrafo 1, fracción II; 34; 35; 36, párrafo 1, fracción I y 37 del Reglamento del Instituto Federal Electoral en Materia de Transparencia y Acceso a la Información Pública, esta Comisión declara infundado el Recurso de Revisión interpuesto por el C. Arturo Zarate Vite, por lo que se confirma la resolución impugnada, de fecha 4 de diciembre de 2003, emitida por el Comité de Información del Instituto Federal Electoral.

Por lo expuesto y fundado se resuelve:

PRIMERO.- Resulta infundado el Recurso de Revisión interpuesto por el C. Arturo Zarate Vite, por su propio derecho, en contra de los actos que han quedado precisados en el resultando PRIMERO de la presente resolución.

SEGUNDO. Se confirma la resolución recurrida, de fecha veinticuatro de febrero del año en curso, emitida por el Comité de Información.

…

El diecinueve de mayo del año en curso fue notificada dicha resolución al actor.

V. El veinticinco de mayo de dos mil cuatro, el ciudadano Jorge Arturo Zárate Vite presentó demanda de juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano en contra del acuerdo precisado en el resultando inmediato anterior. En tal demanda, el actor adujo, a manera de agravio, lo que se transcribe a continuación:

Agravio

Único: El acuerdo emitido por la Comisión del Consejo en materia de Transparencia y Acceso a la Información, por el cual resuelve el Recurso de Revisión que se impugna mediante el presente juicio, se sustenta en tres argumentos albergados en el considerando quinto del Acuerdo.

En el primero de ellos sostiene la Comisión la información no obra en sus archivos y que por tanto es inexistente.

Lo argüido por la autoridad por la cual da justificación a la negativa de la información solicitada, es improcedente ya que como autoridad responsable y dentro de una lógica jurídica, tiene la obligación, al igual que toda autoridad al momento de realizar el estudio para resolver algún asunto, de realizar una interpretación armónica del fundamento legal que le de sustento, es decir, la Comisión del Consejo del IFE, a pesar de fundamentarse en la Ley Reglamentaria del Derecho a la Información y en su normatividad interior, obvió lo establecido por la primera en su artículo 11, el cual establece de manera literal que:

Artículo 11. (se transcribe)

Del segundo párrafo de este artículo desprendemos que el mecanismo idóneo por el cual cualquier persona puede solicitar información sobre los partidos políticos y las agrupaciones políticas nacionales, es el Instituto Federal Electoral, por consiguiente la hipótesis argüida por este organismo autónomo para negar el acceso a la información bajo la hipótesis señalada en el artículo 42 que establece que: "(...) Las dependencias y entidades sólo estarán obligadas a entregar documentos que se encuentren en sus archivos (...)", no se actualiza en el presente asunto, a la luz del contenido del segundo párrafo del artículo 11 de la misma ley en comento.

La Comisión antes aludida agrega que ante la inexistencia, existe una "imposibilidad materia (sic) y jurídica de atender" la solicitud.

Lo anterior no obvia la obligación y/o facultad impuesta al IFE en el ya multicitado artículo 11, consistente en requerir a los partidos políticos y las asociaciones políticas la información que por medio de la Unidad de Enlace de este organismo se solicite sobre estos, sin embargo, esta facultad y/o obligación, al no estar contemplada en el Reglamento del Instituto Federal Electoral en materia de Transparencia y Acceso a la Información, no lo exime de ella, ya que una Ley esta por encima de un reglamento, y máxime si esta ley es considerada como una ley reglamentaria de un derecho fundamental socio-político de tercera generación, y que está acorde con los diversos instrumentos internacionales que se encuentran signados y ratificados por nuestro país.

El segundo argumento de la Comisión sostiene que:

"Ningún dispositivo de la normatividad en materia de transparencia presupone una facultad o potestad de exigencia a favor del solicitante, diversa o superior a las ya previstas, que implique obligación correlativa alguna, a cargo del Instituto federal Electoral, a través de la Comisión de Fiscalización de los recursos de los partidos y Agrupaciones Políticas, de iniciar un procedimiento de esa índole, toda vez que dicha legislación establece claramente que la información susceptible de ser entregada es la que oficiosamente debe comunicarse, la que se encuentra en sus archivos y que no se encuentre reservada o no sea confidencial, lo cual supone, a la luz de la garantía constitucional prevista en el artículo 16 de la Ley Fundamental, la imposibilidad del Instituto Federal electoral para iniciar actos de molestia sin un fundamento legal previamente establecido."

Esta interpretación realizada por la autoridad, denota una interpretación maliciosa del ánimo del Constituyente Permanente, y violación clara a todo sentido lógico de las reglas de interpretación de una ley, ya que no se puede analizar de manera aislada un precepto, sino que al contrario tiene que realizarse dentro de la lógica de la hermenéutica jurídica, una interpretación armónica, de todos y cada uno de los instrumentos legales en los que se basen; desprendiendo y reiterando de nueva cuenta, la omisión de la Comisión de su facultad de requerir a los partidos y asociaciones políticas la información que sea solicitada por las personas.

De lo anteriormente expresado se desprende que siendo los partidos políticos entidades de interés público, no pueden quedar excluidos de este movimiento de transparencia, y el ánimo del Constituyente Permanente no fue excluirlos de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, sino que al contrario y a fin de facilitar el acceso a la información que se encuentre en posesión de éstos, le confirió la facultad al Instituto Federal Electoral de requerir esa información que se solicite bajo el amparo de este derecho, por lo que a pesar de que el Recurso me fue desfavorable por encontrarse infundado bajo la lógica de este organismo con autonomía constitucional, es todo lo contrario, ya que su argumento principal, la imposibilidad de requerir información a los partidos políticos tal y como lo establece su propio reglamento, mismo que por omisión excluyó esta obligación, pero que no le exime de cumplirla, e incluso pudiendo caer este instrumento dentro de la clasificación de inconstitucional al vedar la posibilidad de toda persona de ejercitar su derecho de acceso a la información que esté en posesión de los partidos políticos y asociaciones políticas con registro.

En efecto, la información por mí solicitada alude a una que se genera dentro de las entidades de interés público, esto es, los partidos políticos nacionales, pero que además es fiscalizada por la autoridad comicial. Por su parte, la autoridad electoral niega mi solicitud bajo los argumentos de que dicha información no se encuentra en los archivos del Instituto Federal Electoral y que dicha autoridad está imposibilitada para requerírsela a los partidos políticos.

Lo argumentos de la autoridad responsable son inadmisibles. Si bien es cierto que los partidos políticos no están mencionados por el artículo 3, fracción XIV, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, ello no obsta para un sujeto obligado directo como lo es el instituto Federal Electoral asuma su responsabilidad y les requiera cierta información de relevancia pública. El artículo 11 de la Ley Federal de Transparencia se debe leer en sintonía con el mandato constitucional de acceso la información y el carácter de entidades de interés público que ostentan los partidos políticos. El legislador secundario no pretendió excluir a los partidos políticos del oleaje de apertura, transparencia y publicidad que inspiró a la Ley de la materia, simplemente entendió que el IFE actuaría como autoridad intermedia ante cualquier solicitud de información que sobre las entidades de interés públicos se realizara si no obraba la información requerida en los archivos del Instituto Federal Electoral.

Según consta en el expediente, la Dirección Ejecutiva de Prerrogativas y Partidos Políticos, en su carácter de Secretaría Técnica de la Comisión de Fiscalización de los Partidos y Agrupaciones Políticas, fundamenta la inexistencia de la documentación solicitada en sus archivos, en el artículo 19.4 del Reglamento que establece los lineamientos, formatos, instructivos, catálogos de cuentas y guía contabilizadora aplicable a los partidos políticos nacionales en el registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de sus informes, precepto que faculta a los partidos a optar entre invitar a sus oficinas al personal del IFE o enviar a las oficinas del IFE la documentación materia de la revisión.

En el mismo acuerdo combatido de la Comisión del Consejo General se afirma que "(...) el rubro de servicios personales fue analizado en su momento dentro del periodo de revisión correspondiente, de tal forma que una vez concluido éste, la documentación fue devuelta a los entonces partidos políticos; por lo tanto, dicha documentación, al no encontrarse en posesión del Instituto Federal Electoral, resulta material y jurídicamente imposible entregarla al solicitante".

Siendo así, resulta claro que la información que solicité sí fue analizada por el Instituto Federal Electoral y éste no obra en sus archivos.

Ahora bien, como es sabido, el mismo Reglamento que establece los lineamientos, formatos, instructivos, catálogos de cuentas y guía contabilizadora aplicable a los partidos políticos nacionales en el registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de sus informes, señala como obligación de los partidos la de conservar la documentación soporte de sus informes por un periodo de cinco años.

En este sentido, es evidente que la autoridad electoral responsabilizó a los partidos en la custodia de cierta información, que en principio forma parte del acervo público, pues es materia de los ejercicios rutinarios de fiscalización que se realizan. Esta responsabilidad de custodia de la información de los partidos políticos se deriva de un mandato de autoridad, por lo que se entiende que la información por mí solicitada se ubica en los archivos de una entidad de interés público que por mandato legal y reglamentario está supeditada a los requerimientos que le formule el IFE.

Si bien la información por mí solicitada ya no obra en los archivos del IFE, ello no es razón suficiente para que el IFE no requiera determinada información que por mandato reglamentario los partidos políticos están obligados a conservar.

La posición del IFE nos coloca en el absurdo de que la posibilidad de contar o no con determinada información generada por los partidos y revisada por el IFE se encuentra supeditada a si estos optaron por invitar a los funcionarios electorales a sus oficinas o remitieron la documentación correspondiente al IFE. En la errada lectura del ordenamiento jurídico por parte de la autoridad responsable, sólo en este último supuesto se podría tener acceso a información de interés público generada por las entidades de interés público.

Por lo anterior, es irrelevante la vía elegida por los partidos, la información de ingresos y egresos base de sus informes es información pública y el IFE tiene la obligación de proporcionarla o requerirla según obre en sus archivos o en los de los partidos políticos, respectivamente. Sólo de esta forma se puede entender a cabalidad el contenido del artículo sexto constitucional y de la Ley Federal de Transparencia. Obrar del modo en que lo hizo el IFE navega a contracorriente de los principios que inspiran el derecho a la información y su Ley reglamentaria:

Artículo 4 (se transcribe)

Además, el proceder del Instituto Federal electoral no favorece el principio de publicidad a que se refiere el artículo 6 de la Ley:

Artículo 6 (se transcribe)

En el tercer y último argumento de la autoridad se sostiene de conformidad con el artículo 11 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, los informes que presenten los partidos políticos y las agrupaciones políticas nacionales al Instituto Federal Electoral, así como las auditorías y verificaciones que ordene la Comisión de Fiscalización de los Recursos Públicos de los Partidos y Agrupaciones Políticas, deberán hacerse públicos al concluir el procedimiento de fiscalización respectivo. Lo cual, agrega la autoridad "(...) significa que mientras las etapas que componen el procedimiento se encuentran sub judice, el acceso a la información correspondiente está reservado" (p. 10). Para la Comisión dichos procedimientos de auditorías y revisiones aún no han concluido, pues comprenden también la etapa jurisdiccional.

De nueva cuenta la autoridad incurre en una errada lectura de la ley. Dice el artículo 11:

Artículo 11. (se transcribe)

Claramente el artículo abarca dos supuestos en cada uno de sus párrafos, en el primero se establece una obligación a cargo de la autoridad, a saber, hacer público el procedimiento de fiscalización respectivo; mientras que el párrafo segundo establece un derecho a favor de cualquier ciudadano, a saber, solicitar al Instituto Federal Electoral la información relativa al uso de los recursos públicos que reciban los partidos políticos y las agrupaciones políticas nacionales. De esta forma, lo que es una obligación para la autoridad sujeta a una condición determinada nunca puede convertirse en un impedimento para el ciudadano. En mi solicitud yo no urgí a la autoridad para que hiciera público un procedimiento de fiscalización de conformidad con la obligación a que está sujeta. Mi solicitud tiene el propósito de que el Instituto Federal Electoral me entregue cierta información pública que por mandato de ley debe requerir a los partidos políticos.

Además la interpretación de la Comisión es absurda, pues bajo su lógica la información de los partidos no podría requerirse sino hasta meses después de que se hubiera ejercido, esto es, hasta que concluya el procedimiento de de fiscalización y cause estado la resolución. Dicha interpretación es absurda pues sería tanto como si las entidades y dependencias del poder público en México no pudieran informar de sus salarios y prestaciones sino hasta que concluyeran los respectivos ejercicios de auditoría por parte de la Auditoría Superior de la Federación.

Estamos en dos supuestos distintos, yo solicito la información entorno a los ingresos de los dirigentes de los partidos que perdieron su registro; no acerca de la información relativa a un determinado procedimiento de fiscalización aún pendiente de concluir.

Por último, ciertamente la Comisión del IFE no aludió en su respuesta al hecho de que los partidos políticos de quienes solicité la información ya perdieron su registro. Como es sabido, la pérdida del registro por parte de un partido político no implica la cancelación de las obligaciones a que está sujeto.

 

REGISTRO DE PARTIDO POLÍTICO. SU PÉRDIDA NO IMPLICA QUE DESAPAREZCAN LAS OBLIGACIONES ADQUIRIDAS DURANTE SU VIGENCIA. (se transcribe)

En este sentido, los partidos políticos tiene la obligación de conservar la documentación de ingresos y egresos por un lapso de cinco años, mismo que aún no se cumple, por lo que la información obra en sus archivos y la autoridad administrativa electoral debe requerirla.

 

VI. El dos de junio de dos mil cuatro, en la Oficialía de Partes de esta Sala Superior, se recibió el oficio SCG/478/04 de misma fecha, suscrito por la Secretaria del Consejo General del Instituto Federal Electoral, por medio del cual, entre otros documentos, remitió: A) El escrito de demanda del presente juicio para la protección de los derechos político electorales del ciudadano; B) El expediente del recurso de revisión CCTAI-REV-002/04; C) Diversas constancias relativas a la tramitación del medio de impugnación, y D) Informe circunstanciado de ley.

VII. En la misma fecha, el magistrado presidente del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación por ministerio de ley, acordó integrar y turnar los presentes expedientes al magistrado electoral José de Jesús Orozco Henríquez, para los efectos establecidos en el artículo 19 de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral.

VIII. El ocho de septiembre de dos mil cuatro, el magistrado electoral encargado de la sustanciación del presente juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano acordó: A) Tener por recibido el expediente SUP-JDC-216/2004, radicándolo en la ponencia para su sustanciación y elaboración del correspondiente proyecto de sentencia; B) Reconocer la legitimación de Jorge Arturo Zárate Vite, así como por señalado domicilio de su parte para oír y recibir notificaciones, así como por autorizados para oír y recibir notificaciones; C) Admitir a trámite el presente juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano, y D) Ordenar la realización de cierta diligencia para integrar debidamente el expediente.

IX. El nueve de septiembre de dos mil cuatro, el magistrado instructor acordó: A) Tener por desahogada en sus términos la diligencia que ordenó mediante el auto que se precisa en el resultando precedente, y B) En virtud de que no existía algún trámite pendiente de realizar, declarar cerrada la instrucción, quedando los autos en estado de dictar sentencia, y

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Esta Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación es competente para conocer y resolver el presente medio de impugnación, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 99, párrafos primero y cuarto, fracciones III y IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con el 41, párrafo segundo, fracción IV, de la propia Constitución federal, así como 49, párrafos 5 y 6; 49-A; 49-B; 68; 73, y 80, párrafo 1, del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, y 11, 49, 59 y 61, párrafos primero y segundo, fracción V, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental; 186, fracción III, inciso a), y 189, fracción I, inciso f), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, así como 83, párrafo 1, inciso b), fracción II, de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, por tratarse de un juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano, promovido por un ciudadano, por sí mismo y en forma individual, en contra de una resolución de una autoridad del Instituto Federal Electoral que, a juicio de aquél, viola normas constitucionales y legales al vulnerar su derecho político de acceso a la información pública en materia electoral.

En efecto, como se analiza a continuación, de la interpretación sistemática y funcional de los preceptos invocados en el párrafo que antecede se desprende la competencia constitucional y legal del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación para resolver las impugnaciones jurisdiccionales no sólo en contra de todos los actos definitivos de la autoridad electoral federal sino en los demás supuestos que prevea la ley; en el caso bajo conocimiento, la resolución impugnada no sólo emana de una autoridad del Instituto Federal Electoral en ejercicio de sus atribuciones legales y reglamentarias sino tiene una naturaleza electoral desde una perspectiva material, además de que se actualiza un supuesto legal específico de procedencia de un medio de impugnación ante el Poder Judicial de la Federación para combatir la negativa a los ciudadanos para acceder a la información pública en materia electoral, según se dispone en la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental de dos mil dos, mismo que por la materia del acto impugnado y la autoridad que lo emite se adiciona a los anteriormente previstos para el juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano en la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral de mil novecientos noventa y seis, cuya resolución es competencia de este órgano jurisdiccional.

De acuerdo con lo dispuesto en los artículos 99, párrafos primero y cuarto, fracciones III y IX, en relación con el 41, párrafo segundo, fracción IV, de la Constitución federal y 3°, párrafo 1, inciso a), de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, el Tribunal Electoral es la máxima autoridad jurisdiccional en la materia (con la única excepción de las acciones de inconstitucionalidad contra leyes electorales que son competencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación) y órgano especializado del Poder Judicial de la Federación, correspondiéndole resolver, en forma definitiva e inatacable y en los términos de la propia Constitución federal y según lo disponga la ley, por una parte, las impugnaciones de todos los actos y resoluciones de la autoridad electoral federal, distintos de aquellos que tienen que ver con las elecciones federales (de diputados, senadores y Presidente de los Estados Unidos Mexicanos), cuando el promovente aduzca la violación de normas constitucionales y legales; por otra parte, le corresponde también resolver, en iguales términos, los demás asuntos que señale la ley.

En consecuencia, este Tribunal Electoral es constitucionalmente competente para resolver, entre otros asuntos, no sólo las impugnaciones que se presenten en contra de todos aquellos actos y resoluciones de las autoridades del Instituto Federal Electoral que no se relacionen directamente con las elecciones federales sino todos los demás asuntos que señale la ley y no se encuentren expresamente previstos en el propio artículo 99 de la Constitución federal. Como enseguida se demostrará, la resolución ahora impugnada encuadra en ambos supuestos y, por tanto, se surte la competencia constitucional, además de legal, de este órgano jurisdiccional.

Por una parte, el ahora ciudadano actor impugna la resolución de la Comisión para la Transparencia y Acceso a la Información del Consejo General del Instituto Federal Electoral recaída en el recurso de revisión que interpuso en contra de la negativa de acceso a la información pública o inexistencia de los documentos que había solicitado ante otro órgano del Instituto Federal Electoral en los términos de la referida Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, aduciendo que aquélla viola diversas normas constitucionales y legales al vulnerarle su derecho político de acceso a la información pública en materia electoral, de lo cual se desprende que la resolución impugnada emana de una autoridad del Instituto Federal Electoral en ejercicio de sus atribuciones legales y reglamentarias (en tanto que también pretende basarse en el Acuerdo del Consejo General por el que se aprueba el Reglamento del Instituto Federal Electoral en Materia de Transparencia y Acceso a la Información Pública, publicado en el Diario Oficial de la Federación de 9 de junio de 2003), en una relación de supra a subordinación frente al ahora actor, y, si bien cabe considerar a dicha resolución también electoral desde un punto de vista material -como más adelante se analiza-, la misma no tiene que ver con las elecciones federales a que se refieren las fracciones I y II del párrafo cuarto del artículo 99 de la Constitución federal, por lo que este órgano jurisdiccional es competente para resolver el presente asunto al actualizarse el supuesto previsto en la fracción III del propio precepto constitucional.

Cabe insistir en que la resolución de la Comisión para la Transparencia y Acceso a la Información del Consejo General del Instituto Federal Electoral que ahora se impugna constituye un acto de autoridad del propio organismo público autónomo encargado de organizar las elecciones federales, susceptible de ser combatido a través del presente medio de impugnación, en tanto que emana de un órgano de naturaleza pública previsto en un reglamento expedido por autoridad competente (Consejo General del propio Instituto Federal Electoral) con base en el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales y la invocada Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, de acuerdo con el cual dicha comisión ejerce atribuciones regidas por el derecho público e impone unilateralmente su voluntad en relaciones de supra a subordinación frente al ciudadano ahora actor, afectando la esfera jurídica del propio ciudadano.

Por otra parte, cabe tener presente que la citada Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental prevé que las resoluciones recaídas en el recurso de revisión que se haya interpuesto en contra de la negativa de acceso a la información o la inexistencia de los documentos solicitados, pueden ser impugnadas ante el Poder Judicial de la Federación, siendo el caso, como se indicó, que el ahora ciudadano actor impugna la resolución de la Comisión para la Transparencia y Acceso a la Información del Consejo General del Instituto Federal Electoral recaída en el recurso de revisión previsto en la referida ley, por lo que se estima que se actualiza la competencia de esta Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación en términos de los artículos 99, párrafo cuarto, fracción IX, de la Constitución federal, en relación con el 11, 49, 59 y 61, párrafos primero y segundo, fracción V, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, así como 83, párrafo 1, inciso b), fracción II, de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, en tanto que el presente juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano se promueve entre dos procesos electorales federales ordinarios y corresponde a un supuesto específico de procedencia previsto en la invocada ley federal de transparencia y acceso a la información pública, al impugnarse la resolución recaída en un recurso de revisión con motivo de la negativa de acceso al ciudadano ahora actor a información pública en materia electoral.

En este sentido, de la interpretación sistemática y funcional de los preceptos constitucionales y legales invocados en el párrafo que antecede, en relación con el 41, párrafo segundo, fracción IV, y 99, párrafo cuarto, fracción V, de la Constitución federal, así como 3°, párrafo 1, inciso a), 79 y 80 de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, a los supuestos de procedencia constitucionalmente previstos y desarrollados en dicha ley general para el juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano, consistentes en las presuntas violaciones a los derechos de votar y ser votado en las elecciones populares, de asociarse individual y libremente para tomar parte en forma pacífica en los asuntos políticos y de afiliarse libre e individualmente a los partidos políticos, la referida Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental adicionó, con base en el artículo 99, párrafo cuarto, fracción IX, constitucional, un supuesto específico de procedencia para tal juicio, consistente en las presuntas violaciones al derecho político de los ciudadanos de acceso a la información pública en materia electoral, al impugnarse las resoluciones de las autoridades del Instituto Federal Electoral recaídas en los recursos de revisión, en los términos de los artículos 61, párrafos primero y segundo, fracción V, en relación con el 11, 49 y 59 de la invocada ley federal de transparencia y acceso a la información pública.

Es oportuno advertir que en el presente asunto se aduce por el actor no meramente la presunta violación a su derecho fundamental a la información sino a su derecho de acceder a información pública en materia electoral. Ciertamente, el derecho a la información es un derecho fundamental previsto en el artículo 6°, in fine, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en diversos instrumentos internacionales de derechos humanos suscritos y ratificados por México. El derecho a la información, en tanto derecho fundamental, es un derecho creado o establecido en la Constitución y tiene un carácter vinculante frente a todo órgano del poder público, cuyo titular es cualquier persona, además de ser tutelable jurisdiccionalmente. Por su parte, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental establece en su artículo 1º que la finalidad de dicha ley es proveer lo necesario para garantizar el acceso de toda persona a la información en posesión de los Poderes de la Unión, los órganos constitucionales autónomos o con autonomía legal y cualquier otra entidad federal.

Por su parte, en el artículo 11, párrafo segundo, de la invocada ley se establece que cualquier ciudadano podrá solicitar al Instituto Federal Electoral la información relativa al uso de los recursos públicos que reciban los partidos políticos y las agrupaciones políticas nacionales. Como puede advertirse, en el invocado artículo legal se estableció el derecho de todo ciudadano mexicano para solicitar al Instituto Federal Electoral (sujeto directamente obligado, en términos de lo dispuesto en el artículo 3º, fracción XIV, en relación con la fracción IX de la propia ley) la información de referencia. Debe precisarse que la información cubierta por este derecho establecido en la ley federal no es cualquier información que el ciudadano solicite sino la relativa al uso de los recursos públicos que reciban los partidos políticos y las agrupaciones políticas nacionales, en los términos del artículo 41, párrafo segundo, fracción II, constitucional y los preceptos aplicables del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, lo que se justifica en virtud del carácter público de los recursos que se entregan a dichos institutos políticos.

Así, el derecho establecido en el invocado artículo 11, párrafo segundo, por el legislador federal presenta ciertos rasgos distintivos:

i) Titular: Todo ciudadano mexicano.

ii) Sujeto directamente obligado: Instituto Federal Electoral, en tanto órgano constitucional autónomo.

iii) Sujetos mediata o indirectamente obligados: Los partidos políticos y las agrupaciones políticas nacionales, en tanto que los primeros son entidades de interés público y las segundas son formaciones necesarias para la constitución de un partido político.

iv) Contenido o materia del derecho: Solicitar al Instituto Federal Electoral la información relativa no al uso de cualquier tipo de recursos sino de los recursos públicos que reciban los partidos políticos y las agrupaciones políticas nacionales, entes políticos reconocidos constitucional y/o legalmente.

v) Valores jurídicamente tutelados: Además de los objetivos señalados expresamente en el artículo 4º de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental (transparencia, rendición de cuentas y, particularmente, la democratización de la sociedad mexicana, así como la plena vigencia del Estado constitucional de derecho, entre otros), el principio de transparencia previsto en el artículo 41, párrafo segundo, fracción II, último párrafo, de la Constitución federal. Así, el referido derecho tiene una naturaleza eminentemente política, toda vez que protege valores consustanciales a un Estado constitucional democrático de derecho.

Lo anterior permite establecer que si bien el derecho de todo ciudadano a solicitar al Instituto Federal Electoral la información relativa al uso de los recursos públicos que reciban los partidos políticos y las agrupaciones políticas nacionales, constituye una concreción, instanciación, manifestación, faceta o vertiente del derecho a la información, en general, previsto en el artículo 6º de la Constitución federal, el mismo presenta ciertos caracteres distintivos, o peculiaridades como son titulares, sujeto obligado, materia o contenido y valores jurídicamente titulados, entre otros, que justifican plenamente hablar propiamente de un derecho político de acceso a la información pública en materia electoral; en forma similar a como se habla del derecho de petición en materia política y del derecho de asociación en materia político-electoral.

En cuanto a los medios jurisdiccionales y constitucionales de protección de tales derechos, si bien es claro que tanto el derecho de información como el derecho de asociación, en general, son derechos fundamentales susceptibles de ser salvaguardados a través del juicio de amparo, atendiendo a los caracteres distintivos o peculiaridades del derecho político de acceso a la información en materia electoral, de manera similar a lo que ocurre con el derecho político-electoral de asociación, se justifica que los mismos, aun cuando también tienen el carácter de derechos fundamentales, sean jurisdiccionalmente defendidos a través de un medio específico como el juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano, según se profundiza en el siguiente considerando.

No es óbice para lo anterior que en el artículo 59 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental se mencione, en general, al Poder Judicial de la Federación y no se precise la competencia de este Tribunal Electoral, ni que en la exposición de motivos de la iniciativa de la propia ley presentada por el Ejecutivo federal y los dictámenes legislativos sobre diversas iniciativas relacionadas con dicha ley se hiciera referencia expresa al juicio de amparo mas no al juicio para Instituto Federal Electoral la protección de los derechos político-electorales del ciudadano, por las razones siguientes:

Al respecto, es importante tener presente lo dispuesto en los siguientes preceptos de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental:

TÍTULO PRIMERO

Disposiciones Comunes para los Sujetos Obligados

CAPÍTULO I

Disposiciones Generales

Artículo 3°. Para los efectos de esta Ley se entenderá por:

…

IV. Dependencias y entidades: Las señaladas en la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, incluidas la Presidencia de la República, los órganos administrativos desconcentrados, así como la Procuraduría General de la República;

…

VII. Instituto: El Instituto Federal de Acceso a la Información establecido en el Artículo 33 de este Ley;

…

IX. Órganos constitucionales autónomos: El Instituto Federal Electoral, la Comisión Nacional de Derechos Humanos, el Banco de México, las universidades y las demás instituciones de educación superior a las que la ley otorgue autonomía y cualquier otro establecido en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos…

CAPÍTULO II

Obligaciones de Transparencia

Artículo 11. Los informes que presenten los partidos políticos y las agrupaciones políticas nacionales al Instituto Federal Electoral, así como las auditorías y verificaciones que ordene la Comisión de Fiscalización de los Recursos Públicos de los Partidos y Agrupaciones Políticas, deberán hacerse públicos al concluir el procedimiento de fiscalización respectivo.

Cualquier ciudadano podrá solicitar al Instituto Federal Electoral, la información relativa al uso de los recursos públicos que reciban los partidos políticos y las agrupaciones políticas nacionales.

TÍTULO SEGUNDO

Acceso a la Información en el Poder Ejecutivo Federal

CAPÍTULO I

Unidades de Enlace y Comités de Información

Artículo 28. Los titulares de cada una de las dependencias y entidades designarán a la unidad de enlace que tendrá las funciones siguientes:

…

II. Recibir y dar trámite a las solicitudes de acceso a la información, referidas en los artículos 24, 25 y 40;

…

CAPÍTULO IV

Del Procedimiento ante el Instituto

Artículo 49. El solicitante a quien se le haya notificado, mediante resolución de un Comité: la negativa de acceso a la información, o la inexistencia de los documentos solicitados, podrá interponer, por sí mismo o a través de su representante, el recurso de revisión ante el Instituto o ante la unidad de enlace que haya conocido el asunto, dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha de la notificación. La unidad de enlace deberá remitir el asunto al Instituto al día siguiente de haberlo recibido.

Artículo 59. Las resoluciones del Instituto serán definitivas para las dependencias y entidades. Los particulares podrán impugnarlas ante el Poder Judicial de la Federación.

Los tribunales tendrán acceso a la información reservada o confidencial cuando resulte indispensable para resolver el asunto y hubiera sido ofrecida en juicio. Dicha información deberá ser mantenida con ese carácter y no estará disponible en el expediente judicial.

Artículo 60. Transcurrido un año de que el Instituto expidió una resolución que confirme la decisión de un Comité, el particular afectado podrá solicitar ante el mismo Instituto que reconsidere la resolución. Dicha reconsideración deberá referirse a la misma solicitud y resolverse en un plazo máximo de 60 días hábiles.

TÍTULO TERCERO

Acceso a la Información en los demás Sujetos Obligados

CAPÍTULO ÚNICO

Artículo 61. El Poder Legislativo Federal, a través de la Cámara de Senadores, la Cámara de Diputados, la Comisión Permanente y la Auditoría Superior de la Federación; el Poder Judicial de la Federación a través de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, del Consejo de la Judicatura Federal y de la Comisión de Administración del Tribunal Federal Electoral; los órganos constitucionales autónomos y los tribunales administrativos, en el ámbito de sus respectivas competencias, establecerán mediante reglamentos o acuerdos de carácter general, los órganos, criterios y procedimientos institucionales para proporcionar a los particulares el acceso a la información, de conformidad con los principios y plazos establecidos en esta Ley.

Las disposiciones que se emitan señalarán, según corresponda:

I. Las unidades administrativas responsables de publicar la información a que se refiere el Artículo 7;

II. Las unidades de enlace o sus equivalentes;

III. El Comité de información o su equivalente;

IV. Los criterios y procedimientos de clasificación y conservación de la información reservada o confidencial;

V. El procedimiento de acceso a la información, incluso un recurso de revisión, según los artículos 49 y 50, y uno de reconsideración en los términos del Artículo 60;

VI. Los procedimientos de acceso y rectificación de datos personales a los que se refieren los artículos 24 y 25, y

VII. Una instancia interna responsable de aplicar la Ley, resolver los recursos, y las demás facultades que le otorga este ordenamiento.

Artículo 62. Los sujetos obligados a que se refiere el artículo anterior elaborarán anualmente un informe público de las actividades realizadas para garantizar el acceso a la información, siguiendo los lineamientos establecidos en el Artículo 39, del cual deberán remitir una copia al Instituto.

Como se desprende de lo anteriormente transcrito, lo previsto en el artículo 59 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental está inserto en el Título Segundo, relativo al "Acceso a la información en el Poder Ejecutivo Federal", concretamente en su Capítulo IV denominado "Del Procedimiento ante el Instituto", lo cual concierne al derecho de los particulares para impugnar ante el Poder Judicial de la Federación las resoluciones del Instituto Federal de Acceso a la Información recaídas en el recurso de revisión, con motivo de la negativa de acceso a la información o la inexistencia de los documentos solicitados en las dependencias y entidades de la administración pública federal, en el entendido de que es la propia ley federal de transparencia la que regula el procedimiento de sustanciación y resolución de dicho recurso de revisión ante el mencionado Instituto Federal de Acceso a la Información, según lo dispuesto en los artículos 3°, fracciones IV y VII; 33; 40, así como 49 y siguientes de la invocada ley.

En cambio, lo que atañe al recurso de revisión que debe también preverse en los demás sujetos obligados, incluidos los organismos constitucionales autónomos, como ocurre con el Instituto Federal Electoral (en términos de lo prescrito en los artículos 41, párrafo segundo, fracción III, de la Constitución federal; 70, párrafo 1, del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, así como 3°, fracción IX, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental), está previsto en el artículo 61, párrafos primero y segundo, fracción V, de esta última ley, el cual corresponde a una sección distinta de la propia ley, esto es, el Título Tercero, relativo al "Acceso a la información en los demás sujetos obligados", que, si bien remite al artículo 59 de la misma ley, puntualiza que el correspondiente recurso de revisión debe ser regulado mediante los reglamentos o acuerdos de carácter general que emita el respectivo organismo constitucional autónomo, en el entendido de que la resolución de tal recurso de revisión no será competencia del Instituto Federal de Acceso a la Información sino de algún órgano interno del propio organismo constitucional autónomo, como ocurre con la Comisión para la Transparencia y Acceso a la Información del Consejo General del Instituto Federal Electoral, según lo dispuesto en el Acuerdo del Consejo General por el que se aprueba el Reglamento del Instituto Federal Electoral en Materia de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, por lo que la aplicabilidad del multicitado artículo 59 al caso bajo análisis sólo cabe considerarla en lo conducente.

i) Asimismo, cabe tener presente lo dispuesto en la exposición de motivos de la iniciativa de Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental presentada por el Ejecutivo federal:

…

En cuanto al procedimiento de acceso aplicable a las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, éste busca lograr simplicidad y eficiencia. Es un procedimiento que se sustancia en dos instancias. La primera ante la dependencia o entidad que tiene la información. La segunda, en revisión, ante la Comisión de Garantías de la Información. El particular tendrá siempre el derecho de recurrir por la vía de amparo las decisiones de la Comisión de Garantías de la Información. En cambio, para las autoridades las decisiones de la Comisión serán definitivas.

Este modelo de control judicial en última instancia asegura por un lado las mayores garantías para los particulares y, por otro, respeta el diseño constitucional que otorga al Poder Judicial de la Federación la última palabra respecto de la interpretación de las leyes de la Nación.

…

En virtud de que los particulares exigen imparcialidad en el órgano responsable de administrar la Ley y evitar que éste se convierta en juez y parte, no se optó por crear un órgano desconcentrado según las formas tradicionales, sino uno alejado de las decisiones políticas de la administración centralizada.

...

La autonomía de la Comisión de Garantías de la Información se dará en dos niveles, el primero, se actualiza con la autonomía de decisión, es decir, para efecto de sus resoluciones, la Comisión no estará subordinada a autoridad alguna y adoptará sus decisiones con plena independencia. El segundo, al ser el Poder Judicial de la Federación el garante del control constitucional, la iniciativa preserva la jurisdicción constitucional como el medio idóneo para la protección de los derechos fundamentales reconocidos en nuestra Carta Magna, a través del juicio de amparo que es la última instancia de la que disponen los justiciables.

En consecuencia, se hace notar que la Comisión actuará en el ámbito administrativo como un filtro eficaz que permitirá resolver por la vía del recurso la mayor parte de las inconformidades de los particulares. En caso de que persista el desacuerdo, aquellos tendrán expedita la acción ante los tribunales federales.

 

Por su parte, en el dictamen de la Comisión de Gobernación y Seguridad Pública de la LVIII Legislatura de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, con Proyecto de Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, presentado el veintitrés de abril de dos mil dos, relativo a diversas iniciativas presentadas por el Presidente de los Estados Unidos Mexicanos y distintos diputados pertenecientes a diferentes grupos parlamentarios, se sostiene lo siguiente:

La autonomía del Instituto se dará así en varios niveles: el primero, se actualiza con las autonomías de decisión, gestión y presupuestaria; los requisitos de nombramiento y de remoción; el escalonamiento de los periodos de función de los comisionados; la rendición de cuentas mediante un informe al Congreso y la pena transparencia en la operación del Instituto. Lo anterior implica que para efecto de sus resoluciones, el Instituto no estará subordinado a autoridad alguna y adoptará sus decisiones con plena independencia. El segundo nivel es que al ser el Poder Judicial de la Federación el garante del control constitucional, la iniciativa preserva la jurisdicción constitucional como el medio idóneo para la protección de los derechos fundamentales reconocidos en nuestra Carta Magna, a través del juicio de amparo que es la última instancia de la que disponen los justiciables. En otras palabras, las decisiones del Instituto estarán sujetas a control judicial.

Ciertamente, como se desprende de la exposición de motivos y el dictamen legislativo transcritos, cuando se hace referencia a la autonomía del Instituto Federal de Acceso a la Información (aun cuando en la exposición de motivos de la iniciativa del Ejecutivo federal se aludiera a la Comisión de Garantías de la Información, pues así se denominaba al órgano equivalente) se razona que, en un segundo nivel, ésta se preserva al dejar a la jurisdicción constitucional a cargo del Poder Judicial de la Federación, garante del control constitucional, como el medio idóneo para la protección de los derechos fundamentales reconocidos en la "Carta Magna", a través del juicio de amparo que es la última instancia de la que disponen los justiciables; en otras palabras, que las decisiones del referido Instituto estarán sujetas a control judicial; en el mismo sentido se establece en el dictamen con proyecto de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental de las Comisiones Unidas de Gobernación y Estudios Legislativos Primera de la Cámara de Senadores del propio Congreso de la Unión. Asimismo, en la exposición de motivos de la iniciativa del Ejecutivo federal se hace referencia al juicio de amparo exclusivamente con motivo de la posibilidad de impugnar por la vía de amparo las resoluciones de la entonces denominada Comisión de Garantías de la Información (que finalmente se tradujo en el Instituto Federal de Acceso a la Información) y en relación con los procedimientos de acceso a la información en las dependencias y entidades de la administración pública federal mas no por lo que se refiere a la que pudiera encontrarse en los demás sujetos obligados, como es el caso de los organismos constitucionales autónomos como el Instituto Federal Electoral.

Por tanto, ese razonamiento de la exposición de motivos de la iniciativa y los dictámenes de las comisiones ya precisadas de las cámaras de Diputados y de Senadores sobre la procedencia del juicio de amparo para el control de la constitucionalidad de las decisiones del Instituto Federal de Acceso a la Información, no es obstáculo para que igualmente se admita como procedente el juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano a fin de controlar la constitucionalidad de las decisiones del Instituto Federal Electoral, que, como uno más de los sujetos obligados por dicha ley en tanto organismo constitucional autónomo, también debe garantizar el acceso de toda persona a la información pública que se encuentre en el propio Instituto Federal Electoral, máxime que la resolución que recaiga al respectivo recurso de revisión que promueva algún particular no va a emanar del Instituto Federal de Acceso a la Información ni se va a referir a información que se encuentre en las dependencias y entidades de la administración pública federal, que es el supuesto previsto en el artículo 59 de la ley invocada y al que explícitamente hacen referencia la exposición de motivos y los mencionados dictámenes legislativos, sino de un órgano del Instituto Federal Electoral, en los términos previstos en el artículo 61 de dicha ley y el mencionado acuerdo aprobado por el Consejo General del Instituto Federal Electoral, respecto de cuyos actos de autoridad tanto la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos como la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral prevén medios jurisdiccionales específicos para garantizar que sus actos y resoluciones se ajusten invariablemente a los principios de constitucionalidad y legalidad, en el entendido de que el hecho de que aquéllos sean competencia de este Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación también contribuye a asegurar la autonomía del propio Instituto Federal Electoral, lo cual coincide con la finalidad mencionada en la exposición de motivos y los dictámenes legislativos invocados en cuanto a encomendar al Poder Judicial de la Federación el control jurisdiccional de las resoluciones recaídas en el recurso de revisión, si bien en éstos se hace referencia explícita a la autonomía del Instituto Federal de Acceso a la Información, pero al prever también la ley federal de transparencia un régimen específico para los órganos constitucionales autónomos se desprende la finalidad de salvaguardar igualmente la autonomía de estos últimos.

En consecuencia, la procedencia del juicio de amparo prevista en la exposición de motivos de la iniciativa presentada por el Ejecutivo federal y en los mencionados dictámenes legislativos, se establece para las decisiones del Instituto Federal de Acceso a la Información respecto del acceso a la información que se encuentre en las dependencias y entidades de la administración pública federal, lo que no excluye la posibilidad de que las decisiones de los órganos constitucionalmente autónomos, como el Instituto Federal Electoral, en materia de transparencia y acceso a la información pública que se encuentre en el propio Instituto Federal Electoral, sean controladas por una jurisdicción constitucional especializada, como en el presente caso ocurre con las decisiones respectivas de la Comisión para la Transparencia y el Acceso a la Información del Consejo General del Instituto Federal Electoral, y su control jurisdiccional por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.

i) Con independencia de lo anterior, es importante advertir que en el mismo texto del artículo 59, en relación con el 61, párrafos primero y segundo, fracción V, de la ley federal de transparencia invocada, objetivamente, se hace referencia al derecho de los particulares para impugnar las decisiones recaídas en el correspondiente recurso de revisión ante el Poder Judicial de la Federación, lo cual, en caso de que de dicha ley y lo previsto en los artículos 14 y 17 constitucionales se pretendiera desprender un principio por el cual se postulara que impera el control jurisdiccional de la constitucionalidad y legalidad de los actos y resoluciones en materia de transparencia y acceso a la información pública, no excluye la procedencia del juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano contra los actos y resoluciones de un organismo constitucional público autónomo, dotado de autoridad, como el Instituto Federal Electoral, ya que, en todo caso, en dicho precepto legal se menciona expresamente al "Poder Judicial de la Federación", en tanto que el competente para resolver dicho juicio para la protección es este Tribunal Electoral (a través de su Sala Superior), que también es parte de dicho poder.

ii) Al admitir la procedencia de uno de los medios de impugnación que corresponde conocer al Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación se realiza una interpretación conforme con la Constitución federal, ya que, por una parte, da vigencia al derecho a la administración e impartición de justicia o tutela judicial efectiva que, en favor de las personas y de manera general, se establece en los artículos 14 y 17 de la Constitución federal, así como 2°, párrafo 3, y 14, párrafo 1, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y 8°, párrafo 1, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y, por la otra, preserva el carácter especializado de la jurisdicción constitucional electoral a cargo del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación para conocer de impugnaciones en contra de actos y resoluciones material y formalmente electorales y, en forma integral, de los emanados de las autoridades del Instituto Federal Electoral, en los términos del artículo 99 de la propia Constitución federal; además, se evita correr el riesgo de dejar al promovente en estado de indefensión ante un acto de autoridad electoral, teniendo presente lo prescrito en el artículo 73, fracción VII, de la Ley de Amparo, en el sentido de que "El juicio de amparo es improcedente … Contra las resoluciones o declaraciones de los organismos y autoridades en materia electoral".Al respecto, debe tenerse presente que el artículo 3°, párrafo 1, inciso a), de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral establece que el correspondiente sistema de medios de impugnación tiene por objeto "Que todos los actos y resoluciones de las autoridades electorales se sujeten invariablemente, según corresponda, a los principios de constitucionalidad y legalidad"; en este sentido, deben destacarse los términos "todos" e "invariablemente", lo cual subraya el carácter integral del sistema de medios de impugnación en materia electoral que, como aduce el ahora actor, no reconoce vacíos que atentan contra el Estado constitucional democrático de derecho, en el entendido de que la impugnación jurisdiccional de todos los actos de las autoridades del Instituto Federal Electoral, con base en los preceptos constitucionales y legales invocados, debe ser resuelta por el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación a fin de asegurar que aquéllos se ajusten invariablemente a los principios de constitucionalidad y legalidad.

iii) El Tribunal Electoral no tiene una competencia en materia de decisión definitiva e inatacable de medios de impugnación en materia electoral que sea de numerus clausus o esté limitativamente circunscrita a los supuestos expresos que se prevén en las primeras ocho fracciones del párrafo cuarto del artículo 99 de la Constitución federal, ya que en la fracción IX de ese mismo precepto constitucional, como se apuntó, se dispone que al referido órgano jurisdiccional le corresponde resolver, entre otras impugnaciones, "IX. Las demás que señale la ley"; es decir, el Tribunal Electoral tiene la facultad para conocer, en tanto máxima autoridad jurisdiccional en la materia, con la salvedad de las acciones de inconstitucionalidad contra leyes electorales que son competencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de los demás asuntos que se prevén en la legislación secundaria federal (como lo es, atendiendo a la interpretación sistemática y funcional de las disposiciones constitucionales y legales invocadas en el primer párrafo de este considerando, la impugnación jurisdiccional en contra de la resolución recaída en el recurso de revisión previsto en los artículos 61, párrafos primero y segundo, fracción V, en relación con el 11, 49 y 59 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental de 2002, mismo que adiciona las hipótesis de procedencia del juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano previstas en los artículos 79 y 80 de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral de 1996).

Finalmente, tampoco es obstáculo para arribar a la conclusión de que existe un nuevo supuesto legal específico de procedencia del juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano, consistente en las presuntas violaciones al derecho político de los ciudadanos de acceso a la información pública en materia electoral, al impugnarse las resoluciones de la autoridad competente del Instituto Federal Electoral recaídas en los recursos de revisión, en los términos de los artículos 99, párrafo cuarto, fracciones III y IX, de la Constitución federal, así como 61, párrafos primero y segundo, fracción V, en relación con el 11, 49 y 59 de la invocada ley federal de transparencia y acceso a la información pública, el que la Suprema Corte de Justicia de la Nación haya ampliado recientemente el derecho a la información a la noción de garantía individual y no circunscribirlo a la de garantía de partidos políticos que originalmente le atribuyó al formar parte de la llamada Reforma Política de mil novecientos noventa y siete, por las razones que se exponen a continuación:

En lo concerniente al derecho a la información consagrado en el artículo 6º in fine de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, adicionado mediante reforma publicada el seis de diciembre de mil novecientos setenta y siete en el Diario Oficial de la Federación, con motivo de la llamada "Reforma política", la Suprema Corte de Justicia de la Nación originalmente estableció que tal derecho constituía una "garantía social", correlativa a la libertad de expresión, y que obligaba al Estado a permitir que los partidos políticos expusieran regularmente sus programas, idearios, plataformas y demás características inherentes a tales institutos políticos mediante los medios masivos de comunicación. Asimismo, estableció que la definición precisa del derecho a la información correspondía a la legislación secundaria y que no se pretendió el establecimiento de una garantía individual consistente en que cualquier gobernado, en el momento que lo estimara oportuno, solicitara y obtuviera de órganos del Estado determinada información. En apoyo a lo anterior véase la tesis 2ª I/92, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, 2ª, Sala, Tomo X, agosto 1992, p. 44, con el rubro: "INFORMACIÓN. DERECHO A LA, ESTABLECIDO POR EL ARTÍCULO 6º DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL".

Posteriormente, la Suprema Corte de Justicia de la Nación amplió los alcances de la mencionada garantía al establecer que el derecho a la información está estrechamente vinculado con el respeto a la verdad y, por lo tanto, tal derecho es básico para el mejoramiento de una conciencia ciudadana que contribuirá a que ésta esté más enterada, lo cual es esencial para el mejoramiento de nuestra sociedad, de modo que si las autoridades públicas entregan a la comunidad una información incompleta, manipulada, condicionada a intereses de grupos o personas, que le impida conocer la verdad para poder participar libremente en la formación de la voluntad general, incurren en una violación grave a las garantías individuales en términos de lo dispuesto en el artículo 97 de la Constitución federal [Tesis LXXXIX/96 visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo III, junio 1996, p. 513, con el rubro GARANTÍAS INDIVIDUALES (DERECHO A LA INFORMACIÓN). VIOLACIÓN GRAVE PREVISTA EN EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 97 CONSTITUCIONAL. LA CONFIGURA EL INTENTO DE LOGRAR LA IMPUNIDAD DE LAS AUTORIDADES QUE ACTÚAN DENTRO DE UNA CULTURA DEL ENGAÑO, DE LA MAQUINACIÓN Y DEL OCULTAMIENTO, POR INFRINGIR EL ARTÍCULO 6º TAMBIÉN CONSTITUCIONAL].

En otros casos resueltos, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha ampliado el alcance del derecho a la información, al considerarlo también como garantía individual, que, como toda garantía, se encuentra sujeta a limitaciones o excepciones basadas, primordialmente, en la protección de la seguridad nacional y en el respeto tanto hacia los intereses de la sociedad como a los derechos de terceros y, bajo estas premisas, el Estado, al estar obligado, como sujeto pasivo de la citada garantía, a velar por los referidos intereses, el derecho a la información no puede ser garantizado en forma ilimitada, sino que el respeto a su ejercicio tiene excepciones que lo regulan y, al mismo tiempo, lo garantizan, según la materia de que se trate; así, respecto de la seguridad nacional, existen normas que restringen el acceso a la información en este ámbito, en virtud de que su conocimiento público puede provocar daños a los intereses nacionales; en lo concerniente al interés social, hay normas que protegen la averiguación de los delitos, la salud y la moral públicas, y respecto de la protección de la persona existen disposiciones que protegen el derecho a la vida o a la privacidad de los gobernados (Tesis P. LX/2000, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Pleno, Tomo XI, abril de 2000, p. 74, con el rubro DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS).

En general, la evolución anterior quedó plasmada en la nueva tesis del Más Alto Tribunal de la República bajo el rubro DERECHO A LA INFORMACIÓN. LA SUPREMA CORTE INTERPRETÓ ORIGINALMENTE EL ARTÍCULO 6° CONSTITUCIONAL COMO GARANTÍA DE PARTIDOS POLÍTICOS, AMPLIANDO POSTERIORMENTE ESE CONCEPTO A GARANTÍA INDIVIDUAL Y A OBLIGACIÓN DEL ESTADO A INFORMAR VERAZMENTE, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XI, abril de 2000, Tesis XLV/2000, página 72.

De lo anterior se desprende que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha destacado la diferencia entre una primera concepción del derecho a la información que sólo obligaba al Estado a permitir que los partidos políticos expusieran ordinariamente sus programas, idearios, plataformas y demás características que les son inherentes a través de los medios masivos de comunicación, y una más amplia que obliga al Estado a informar verazmente y a abstenerse de dar a la comunidad una información incompleta, manipulada o falsa, condicionada a intereses de grupos o personas, so pena de incurrir en una violación grave a las garantías individuales en términos de lo dispuesto en el artículo 97 de la Constitución federal; asimismo, desde la perspectiva del titular del derecho a la información, también se modificó de una concepción que lo circunscribía propiamente a los partidos políticos a otra que lo amplía a toda persona e, incluso, por lo que se refiere al supuesto previsto en el artículo 97 constitucional, a la sociedad en su conjunto, lo cual sin duda ha contribuido a una protección judicial más efectiva del derecho fundamental a la información.

Sin embargo, de las anteriores tesis jurisprudenciales no se desprende algún criterio en el sentido de que el juicio de amparo es el único medio para proteger el referido derecho a la información; incluso, diversas tesis que dieron lugar al cambio de criterio de la Suprema Corte fueron emitidas con motivo del ejercicio de la facultad prevista en el segundo párrafo del artículo 97 constitucional, que ciertamente es un supuesto distinto al del amparo contemplado en los artículos 103 y 107 del mismo ordenamiento y su ley reglamentaria.

En cambio, el hecho de que el presente asunto esté relacionado con el ejercicio del derecho de acceso a la información pública en materia electoral, cuyo titular es cualquier ciudadano y no toda persona o la sociedad en general, en términos del artículo 11, segundo párrafo, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, la cual, según el actor, debe encontrarse en el Instituto Federal Electoral con motivo de los procedimientos de fiscalización a su cargo respecto del uso de los recursos públicos de los partidos políticos; que la resolución combatida sea la emanada de una autoridad del Instituto Federal Electoral con motivo del recurso de revisión interpuesto por un ciudadano por presuntas violaciones a su derecho de acceso a la información pública en materia electoral; que el artículo 99, párrafo cuarto, fracciones III y IX, constitucional establezca que corresponde al Tribunal Electoral resolver, en forma definitiva e inatacable, las impugnaciones de actos y resoluciones de la autoridad electoral federal, así como las demás que señale la ley; que el artículo 73, fracción VII, de la Ley de Amparo, prevea que "El juicio de amparo es improcedente … Contra las resoluciones o declaraciones de los organismos y autoridades en materia electoral"; que el artículo 3°, párrafo 1, inciso a), de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral contemple que el correspondiente sistema de medios de impugnación tiene por objeto "Que todos los actos y resoluciones de las autoridades electorales se sujeten invariablemente, según corresponda, a los principios de constitucionalidad y legalidad"; que este Tribunal Electoral, dado su carácter especializado dentro del Poder Judicial de la Federación y su competencia exclusiva e integral para conocer de impugnaciones jurisdiccionales en contra de los actos de autoridad del Instituto Federal Electoral, se encuentra en mayor aptitud para impartir una justicia completa, así como proteger de manera más efectiva el derecho de los ciudadanos para acceder a la información pública en materia electoral, atendiendo a la interpretación sistemática y funcional de las disposiciones constitucionales y legales invocadas en el primer párrafo de este considerando, además de lo profusamente razonado con anterioridad, esta Sala Superior llega a la conclusión de que es competente para resolver la impugnación jurisdiccional en contra de la resolución recaída en el recurso de revisión previsto en los artículos 61, párrafos primero y segundo, fracción V, en relación con el 11, 49 y 59 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental de 2002, toda vez que se trata de una hipótesis de procedencia del juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano que se adiciona a las previstas en los artículos 79 y 80 de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral de 1996, como se explica con mayor detalle en el siguiente considerando.

SEGUNDO. Por ser su examen de carácter preferente y de orden público, se analizará si es procedente el presente medio de impugnación, pues de configurarse alguna de las causas legales de improcedencia resultaría necesario decretar el desechamiento de plano de la demanda. Ciertamente, de llegar a existir un obstáculo procesal, esto impediría la válida constitución del proceso y, con ello, la posibilidad de pronunciamiento de este órgano jurisdiccional federal sobre la controversia planteada.

En el caso bajo estudio, la autoridad responsable esgrime que el presente medio de impugnación resulta improcedente, en virtud de que las violaciones que aduce el hoy impugnante no constituyen conculcación alguna a sus derechos político-electorales, por lo que, a su juicio, no se cumple con alguna de las hipótesis previstas en el artículo 79, párrafo 1, de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación y, por tanto, el presente juicio debe ser desechado. Además, la autoridad responsable argumenta que la pretensión del recurrente no se constriñe a la restitución de algún derecho político- electoral presuntamente violado de su acervo jurídico, ya que lo que reclama de la autoridad se resume en una supuesta indebida fundamentación de la negativa a la información que realizó la Comisión para la Transparencia y Acceso a la Información del Instituto Federal Electoral y que al resolver la responsable realizó una interpretación inadecuada del artículo 11 de la ley de referencia.

Esta Sala Superior considera que la causa de improcedencia invocada por la autoridad responsable resulta inatendible, con base en las siguientes razones:

Como se razonó en el considerando que antecede, con base en lo dispuesto en los artículos 99, párrafos primero y cuarto, fracciones III y IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los artículos 61, párrafos primero y segundo, fracción V, en relación con el 11, 49 y 59, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental de 2002, adicionaron un supuesto legal específico de procedencia a las hipótesis del juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano previstas en los artículos 79 y 80 de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral de 1996, consistente en las presuntas violaciones al derecho político de los ciudadanos de acceso a la información pública en materia electoral, al impugnarse jurisdiccionalmente la resolución de la Comisión para la Transparencia y Acceso a la Información del Consejo General del Instituto Federal Electoral recaída en el recurso de revisión que el ahora actor interpuso en contra de la negativa de acceso a la información pública o inexistencia de los documentos que había solicitado ante otro órgano del Instituto Federal Electoral, en los términos de la referida Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental.

Las razones que se advierten para establecer la procedencia del juicio para la protección de los derechos político electorales del ciudadano, a fin de controlar la constitucionalidad y legalidad de las decisiones de la Comisión para la Transparencia y el Acceso a la Información del Consejo General del Instituto Federal Electoral, relacionadas con el derecho de acceso a la información en materia electoral del ciudadano ahora actor, son las siguientes:

a) El actor, Arturo Zárate Vite, promueve, por sí mismo y en forma individual, con la calidad de ciudadano mexicano y tal calidad no está controvertida por la autoridad responsable, por lo que debe considerarse que la misma tampoco es objeto de prueba, en términos de lo previsto en el artículo 15, párrafo 1, de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, en el entendido de que no obra en autos indicio alguno que la desvirtúe.

Esta calidad de ciudadano, prima facie, permite considerar que el actor está legitimado para promover el juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano y, como se verá, éste es la vía idónea para que el promovente controvierta un acto material y formalmente electoral que afecta su derecho sustantivo de acceso a la información pública en materia electoral, en el entendido de que el ahora actor, desde su primera solicitud dirigida al Instituto Federal Electoral para acceder a la información relativa al uso de los recursos públicos de los partidos políticos, cuya resolución recaída en el recurso de revisión interno ahora se impugna, la fundó en el artículo 11, segundo párrafo, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en tanto que los únicos legitimados para promover tal solicitud según dicho precepto son los ciudadanos.

b) La resolución impugnada es la recaída en el recurso de revisión con número de expediente CCTAI-REV-002/04, la cual fue emitida el doce de mayo de dos mil cuatro por la Comisión para la Transparencia y Acceso a la Información del Consejo General del Instituto Federal Electoral, en la que se declara infundado el recurso, así como confirma la resolución recurrida del veinticuatro de febrero del año en curso y que fue emitida por el Comité de Información del Instituto Federal Electoral, misma que, según el actor, viola disposiciones constitucionales y legales en tanto que le vulnera su derecho político de acceso a la información pública en materia electoral, la cual supuestamente debería tener el organismo público autónomo encargado de la función estatal de organizar las elecciones federales y que se encuentra relacionada con los informes presentados al Instituto Federal Electoral por diversos partidos políticos nacionales antes de que perdieran su registro, así como las verificaciones que al efecto ordenó la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas en el procedimiento de fiscalización respectivo.

La resolución en cuestión puede considerarse como un acto formalmente electoral, ya que fue emitida por una comisión del Consejo General del Instituto Federal Electoral, la cual fue establecida para el desempeño de sus atribuciones constitucionales y legales, en términos de lo previsto en el artículo 80, párrafo 1, del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales y con base en el Acuerdo del Consejo General por el que se aprueba el Reglamento del Instituto Federal Electoral en Materia de Transparencia y Acceso a la Información Pública, publicado en el Diario Oficial de la Federación de 9 de junio de 2003. La validez de esta aserción está corroborada por el reconocimiento constitucional que se hace en favor del Instituto Federal Electoral como organismo público autónomo y autoridad en la organización de las elecciones federales, esto es, como autoridad electoral (artículo 41, párrafo segundo, fracción III, primero y tercer párrafos). Además, el mismo instituto, en forma integral y directa, tiene a su cargo las actividades que se determinen en la ley, en forma adicional a las que se prevén constitucionalmente (artículo 41, párrafo segundo, fracciones II, tercer párrafo, y III, octavo párrafo), como expresamente ocurre con los derechos y prerrogativas de las agrupaciones y de los partidos políticos, así como los procedimientos para el control y vigilancia del origen y uso de todos los recursos con que cuenten los partidos políticos nacionales (como se desarrolla, principalmente, en los artículos 49, párrafos 5 y 6; 49-A; 49-B; 68; 73, y 80, párrafo 1, del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales).

De esta manera, si desde el mismo texto constitucional se admite que a cargo del Instituto Federal Electoral, en forma integral y directa, queden otro tipo de atribuciones que se le sumen a través de la legislación secundaria, entonces resulta válido considerar que lo previsto en el artículo 11 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental está referido a facultades administrativo-electorales. Efectivamente, en dicha disposición legal, por una parte, se prevé la obligación del propio Instituto de hacer públicos los informes que presenten los partidos políticos y las agrupaciones políticas nacionales a tal autoridad, incluidas las auditorías y verificaciones que ordene la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas, así como, por la otra, una obligación distinta de atender las solicitudes que se le formulen por los ciudadanos sobre la información relativa al uso de los recursos públicos que reciban los partidos políticos y las agrupaciones políticas nacionales. Adicionalmente, en términos del artículo 61, párrafos primero y segundo, fracción V, en relación con el 59, de la propia ley federal de transparencia, también se confiere al órgano competente del Instituto Federal Electoral resolver los recursos de revisión que se interpongan en contra de la negativa de acceso a la información en materia electoral.

Ciertamente, el criterio formal por el cual se atiende al carácter jurídico de cierto órgano para establecer si sus actos deben reputarse como administrativos, judiciales o legislativos, en el presente asunto lleva a concluir que la resolución de la Comisión para la Transparencia y Acceso a la Información del Consejo General del Instituto Federal Electoral, como se anticipó, constituye un acto de autoridad de naturaleza administrativo-electoral del propio organismo público autónomo encargado de organizar las elecciones federales, susceptible de ser combatido a través del presente medio de impugnación, en tanto que emana de un órgano público, en ejercicio de facultades legales y reglamentarias regidas por el derecho público, a través de las cuales impone unilateralmente su voluntad en relaciones de supra a subordinación frente al ciudadano ahora actor, afectando la esfera jurídica del propio ciudadano.

Asimismo, la resolución de la Comisión para la Transparencia y Acceso a la Información del Consejo General del Instituto Federal Electoral que recayó al recurso de revisión, la cual ahora es motivo del presente juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano, es un acto materialmente electoral, puesto que, además, está referido a la confirmación de una decisión de la Unidad de Enlace del propio Instituto Federal Electoral en la cual se establece, como lo advirtió el Director Ejecutivo de Prerrogativas y Partidos Políticos, que era inexistente la información solicitada por el ciudadano relativa a los ingresos mensuales de quienes integraban los comités ejecutivos nacionales, especialmente los presidentes y los secretarios, de ciertos partidos políticos que habían perdido su registro como tales, y, en consecuencia, también era material y jurídicamente imposible atender dicha solicitud, máxime si se consideraba que las etapas del proceso de fiscalización están sub iudice por lo que "el aceso a la información está reservado".

 

Como se advierte de lo reseñado en el párrafo precedente, la naturaleza materialmente electoral del acto impugnado está dada porque se trata de:

i) Decisiones de órganos y funcionarios electorales en el ejercicio de sus atribuciones legales: Comisión del Consejo en Materia de Transparencia y Acceso a la Información, Unidad de Enlace y Director Ejecutivo de Prerrogativas y Partidos Políticos, todos del Instituto Federal Electoral, el cual, a su vez, según se anticipó, es autoridad en la materia y responsable de la organización de las elecciones federales, que tiene a su cargo, en forma integral y directa, ciertas atribuciones previstas constitucionalmente, así como en el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales y la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental.

ii) Una resolución vinculada con el derecho político de un ciudadano de acceder a información pública en materia electoral, además de tratarse de información que, según el actor, debe encontrarse en el Instituto Federal Electoral o, al menos, a disposición del propio Instituto.

iii) Una solicitud de acceso a la información que está relacionada con el ejercicio de una de las prerrogativas de los partidos políticos, es decir, uno de los destinos que se dio al financiamiento público en materia de ingresos mensuales de quienes integraban los comités ejecutivos nacionales de tales partidos políticos.

iv) La impugnación jurisdiccional de una resolución administrativa por la que se niega el acceso a la información cuya motivación tiene su origen en ciertas decisiones de los propios partidos políticos nacionales y las correlativas determinaciones de la autoridad electoral asumidas en uno de los procedimientos para el control y vigilancia del origen y uso que se da a los recursos con que cuentan los partidos políticos nacionales, así como el estado que guarda dicho procedimiento: La decisión de un partido político de que la revisión de su documentación por el personal comisionado del Instituto Federal Electoral se haga en las oficinas del partido político; la determinación correlativa de la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas, durante la revisión de los informes anuales en que se reportan ingresos totales y gastos ordinarios de los partidos políticos nacionales, en el ejercicio pasado objeto del informe, especialmente en cuanto a uno de los gastos ordinarios de los partidos políticos, mismo que corresponde al rubro de servicios personales, y la reserva del acceso a la información de los propios informes, así como las auditorías y verificaciones cuando está pendiente la conclusión del procedimiento respectivo.

v) El ciudadano promovente, en su demanda, aduce que del artículo 11 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental deriva la obligación del propio Instituto de hacer públicos los informes que presenten los partidos políticos y las agrupaciones políticas nacionales a tal autoridad, incluidas las auditorías y verificaciones que ordene la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas, así como una obligación distinta de atender las solicitudes que se le formulen por los ciudadanos sobre la información relativa al uso de los recursos públicos que reciban los partidos políticos y las agrupaciones políticas nacionales.

c) En efecto, una vez demostrada en el considerando que antecede la competencia del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación para resolver el medio de impugnación bajo conocimiento, cabe señalar por qué no sería idóneo cualquier otro de los previstos en la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral:

i) El recurso de revisión están legitimados los partidos políticos y las agrupaciones políticas nacionales [artículo 35, párrafo 3, en relación con el 40, párrafo 1, inciso b), de la ley adjetiva electoral federal], además de que se trata de un medio de impugnación de naturaleza administrativa (competencia de alguno de los órganos del Instituto Federal Electoral) mas no jurisdiccional (competencia de este Tribunal Electoral);

ii) El recurso de apelación están legitimados los partidos políticos y las agrupaciones políticas nacionales, así como, sólo en caso de imposición de sanciones, además de los mencionados, los ciudadanos, las organizaciones o agrupaciones de ciudadanos y las personas físicas o morales (artículo 45 de la ley procesal de referencia);

iii) El juicio de inconformidad están legitimados los partidos políticos y los ciudadanos, exclusivamente, en caso de que por motivos de inelegibilidad no se les otorgue la constancia respectiva (artículo 54 de la ley invocada);

iv) El recurso de reconsideración están legitimados los partidos políticos y los candidatos, únicamente, para impugnar la sentencia de una Sala Regional del Tribunal Electoral y para ciertos supuestos (artículo 65, párrafos 1 y 2 de la propia Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral);

v) El juicio de revisión constitucional electoral están legitimados los partidos políticos para combatir ciertos actos y resoluciones de las autoridades electorales locales (artículo 88 del ordenamiento procesal ya indicado), y

vi) El juicio para dirimir los conflictos o diferencias laborales de los servidores del Instituto Federal Electoral sólo están legitimados los correspondientes servidores (artículo 94, párrafo 1, del ordenamiento señalado).

De esta forma, se evidencia que es el juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano el medio en el cual están legitimados los ciudadanos para impugnar las determinaciones que se adopten por el Instituto Federal Electoral en materia de transparencia y acceso a la información pública.

d) No debe entenderse que sea un obstáculo para arribar a la anterior conclusión, la circunstancia de que en el artículo 79 de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral se establezca que dicho juicio es procedente cuando el ciudadano haga valer presuntas violaciones a sus derechos de votar y ser votado en las elecciones populares, de asociarse individual y libremente para tomar parte en forma pacífica en los asuntos políticos y de afiliarse libre e individualmente a los partidos políticos, sin que se mencione expresamente al derecho de acceso a la información pública en materia electoral, porque, como se señaló, con base en lo dispuesto en el artículo 99, párrafo cuarto, fracción IX, constitucional, fue el legislador ordinario quien con posterioridad, a través de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, adicionó a los previstos en la ley procesal electoral el supuesto relativo a las resoluciones recaídas en el recurso de revisión con motivo de la negativa de acceso a la información en materia electoral por parte de la Comisión para la Transparencia y Acceso a la Información del Consejo General del Instituto Federal Electoral. Además, los supuestos de procedencia previstos en el invocado artículo 79 de la ley procesal electoral son tan amplios que guardan una mayor afinidad con el derecho a la información que deriva del artículo 6° constitucional, en relación con el 11, 49, 59 y 61, párrafos primero y segundo, fracción V, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental.

Esto es, en el artículo 99, párrafo cuarto, constitucional no se establecen todos los supuestos de procedencia de los medios de impugnación de que conoce el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación porque cabe la posibilidad de que el legislador ordinario federal le atribuya al Tribunal Electoral la competencia de conocer de otros mediante diversas reformas constitucionales o legales (como lo permite la fracción IX del mismo párrafo cuarto del artículo 99 constitucional). Asimismo, de la interpretación sistemática de lo dispuesto en el invocado artículo 99 constitucional y en la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral se desprende que no necesariamente cada fracción del párrafo cuarto de aquel precepto constitucional corresponde a algún medio específico de los previstos en la invocada ley procesal electoral, toda vez que, por ejemplo, respecto de las impugnaciones en las elecciones federales de diputados y senadores, dependiendo de la etapa en que se presenten, pueden consistir en recursos de revisión o apelación, o bien, juicio de inconformidad o recurso de reconsideración, si son promovidos por partidos políticos, en el entendido de que también los ciudadanos pueden promover, en ciertos supuestos, el correspondiente juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano para combatir determinados actos relacionados con dichas elecciones federales de diputados y senadores. Por tanto, no existe impedimento alguno para estimar como procedente el juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano con fundamento en las fracciones III y IX del párrafo cuarto del artículo 99 constitucional y las demás disposiciones legales invocadas, como se ha sostenido a lo largo de lo razonado en los considerandos primero y segundo de este fallo.

e) Con una conclusión como la precedente, se realiza una interpretación conforme con la Constitución federal, al reconocer que ante una decisión o acto de autoridad material y formalmente electoral, procede un medio de impugnación que permite el control jurisdiccional de la constitucionalidad y legalidad por el Tribunal Electoral, en tanto máxima autoridad jurisdiccional en la materia (con la salvedad de las acciones de inconstitucionalidad contra leyes electorales competencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación) y órgano especializado del Poder Judicial de la Federación, proscribiéndose el riesgo de que, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 73, fracción VI, de la Ley de Amparo, se considere improcedente el juicio de amparo, dejando sin posibilidad de que se tutele judicialmente un derecho fundamental del ciudadano que sea afectado por una autoridad electoral.

f) Además, debe tenerse en cuenta, como ya se desarrolló, que la resolución reclamada es un acto administrativo-electoral de una autoridad electoral federal que afecta el derecho político de un ciudadano para acceder a la información pública en materia electoral, además de que el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación es la máxima autoridad en materia electoral, salvo en lo que respecta a las acciones de inconstitucionalidad, correspondiéndole resolver, de manera definitiva e inatacable, de impugnaciones en contra de actos y resoluciones electorales, en el entendido de que en el ordenamiento jurídico mexicano impera un sistema integral y especializado para el control jurisdiccional de la constitucionalidad y legalidad de tales actos y resoluciones en materia electoral.

Sirve de apoyo a lo anterior, la ratio essendi de la tesis de jurisprudencia número S3ELJ.58/2002, consultable en las páginas 58-59 de la Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2002, tomo jurisprudencia, cuyo rubro y texto son del tenor siguiente:

DERECHO A LA INFORMACIÓN EN MATERIA POLÍTICO-ELECTORAL. ALCANCES JURÍDICOS DE LA PRERROGATIVA DE LOS CIUDADANOS PARA CONOCER DATOS QUE OBREN EN LOS REGISTROS PÚBLICOS RELATIVOS A LOS PARTIDOS POLÍTICOS, publicado en la Compilación Oficial jurisprudencia y tesis relevantes 1997-2002, del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, páginas 58 a 61.—Con fundamento en los artículos 6o., in fine; 9o., primer párrafo; 35, fracción III; 40; 41, fracción I, segundo párrafo, in fine, y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 19, párrafo 2, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y 13, párrafo 1, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, así como 93, párrafo 1, inciso i), del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, en relación con el 27, párrafo 1, incisos b) y c); 38, párrafo 1, incisos a) y m), y 135, párrafo 3, del propio código, todo ciudadano mexicano, como parte de su derecho fundamental de asociación política, en particular, el de afiliación político-electoral, tiene derecho a conocer la información contenida en los registros públicos relativos a los partidos políticos, con las limitaciones inherentes, entre las que se comprende la relativa al registro de los órganos directivos nacional y estatales de los correspondientes partidos políticos nacionales, así como de la información o documentación que soporte dicho registro y se relacione con los procedimientos seguidos para la integración y renovación de tales órganos directivos. Lo anterior encuentra su razón de ser en el deber del Estado de garantizar el derecho fundamental a la información; en la obligación legal de los partidos políticos nacionales de comunicar dicha información oportunamente a la Dirección Ejecutiva de Partidos y Prerrogativas Políticas del Instituto Federal Electoral y en la naturaleza pública del respectivo registro a cargo de un organismo público autónomo con motivo de la información correspondiente a partidos políticos cuyo status constitucional es el de entidades de interés público, máxime que, a diferencia de lo legalmente previsto respecto del Registro Federal de Electores, en el mencionado código electoral no se establece que el correspondiente libro de registro de los integrantes de los órganos directivos de los partidos políticos a cargo del citado instituto tenga carácter confidencial y, por otra parte, en el hecho de que un ciudadano debe contar con dicha información básica de los partidos políticos, pues esto constituye, sin duda, un prerrequisito para ejercer de manera efectiva su libertad de asociación política y, en particular, de afiliación político-electoral, con el objeto de que pueda decidir libremente afiliarse o no a determinado partido político, conservar o ratificar su afiliación o, incluso, desafiliarse. Esto es así, en razón de que un cabal y responsable ejercicio de los derechos fundamentales de libre asociación política y de afiliación político-electoral supone tener una información adecuada acerca de los partidos políticos por parte de los ciudadanos, incluidos los afiliados o miembros y militantes de los partidos políticos, pues de lo contrario se estarían prohijando ciudadanos desinformados, en particular, carentes de información básica acerca de los partidos políticos a los que pretendan afiliarse o en los que militen y, por lo tanto, sin estar en aptitud de tomar una decisión suficientemente informada, lo que iría en detrimento del fin primordial de los partidos políticos asignado constitucionalmente, consistente en promover la participación del pueblo en la vida democrática, el cual no sería atendido con ciudadanos o militantes desconocedores de las actividades de los partidos políticos que les conciernan. No obstante, el derecho a la información se halla sujeto a limitaciones o excepciones basadas, primordialmente, en la protección de la seguridad nacional y en el respeto tanto hacia los intereses de la sociedad como a los derechos de terceros y, bajo estas premisas, el Estado, al estar obligado como sujeto pasivo de la citada garantía, a velar por los referidos intereses, el derecho a la información, según deriva de las disposiciones citadas, no puede ser garantizado en forma ilimitada. Al respecto, es preciso acotar que el conocimiento público de los aspectos básicos de un partido político, como el relativo a los integrantes de sus órganos directivos o los procedimientos para la integración o renovación de los mismos, no podría generar daños a los intereses nacionales ni afectar los intereses de la sociedad; antes, al contrario, los ciudadanos están interesados en conocer esos aspectos básicos de los partidos políticos, en tanto entidades de interés público. No obstante, hay cierta información acerca de los partidos políticos y de sus miembros o afiliados que debe estar necesariamente restringida, ya que su conocimiento público podría afectar los derechos de tercero, como podría ocurrir con los datos personales de los afiliados o miembros del partido. En consecuencia, en principio, la información acerca de los partidos políticos debe ser pública, salvo la información que se considere confidencial o restringida, así como la que pueda vulnerar derechos de tercero.

No escapa a este órgano jurisdiccional que en casos anteriores se ha considerado la procedencia del juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano para combatir la negativa de acceso a la información en materia electoral, por estimar que la posible violación del correspondiente derecho de información del ciudadano actor se encontraba íntimamente vinculada con el pleno ejercicio de los derechos político-electorales fundamentales de votar, ser votado, de asociación y de afiliación, lo cual resulta jurídicamente justificado; sin embargo, atendiendo a las razones que se han plasmado en los considerandos primero y segundo de este fallo, la interpretación sistemática y funcional de lo dispuesto en los artículos 99, párrafos primero y cuarto, fracciones III y IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con el 41, párrafo segundo, fracción IV, de la propia Constitución federal, así como 49, párrafos 5 y 6; 49-A; 49-B; 68; 73, y 80, párrafo 1, del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, y 11, 49, 59 y 61, párrafos primero y segundo, fracción V, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental; 186, fracción III, inciso a), y 189, fracción I, inciso f), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, así como 79, 80 y 83, párrafo 1, inciso b), fracción II, de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, permite concluir jurídicamente la procedencia directa del juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano para combatir toda resolución de una autoridad del Instituto Federal Electoral recaída en algún recurso de revisión relacionado con la presunta violación de normas constitucionales y legales al vulnerarle al ciudadano actor su derecho político de acceso a la información pública en materia electoral, sin requerir la acreditación adicional de su posible vinculación con la violación de alguno de los derechos político-electorales fundamentales mencionados.

En este sentido, al quedar desestimada la causa de improcedencia hecha valer por la autoridad responsable, este órgano jurisdiccional federal se abocará al estudio de los agravios hechos valer por el actor.

TERCERO. El ciudadano actor manifiesta que la Comisión del Consejo General en Materia de Transparencia y Acceso a la Información, a través de la resolución del doce de mayo de dos mil cuatro, recaída en el recurso de revisión con número de expediente CCTAI-REV-002/04, le agravia porque:

a) La autoridad responsable negó la información solicitada por el ciudadano, ya que consideró que no se actualizaba lo dispuesto en el artículo 42 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, porque aquélla no obraba en sus archivos.

A juicio del mismo ciudadano promovente, la responsable obvió lo establecido en el artículo 11, párrafo segundo, de ese mismo ordenamiento legal, de cuyo texto se desprende que el mecanismo idóneo por el cual cualquier persona puede solicitar información sobre los partidos políticos y las agrupaciones políticas nacionales, es el Instituto Federal Electoral, el cual está obligado o facultado para requerir a los partidos políticos y las agrupaciones políticas la información que se solicite.

Lo anterior, a pesar de que tal obligación o atribución no esté prevista en el Reglamento del Instituto Federal Electoral en materia de Transparencia y Acceso a la Información Pública, el cual, inclusive, puede considerarse como inconstitucional, puesto que la ley está por encima de este último y es reglamentaria de un derecho fundamental socio-político de tercera generación que es acorde con diversos instrumentos internacionales.

b) Los partidos políticos son entidades de interés público que no están excluidos del movimiento de transparencia, por lo cual se confirió al Instituto Federal Electoral la facultad de requerir la información que se solicite al amparo de dicho derecho y, además, cuando la misma es fiscalizada por la autoridad comicial.

c) Según el actor, si bien es cierto que los partidos políticos no son mencionados en el artículo 3°, fracción XIV, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, ello no obsta para que un sujeto directamente obligado, como lo es el Instituto Federal Electoral, asuma su responsabilidad, actúe como autoridad intermedia y requiera la información públicamente relevante que no obre en sus archivos.

La información que solicita el ciudadano, según el propio actor, fue analizada por el Instituto Federal Electoral, como se desprende de la resolución combatida, en la cual se establece que el rubro de servicios personales fue analizado dentro del periodo de revisión correspondiente y, una vez concluido éste, la documentación fue devuelta a los partidos políticos. Esta circunstancia, atendiendo a la obligación de los partidos políticos de conservar la documentación soporte de sus informes por un periodo de cinco años, como se prevé en el Reglamento que establece los lineamientos, formatos, instructivos, catálogo de cuentas y guía contabilizadota aplicable a los partidos políticos nacionales en el registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de sus informes, para el actor, hace evidente que la autoridad responsabilizó a los partidos de la custodia de cierta información que, en principio, forma parte del acervo público, materia de los ejercicios rutinarios de fiscalización y de ahí que sea pública.

Una posición contraria como la que asume la responsable en su resolución, a juicio del actor, por una parte, es absurda porque la posibilidad de contar o no con determinada información generada por los partidos políticos y revisada por el Instituto Federal Electoral, estaría supeditada al hecho de que aquéllos hubieran optado por invitar a los funcionarios electorales a sus oficinas o enviar la documentación correspondiente al propio instituto, y, por la otra, es contraria al artículo 6° constitucional, así como 4° y 6° de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental.

d) La autoridad responsable, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, sostiene que mientras las etapas que componen el procedimiento de fiscalización respectivo no hayan concluido (incluida la etapa jurisdiccional), es decir, estén sub iudice, el acceso a la información correspondiente está reservado. Lo anterior, a juicio del actor, hace que la autoridad responsable incurra en una errada "lectura" de la ley, porque en dicho precepto se reconoce una obligación a cargo de la autoridad (hacer público el procedimiento de fiscalización respectivo), así como un derecho en favor de cualquier ciudadano, para solicitar, al Instituto Federal Electoral, la información relativa al uso de los recursos públicos que reciban los partidos políticos y las agrupaciones políticas nacionales.

De esta forma, según el ciudadano, la obligación de la autoridad, la cual está sujeta a una condición determinada, no debe convertirse en un impedimento para el ciudadano, porque éste no urgió a la autoridad a hacer público el procedimiento de fiscalización, sino para que se le entregue cierta información pública que la autoridad debe requerir a los partidos políticos, por mandato de ley.

Para el actor, la lógica de la autoridad es absurda porque la información no podría requerirse sino hasta meses después de que se hubiere ejercido, esto es, hasta que concluya el procedimiento de fiscalización y cause estado la resolución.

e) El mismo promovente aduce que se está en un supuesto distinto porque solicita información en torno a los ingresos de dirigentes de "Los partidos que perdieron su registro", no acerca de un determinado procedimiento de fiscalización pendiente de concluir, máxime que la pérdida del registro por parte de un partido político no implica la cancelación de las obligaciones a que está sujeto, sobre todo si se considera que tienen la obligación de conservar la documentación de ingresos y egresos por un lapso de cinco años, mismo que aún no se cumple.

Los agravios que se resumen en los incisos precedentes se consideran parcialmente fundados, por las razones que se exponen enseguida:

En efecto, por una parte y según se demostrará, en el caso específico le asiste la razón al ciudadano actor en cuanto a que se le violó su derecho fundamental de acceso a la información pública en materia electoral, toda vez que aun cuando la información solicitada por el ciudadano supuestamente no obrara en los archivos del Instituto Federal Electoral, en virtud de que los entonces partidos políticos nacionales optaron porque los servidores del propio Instituto Federal Electoral acudieran a sus oficinas para realizar las verificaciones a que hubiera lugar como parte del procedimiento de fiscalización respectivo, el órgano competente de este último debió tener presente que, estrictamente, al haber formado parte tal información de dicho procedimiento de fiscalización como se encuentra acreditado en autos, la misma debería constar en los papeles de trabajo utilizados por los servidores del Instituto al realizar tales verificaciones y que sirvieron de soporte a los dictámenes respectivos y, por tanto, ordenar recabarla del área del Instituto donde se encontrara o, en su caso, requerir la multicitada información a las correspondientes organizaciones de ciudadanos que perdieron su registro como partidos políticos nacionales, pues tal circunstancia no las libera de la obligación de conservar la documentación soporte de sus informes durante el periodo de cinco años ni mucho menos propicia que la información correspondiente deje de tener carácter público, en el entendido de que el hecho de que se hubiese impugnado jurisdiccionalmente la resolución recaída en el referido procedimiento de fiscalización no es razón suficiente para clasificar como temporalmente reservada la información concerniente.

Sin embargo, por otra parte y con base en los motivos y fundamentos que se exponen al final de este considerando, deben desestimarse los agravios del actor encaminados a sostener que, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, el Instituto Federal Electoral está facultado para requerir a los partidos políticos y las agrupaciones políticas nacionales cualquier información que les sea solicitada por todo ciudadano y se encuentre relacionada con los recursos públicos que aquéllos reciban, al margen de las atribuciones conferidas al Instituto Federal Electoral en el orden jurídico o con independencia de que tal información no haya sido objeto de algún procedimiento de fiscalización por parte del propio Instituto Federal Electoral, pues en este último supuesto no se estaría en presencia estrictamente de información pública en tanto que el sujeto directamente obligado por la ley invocada es la autoridad electoral federal, en tanto que los partidos políticos y las agrupaciones políticas nacionales sólo deben cumplir con su obligación de informar a esta última en los casos, términos y modalidades previstos constitucional, legal y reglamentariamente, sin que tal obligación quepa ampliarla según la voluntad de cada ciudadano, debiendo armonizarse al efecto el derecho fundamental de los ciudadanos de acceder a la información pública en materia electoral con el derecho fundamental de los partidos políticos nacionales o las organizaciones de ciudadanos que los sucedan a no ser indebidamente molestados en su persona, propiedades o posesiones.

I. Marco jurídico aplicable

Es importante tener presente las siguientes disposiciones constitucionales, internacionales, legales y reglamentarias involucradas en el caso bajo análisis:

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

ARTÍCULO 6°

La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, los derechos de tercero, provoque algún delito o perturbe el orden público; el derecho a la información será garantizado por el Estado.

ARTÍCULO 8°

Los funcionarios y empleados públicos respetarán el ejercicio del derecho de petición, siempre que ésta se formule por escrito, de manera pacífica y respetuosa; pero en materia política sólo podrán hacer uso de ese derecho los ciudadanos de la República. A toda petición deberá recaer un acuerdo escrito de la autoridad a quien se haya dirigido, la cual tiene obligación de hacerlo conocer en breve término al peticionario.

ARTÍCULO 35

Son prerrogativas del ciudadano:

…

V. Ejercer en toda clase de negocios el derecho de petición.

ARTÍCULO 41

...

La renovación de los poderes Legislativo y Ejecutivo se realizará mediante elecciones libres, auténticas y periódicas, conforme a las siguientes bases:

I. Los partidos políticos son entidades de interés público; la ley determinará las formas específicas de su intervención en el proceso electoral. Los partidos políticos nacionales tendrán derecho a participar en las elecciones estatales y municipales.

Los partidos políticos tienen como fin promover la participación del pueblo en la vida democrática, contribuir a la integración de la representación nacional y como organizaciones de ciudadanos, hacer posible el acceso de éstos al ejercicio del poder público, de acuerdo con los programas, principios e ideas que postulan y mediante el sufragio universal, libre, secreto y directo. Sólo los ciudadanos podrán afiliarse libre e individualmente a los partidos políticos;

II. … la ley señalará las reglas a que se sujetará el financiamiento de los partidos políticos y sus campañas electorales …

La ley fijará los criterios para determinar los límites a las erogaciones de los partidos políticos en sus campañas electorales; establecerá los montos máximos que tendrán las aportaciones pecuniarias de sus simpatizantes y los procedimientos para el control y vigilancia del origen y uso de todos los recursos con que cuenten y asimismo, señalará las sanciones que deban imponerse por el incumplimiento de estas disposiciones.

III. La organización de las elecciones es una función estatal que se realiza a través de un organismo público autónomo denominado Instituto Federal Electoral. En el ejercicio de esta función estatal, la certeza, legalidad, independencia, imparcialidad y objetividad serán principios rectores.

El Instituto Federal Electoral será autoridad en la materia, independiente en sus decisiones y funcionamiento y profesional en su desempeño; contará en su estructura con órganos de dirección, ejecutivos, técnicos y de vigilancia.

…

IV. Para garantizar los principios de constitucionalidad y legalidad de los actos y resoluciones electorales, se establecerá un sistema de medios de impugnación en los términos que señalen esta Constitución y la ley. Dicho sistema dará definitividad a las distintas etapas de los procesos electorales y garantizará la protección de los derechos políticos de los ciudadanos de votar, ser votado y de asociación, en los términos del artículo 99 de esta Constitución.

…

ARTÍCULO 99

El Tribunal Electoral será, con excepción de lo dispuesto en la fracción II del artículo 105 de esta Constitución, la máxima autoridad jurisdiccional en la materia y órgano especializado del Poder Judicial de la Federación…

Al Tribunal Electoral le corresponde resolver en forma definitiva e inatacable, en los términos de esta Constitución y según lo disponga la ley, sobre:

...

V. Las impugnaciones de actos y resoluciones que violen los derechos político electorales de los ciudadanos de votar, ser votado y de afiliación libre y pacífica para tomar parte en los asuntos políticos del país, en los términos que señalen esta Constitución y las leyes;

…

CÓDIGO FEDERAL DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES

ARTÍCULO 36

1. Son derechos de los partidos políticos nacionales:

…

c) Disfrutar de las prerrogativas y recibir el financiamiento público en los términos del artículo 41 de la Constitución General de la República y de este Código, para garantizar que los partidos políticos promuevan la participación del pueblo en la vida democrática, contribuyan a la integración de la representación nacional y como organizaciones de ciudadanos, hagan posible el acceso de éstos al ejercicio del poder público, de acuerdo con los programas, principios e ideas que postulen y mediante el sufragio universal, libre, secreto y directo …

ARTÍCULO 38

1. Son obligaciones de los partidos políticos nacionales:

…

k) Permitir la práctica de auditorías y verificaciones que ordene la comisión de consejeros a que se refiere el párrafo 6 del artículo 49 de este Código, así como entregar la documentación que la propia comisión les solicite respecto a sus ingresos y egresos …

ARTÍCULO 49

…

6. Para la revisión de los informes que los partidos políticos y las agrupaciones políticas presenten sobre el origen y destino de sus recursos anuales y de campaña, según corresponda, así como para la vigilancia del manejo de sus recursos, se constituirá la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas. Esta comisión funcionará de manera permanente.

…

ARTÍCULO 49-A

1. Los partidos políticos y las agrupaciones políticas deberán presentar ante la comisión del Instituto Federal Electoral a que se refiere el párrafo 6 del artículo anterior, los informes del origen y monto de los ingresos que reciban por cualquier modalidad de financiamiento, así como su empleo y aplicación, atendiendo a las siguientes reglas:

…

II. En el informe anual serán reportados los ingresos totales y gastos ordinarios que los partidos y las agrupaciones políticas hayan realizado durante el ejercicio objeto del informe.

…

c)… la comisión dispondrá de un plazo de veinte días para elaborar un dictamen consolidado que deberá presentar al Consejo General dentro de los tres días siguientes a su conclusión;

…

g) El Consejo General del Instituto deberá:

…

III. Acordar los mecanismos que considere convenientes para la difusión pública del dictamen y, en su caso, de las resoluciones. En la Gaceta del Instituto Federal Electoral deberán publicarse los informes anuales de los partidos.

…

ARTÍCULO 49-B

1. Para la fiscalización del manejo de los recursos de los partidos políticos y las agrupaciones políticas, así como la recepción, revisión y dictamen a que se refiere el artículo anterior, la comisión prevista en el párrafo 6 del artículo 49 de este Código, contará con el apoyo y soporte de la Dirección Ejecutiva de Prerrogativas y Partidos Políticos del Instituto Federal Electoral, cuyo titular fungirá como secretario técnico de la propia comisión.

2. La comisión tendrá a su cargo, entre otras atribuciones, las siguientes:

…

c) Vigilar que los recursos que sobre el financiamiento ejerzan los partidos políticos y las agrupaciones políticas, se apliquen estricta e invariablemente para las actividades señaladas en la ley;

d) Solicitar a los partidos políticos y a las agrupaciones políticas, cuando lo considere conveniente, rindan informe detallado respecto de sus ingresos y egresos;

e) Revisar los informes que los partidos políticos y las agrupaciones políticas presenten sobre el origen y destino de sus recursos anuales y de campaña, según corresponda;

f) Ordenar, en los términos de los acuerdos del Consejo General, la práctica de auditorías directamente o a través de terceros, a las finanzas de los partidos políticos y las agrupaciones políticas;

g) Ordenar visitas de verificación a los partidos políticos y a las agrupaciones políticas a fin de corroborar el cumplimiento de sus obligaciones y la veracidad de sus informes…

ARTÍCULO 82

1. El Consejo General tiene las siguientes atribuciones:

…

i) Vigilar que en lo relativo a las prerrogativas de los partidos y agrupaciones políticas se actúe con apego a este Código, así como a lo dispuesto en el reglamento que al efecto expida el Consejo General;

LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL

Artículo 11. Los informes que presenten los partidos políticos y las agrupaciones políticas nacionales al Instituto Federal Electoral, así como las auditorias y verificaciones que ordene la Comisión de Fiscalización de los Recursos Públicos de los Partidos y Agrupaciones Políticas, deberán hacerse públicos al concluir el procedimiento de fiscalización respectivo.

Cualquier ciudadano podrá solicitar al Instituto Federal Electoral, la información relativa al uso de los recursos públicos que reciban los partidos políticos y las agrupaciones políticas nacionales.

Artículo 46. Cuando los documentos no se encuentren en los archivos de la unidad administrativa, ésta deberá remitir al Comité de la dependencia o entidad la solicitud de acceso y el oficio en donde lo manifieste. El Comité analizará el caso y tomará las medidas pertinentes para localizar, en la dependencia o entidad, el documento solicitado y resolverá en consecuencia. En caso de no encontrarlo, expedirá una resolución que confirme la inexistencia del documento solicitado y notificará al solicitante, a través de la unidad de enlace, dentro del plazo establecido en el Artículo 44.

CÓDIGO CIVIL FEDERAL

ARTÍCULO 1164. Prescribe en cinco años la obligación de dar cuentas. En igual término prescriben las obligaciones líquidas que resulten de la rendición de cuentas. En el primer caso la prescripción comienza a correr desde el día en que el obligado termina su administración; en el segundo caso, desde el día en que la liquidación es aprobada por los interesados o por la sentencia que cause ejecutoria.

ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL POR EL QUE SE APRUEBA EL REGLAMENTO DEL INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL EN MATERIA DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA

ARTÍCULO 5°

De la información a disposición del público

…

XXII. Los informes que presenten los partidos políticos y las agrupaciones políticas nacionales, así como las auditorias y verificaciones que ordene la Comisión de Fiscalización de los Recursos Públicos de los Partidos y Agrupaciones Políticas, una vez concluido el procedimiento de fiscalización respectivo;

XXIII. Los montos y las personas a quienes se entreguen recursos públicos, así como los informes que dichas personas entreguen sobre el uso y destino de dichos recursos.

ARTÍCULO 6°

De los criterios para clasificar la información

...

2. Podrá clasificarse como información temporalmente reservada:

...

III. Los informes de los partidos políticos y de las agrupaciones políticas nacionales, así como la documentación que sirva como insumo para la elaboración de los dictámenes, que presenten a la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y de las Agrupaciones Políticas donde no haya concluido el procedimiento de fiscalización respectivo.

ARTÍCULO 22

De la notificación de la respuesta

…

6. Cuando la información no se encuentre en los archivos del órgano, éste deberá remitir al Comité la solicitud de acceso y el oficio en donde conste lo manifieste (sic). El Comité analizará el caso y tomará las medidas pertinentes para localizar la información solicitada y resolverá en consecuencia…"

ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL POR EL QUE SE APRUEBA EL REGLAMENTO QUE ESTABLECE LOS LINEAMIENTOS, FORMATOS, INSTRUCTIVOS, CATÁLOGOS DE CUENTAS Y GUÍA CONTABILIZADORA APLICABLES A LOS PARTIDOS POLÍTICOS EN EL REGISTRO DE SUS INGRESOS Y EGRESOS Y EN LA PRESENTACIÓN DE SUS INFORMES

11.1. Los egresos deberán registrarse contablemente y estar soportados con la documentación que expida a nombre del partido político la persona a quien se efectuó el pago. Dicha documentación deberá cumplir con los requisitos que exigen las disposiciones fiscales aplicables…

18.1. La Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas podrá solicitar a los partidos políticos, cuando lo considere conveniente, rindan informe detallado respecto de sus ingresos y egresos.

CAPITULO II. DE LA REVISION DE LOS INFORMES

19.1. La Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas contará con sesenta días para revisar los informes anuales y con ciento veinte días para revisar los informes de campaña presentados por los partidos políticos.

19.2. La Comisión de Fiscalización, a través de su Secretario Técnico, tendrá en todo momento la facultad de solicitar a los órganos responsables de las finanzas de cada partido político que pongan a su disposición la documentación necesaria para comprobar la veracidad de lo reportado en los informes a partir del día siguiente a aquel en el que se hayan presentado los informes anuales y de campaña. Durante el periodo de revisión de los informes, los partidos políticos tendrán la obligación de permitir a la autoridad electoral el acceso a todos los documentos originales que soporten sus ingresos y egresos, así como a su contabilidad, incluidos sus estados financieros…

19.4. Los partidos políticos podrán elegir entre invitar a sus oficinas al personal señalado en el párrafo 5 del presente artículo, o bien enviar la documentación que se les solicite a las oficinas del Secretario Técnico de la Comisión de Fiscalización; con excepción de la documentación señalada en los artículos 16.5 y 17.5 como anexos necesarios de los informes. Los partidos políticos informarán de lo que hayan elegido al Secretario Técnico de la Comisión a más tardar en la fecha de la presentación de sus informes. En caso de que los partidos políticos opten por invitar a sus oficinas al personal comisionado para realizar la revisión correspondiente, deberán poner a su disposición el lugar físico adecuado y facilitar el uso del mobiliario que resulte necesario para el desarrollo de los trabajos de auditoría durante el periodo de su ejecución…

19.6. Del desarrollo de la verificación documental se levantará un acta que firmarán, a su inicio y conclusión, el Secretario Técnico o los responsables de la revisión comisionados por éste y dos testigos designados por el responsable del órgano de finanzas del partido político, o en su ausencia o negativa, dos testigos designados por los responsables de la revisión.

19.7. El personal comisionado por el Secretario Técnico de la Comisión de Fiscalización podrá marcar el reverso de los comprobantes presentados por el partido como soporte documental de sus ingresos y egresos, señalando el ejercicio de revisión en el cual se presentó, la fecha de revisión y su firma. ..

19.8. Durante el procedimiento de revisión de los informes de los partidos políticos, el Secretario Técnico de la Comisión de Fiscalización podrá solicitar por oficio a las personas que hayan extendido comprobantes de ingresos o egresos a los partidos políticos, que confirmen o rectifiquen las operaciones amparadas en dichos comprobantes. De los resultados de dichas prácticas se informará en el dictamen consolidado correspondiente."

CAPITULO III. DE LA ELABORACION DE LOS DICTÁMENES Y SU PRESENTACION AL CONSEJO GENERAL

21.2. El dictamen consolidado deberá ser presentado al Consejo General del Instituto dentro de los tres días siguientes a su conclusión, y deberá contener, por lo menos:

a) Los procedimientos y formas de revisión aplicados;

b) El resultado y las conclusiones de la revisión del informe anual o de los informes de campaña presentados por cada partido político, y de la documentación comprobatoria correspondiente, señalando las aclaraciones y rectificaciones que haya presentado cada partido político después de haber sido notificado con ese fin y la valoración correspondiente;

c) Los resultados de todas las prácticas de auditoría realizadas en relación con lo reportado en los informes; y

d) En su caso, la mención de los errores o irregularidades encontradas en los informes o generadas con motivo de su revisión.

22.3. El Consejo General del Instituto deberá:

…

c) Acordar los mecanismos que considere convenientes para la difusión pública del dictamen y, en su caso, de las resoluciones. En la Gaceta del Instituto Federal Electoral deberán publicarse los informes anuales de los partidos.

26.1. La documentación señalada en este Reglamento como sustento de los ingresos y egresos de los partidos políticos será conservada por estos por el lapso de cinco años contado a partir de la fecha en que se publique en el Diario Oficial de la Federación el dictamen consolidado correspondiente. Dicha documentación deberá mantenerse a disposición de la Comisión de Fiscalización.

28.2. Independientemente de lo dispuesto en el presente Reglamento, los partidos políticos deberán sujetarse a las disposiciones fiscales y de seguridad social que están obligados a cumplir…

I. Violación del derecho fundamental de acceso a la información pública en materia electoral del ciudadano actor en el caso bajo análisis

Son sustancialmente fundados los agravios resumidos en los incisos c), d) y e) de la parte inicial de este considerando, por los cuales, por una parte, el actor sostiene que si bien los partidos políticos no son mencionados en el artículo 3° de la ley federal de transparencia y acceso a la información pública invocada, ello no es obstáculo para que un sujeto directamente obligado, como lo es el Instituto Federal Electoral, asuma su responsabilidad para requerir la información que no obre en sus archivos, pero haya sido objeto de análisis durante el procedimiento de fiscalización de los recursos de los partidos políticos, con motivo de los informes de actividades ordinarias, específicamente el rubro de servicios personales, máxime que los sujetos que tienen la obligación de rendir cuentas (como sucede con las organizaciones de ciudadanos que pierden su registro como partidos políticos nacionales), mientras subsistan, tienen la obligación de conservar la documentación soporte de sus informes, en su caso, por un periodo de cinco años, el cual no se cumple aún, como deriva de lo prescrito en el artículo 1164 del Código Civil Federal, en relación con los artículos 49-A, 49-B, párrafo 2, incisos d), e), f), g), h) e i), del código federal electoral; 30 del Código Fiscal de la Federación y, mutatis mutandi, con el artículo 26.1 del Reglamento que establece los Lineamientos, formatos, instructivos, catálogos de cuentas y guía contabilizadora aplicable a los partidos políticos nacionales en el registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de sus informes, máxime que el ejercicio o disfrute de un derecho fundamental, como lo es el de información, no debe quedar por entero a la disposición de terceros, cuando su satisfacción, en primer término y de manera directa, corre a cargo del sujeto legalmente obligado, como lo es el Instituto Federal Electoral, y de manera indirecta, de los partidos políticos nacionales o de quienes gozaron del estatuto jurídico respectivo por haber sido registrados como tales y posteriormente perdieron sus derechos y prerrogativas mas no todas sus obligaciones por habérseles cancelado el registro correspondiente, en términos de lo prescrito en el artículo 11, párrafo segundo, de la precisada ley de transparencia. Mientras que, por la otra, también le asiste la razón al actor cuando sostiene que es indebido que la responsable sostenga que la información tiene carácter temporalmente reservada, ya que está sub judice el procedimiento de fiscalización, en tanto que están pendiente de resolución diversos medios de impugnación de la resoluciones que recayeron en los procedimientos respectivos.

Como se adelantó y se demuestra enseguida, en el caso específico le asiste la razón al ciudadano actor en cuanto a que se le violó su derecho fundamental de acceso a la información pública en materia electoral, toda vez que aun cuando la información solicitada por el ciudadano supuestamente no obrara en los archivos del Instituto Federal Electoral, en virtud de que los entonces partidos políticos nacionales optaron porque los servidores del propio Instituto Federal Electoral acudieran a sus oficinas para realizar las verificaciones a que hubiera lugar como parte del procedimiento de fiscalización respectivo, el órgano competente de este último debió tener presente que, estrictamente, al haber formado parte tal información de dicho procedimiento de fiscalización como se encuentra acreditado en autos, la misma debería constar en los papeles de trabajo utilizados por los servidores del Instituto al realizar tales verificaciones y que sirvieron de soporte a los dictámenes respectivos y, por tanto, ordenar recabarla del área del Instituto donde se encontrara o, en su caso, requerir la multicitada información a las correspondientes organizaciones de ciudadanos que perdieron su registro como partidos políticos nacionales, pues tal circunstancia no las libera de la obligación de conservar la documentación soporte de sus informes durante el periodo de cinco años ni mucho menos propicia que la información correspondiente deje de tener carácter público, en el entendido de que el hecho de que se hubiese impugnado jurisdiccionalmente la resolución recaída en el referido procedimiento de fiscalización no es razón suficiente para clasificar como temporalmente reservada la información concerniente.

En efecto, haciendo una interpretación sistemática y funcional de las disposiciones transcritas en el apartado I precedente, se desprende que entre los derechos fundamentales de todo individuo se encuentra el derecho a la información, en el entendido de que los artículos 6°, 8° y 35, fracción V, constitucionales, así como 11 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental) confieren exclusivamente a los ciudadanos mexicanos el derecho de acceder a la información pública en materia electoral, a través del Instituto Federal Electoral, particularmente la relacionada con el uso de los recursos públicos de los partidos políticos y agrupaciones políticas nacionales.

Asimismo, el derecho a la información está consagrado en diversos instrumentos internacionales suscritos por el Estado mexicano, en los términos del artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por lo que forman parte del orden jurídico mexicano y, como tales, aplicables en territorio nacional.

En efecto, en el artículo 19, párrafo 2, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos se establece que toda persona tiene derecho a la libertad de expresión y que este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección. Este derecho a la libertad de expresión, en particular, la libertad de información que abarca tres facultades relacionadas entre sí, libertad de buscar, recibir y difundir informaciones, no es una libertad absoluta sino que tiene ciertas limitaciones o restricciones previstas en el propio artículo 19, párrafo 3, del citado pacto, en el cual se establece que el ejercicio del referido derecho entraña deberes y responsabilidades, por lo que puede estar sujeto a ciertas restricciones, que deberán, sin embargo, estar expresamente fijadas en la ley y ser necesarias para: a) Asegurar el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, y b) La protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas.

En el mismo sentido, en el artículo 13, párrafo 1, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos se establece que toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión y que este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección. Las restricciones a este derecho están establecidas en el párrafo 2 del mismo artículo en términos similares a los que establece el instrumento internacional citado en el párrafo precedente.

Si la información es consustancial con la libertad, entonces, para dar vigencia a un Estado constitucional democrático de derecho es necesario contar con cierta información por parte de los titulares de estos derechos.

En congruencia con lo anterior, en el artículo 11, párrafo segundo, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, se estableció un nuevo desarrollo normativo del derecho a la información en favor de los ciudadanos, consistente en la solicitud al Instituto Federal Electoral de la información relativa al uso de los recursos públicos que reciban los partidos políticos y agrupaciones políticas nacionales.

Al respecto, es significativo que la doctrina científica destaque que el principio de publicidad es peculiar de un Estado constitucional democrático de derecho. Así, por ejemplo, Hans Kelsen sostiene que: "La tendencia a desvelar los hechos es típicamente democrática" ("Los fundamentos de la democracia", en Escritos sobre la democracia y el socialismo, Madrid, Debate, 1988, p. 246). En el mismo sentido, Norberto Bobbio sostiene que "...la publicidad de los actos de poder representa el verdadero y propio momento de cambio en la transformación del Estado moderno de Estado absoluto en Estado de derecho" (El futuro de la democracia, México, Fondo de Cultura Económica, 1992, p. 80).

Asimismo, resulta orientador el criterio sostenido por esta Sala Superior en la ejecutoria recaída en el expediente SUP-RAP-020/2000, en la que se establece que las normas que impliquen la restricción de un derecho público subjetivo deben estar previstas en la ley y no derivar de su simple interpretación, ya que las reglas interpretativas que rigen la determinación del sentido y alcances jurídicos de una norma no permiten que se restrinja o haga nugatorio el ejercicio de un derecho fundamental, como lo es el de acceso a la información pública en materia electoral (en tanto que el aspecto en estudio está referido a los ciudadanos mexicanos); por el contrario, toda interpretación y la correlativa aplicación de una norma jurídica deben ampliar sus alcances jurídicos para potenciar su ejercicio, siempre que aquélla esté relacionada con un derecho fundamental, como acontece en el caso bajo estudio.

De acuerdo con lo anterior, en la interpretación y aplicación de la invocada Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, publicada el once de junio de dos mil dos en el Diario Oficial de la Federación, se deben armonizar las obligaciones en materia de transparencia y acceso que corren a cargo de los sujetos obligados con la finalidad que posee la misma ley de proveer lo necesario para garantizar el acceso de toda persona a la información en posesión de los Poderes de la Unión, los órganos constitucionales autónomos y cualquier otra dependencia, entidad u órgano federal, mediante procedimientos sencillos y expeditos; transparentar la gestión pública mediante la difusión de la información que generan los sujetos obligados; garantizar la protección de los datos personales en posesión de los sujetos obligados y la relativa a la seguridad nacional; favorecer la rendición de cuentas a los ciudadanos, de manera que puedan valorar el desempeño de los sujetos obligados; mejorar la organización, clasificación y manejo de los documentos, y contribuir a la democratización de la sociedad mexicana y la plena vigencia del Estado de derecho, en el entendido de que se deberá favorecer el principio de publicidad de la información en posesión de los sujetos obligados, en términos de lo preceptuado en los artículos 1°; 2°; 3°, 4° y 6° de la ley citada.

Por otro lado, como se estableció por esta Sala Superior en la sentencia recaída en el juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano identificado con el expediente SUP-JDC-041/2004, de la exposición de motivos de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental se evidencia que uno de los fines para los cuales fue concebida dicha ley es que la sociedad civil esté también en posibilidad real de fiscalizar los actos del gobierno a través del derecho a la información, en virtud de que la democracia no debe verse simplemente como un mecanismo para elegir a los individuos encargados de realizar las tareas de gobierno sino, más importante aún, como un sistema de rendición de cuentas. Tal finalidad debe incluir a los partidos políticos, ya que conforme se prevé en el artículo 41, fracciones I y II, de la Constitución federal, son entidades de interés público y, básicamente, asociaciones políticas de ciudadanos que preponderantemente reciben financiamiento público, es decir, proveniente del erario público; por consiguiente, no es dable privar o coartar a los ciudadanos de ciertos derechos mínimos o básicos inherentes a su derecho subjetivo público fundamental de contar con cierto tipo de información acerca de los partidos políticos existentes, pues esta información permite además una participación informada, responsable y, por tanto, libre en la materia político-electoral.

En un sistema representativo, no existe duda de que los servidores públicos, particularmente los de elección popular, son responsables frente a la ciudadanía que confió en ellos, por una parte, su representación política, y, por otra, la facultad de decidir sobre los asuntos públicos. El titular de la información en materia electoral es el ciudadano que delegó en los representantes el manejo de los asuntos públicos. De este modo, las democracias constitucionales comparten el reconocimiento del principio de publicidad de los actos de gobierno. Precisamente aquí es donde la publicidad adquiere el rango de mecanismo de control de los actos de gobierno, mediante el cual, en el sistema democrático, se asegura que la divulgación de la información dará lugar al ejercicio responsable del poder en el sentido de rendir permanentemente cuentas frente a la ciudadanía por las decisiones que se toman. De esta rendición de cuentas no pueden sustraerse los partidos políticos nacionales en su calidad de entidades de interés público y por eso se facultó al Instituto Federal Electoral de amplios poderes de vigilancia sobre las actividades de tales instituciones, particularmente en cuanto al uso de los recursos públicos con que cuentan.

Incluso, todos los mecanismos de la democracia participativa serían completamente vacuos y hasta peligrosos si desde el propio Estado no se asegurara un efectivo acceso a la información que permita formar, a nivel de cada ciudadano, un juicio informado acerca de aquellas cuestiones sobre las que permanentemente se le solicite su opinión.

La garantía de acceso a la información es la base para el ejercicio libre y responsable de otros derechos fundamentales. Si un ciudadano no recibe información oportuna, amplia, veraz, actualizada y completa sobre los asuntos que le interesan, no podrá ejercer muchos derechos previstos en la Constitución, como el derecho a una participación libre y democrática en la sociedad y en la vida del país.

Es importante destacar, como se sostuvo en la invocada ejecutoria recaída en el expediente SUP-JDC-041/2004, que el contenido normativo de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en relación con los actos administrativos y de gobierno del Poder Ejecutivo de la Unión, se rige por los siguientes principios:

a) Principio de máxima revelación:

Establece la presunción de que toda la información en poder de los órganos públicos debe ser objeto de revelación y que esta presunción puede obviarse sólo en circunstancias muy restringidas. La "información" incluye todos los registros en poder de los órganos públicos, independientemente de la forma como se archive la información (documentos, cintas magnéticas, registros electrónicos, etc.), su origen (sea producida por el órgano público o por otro ente) y la fecha de producción.

Los órganos públicos tienen la obligación de revelar la información y todas las personas presentes en el territorio del país tienen el derecho consiguiente a recibir información (en el entendido de que el titular del derecho de acceder a la información pública en materia electoral, como se apuntó, es únicamente el ciudadano y, si bien los principios aquí enunciados se refieren, en términos generales, a la información pública en las dependencias y entidades de la administración pública federal, cabría estimarlos aplicables, en esencia, a la información pública que obre en el Instituto Federal Electoral). El ejercicio de este derecho no debe requerir que las personas (o, en su caso, los ciudadanos) demuestren un interés específico en la información. En los casos en que la autoridad pública negare el acceso a la información, le corresponde a aquélla la carga de justificar la negativa en cada etapa de los procedimientos. En otras palabras, la autoridad pública debe demostrar que la información que desea retener está comprendida dentro del alcance del régimen limitado de excepciones, lo cual en la especie no acontece, pues lo que aduce la responsable es que no obra en sus archivos y no es que tal información tenga carácter confidencial.

Se trata con ello de romper con la relación de regla-excepción con que el Estado ha venido manejando el acceso a las informaciones de los actos públicos, y promover reglas de acceso amplias que motiven la participación de la población y la transparencia en el comportamiento de los órganos de gobierno.

Con esto se pretende que la relación entre el Estado y el ciudadano se plantee no como una concesión del poder, sino como un instrumento para instar la preocupación e interés de la ciudadanía por los asuntos que tarde o temprano tendrán consecuencias en su vida.

Además, los órganos públicos deben estar obligados a asignar recursos y atención suficiente para garantizar que el mantenimiento de los registros públicos sea adecuado, y para evitar todo intento de adulterar o alterar de alguna manera los registros, debiendo aplicarse la obligación de la revelación a los propios registros y no sólo a la información en ellos contenida.

b) Principio de obligación de publicación:

Los órganos públicos están obligados a publicar la información que generen en el ejercicio de su mandato, en beneficio de la transparencia.

De este modo, el libre acceso a la información implica no sólo que los órganos públicos accedan a las solicitudes de información, sino también que publiquen, divulguen y transparenten ampliamente los documentos de interés público sustancial.

c) Principio de ámbito limitado de las excepciones:

Las excepciones se establecen con claridad y en forma restringida. Todas las solicitudes individuales de información que se presenten a los órganos públicos deben ser atendidas, a menos que el órgano público pueda demostrar que la información está comprendida dentro del alcance de un régimen restringido de excepciones.

La denegación de la divulgación de información no será justificada a menos que la autoridad demuestre que la información está restringida por una excepción taxativamente expresa en la ley, y que el perjuicio que cause la revelación sea mayor que el interés público en divulgar la información.

d) Principio de gratuidad y mínima formalidad:

Dado que el espíritu de la ley es fomentar de manera amplia el ejercicio de este derecho, se establece que el acceso a la información debe ser gratuito y sólo estarán a cargo del solicitante los costos de reproducción.

La información pública se produce y genera con fondos que provee la ciudadanía; la información que posee el Estado como insumo o producto de las decisiones que toma, se obtiene con fondos surgidos a partir de las contribuciones de sus gobernados, quienes con el pago de los impuestos sostienen el sistema que permite obtener esa información. De ahí que en la medida en que los ciudadanos pagan sus impuestos, la información producida u obtenida con esos fondos debe estar a su absoluta disposición.

Además, debe precisarse que la petición no estará sujeta a más formalidad que la solicitud por escrito y a la identificación del requeriente.

e) Principio de facilidad de acceso:

Todos los órganos públicos estarán obligados a establecer sistemas internos abiertos y accesibles para garantizar el derecho del público a recibir la información. En general, las dependencias deben designar a un individuo responsable de tramitar las solicitudes, subsanar deficiencias en la solicitud y, en general, garantizar el cumplimiento de la ley.

f) Principio de procedencia de la revelación de información:

El régimen de excepciones a la ley de acceso a información es de estricto derecho y no posibilita que otras leyes lo amplíen. En particular, las leyes sobre secreto no deben disponer la ilegalidad de la divulgación de información por parte de servidores públicos cuando la ley federal de transparencia y acceso a la información pública requiere que esa información se revele.

La eficacia de esta ley exige que toda otra legislación sea interpretada en forma congruente con las disposiciones de aquélla. Como consecuencia, las demás disposiciones incongruentes con el principio de publicidad y máxima revelación de la información deben ser enmendadas o derogadas.

g) Principio de protección de los ciudadanos que denuncian conductas ilícitas en la actividad pública:

Como forma de promover la cultura de acceso a la información, no se previene sanción legal alguna contra ciudadanos que divulguen información obtenida sobre conductas ilícitas en la función pública.

En este sentido, si los partidos políticos tienen como uno de sus fines constitucionales promover la participación del pueblo en la vida democrática, este fin no sería atendido con ciudadanos o militantes desconocedores de las actividades de los partidos políticos o de cierta información básica, entre otras, como la relativa al uso de los recursos públicos con que cuentan; los procedimientos para la afiliación libre, individual y pacífica de sus miembros; los derechos y obligaciones de éstos; quiénes integran sus cargos directivos, sueldos y prestaciones de los mismos; conformación de su estructura orgánica, y procedimientos democráticos para la integración y renovación de tales cargos.

Sirve de apoyo a lo anterior, la ratio essendi de la tesis jurisprudencial cuyo rubro es: "DERECHO A LA INFORMACIÓN EN MATERIA POLÍTICO-ELECTORAL. ALCANCES JURÍDICOS DE LA PRERROGATIVA DE LOS CIUDADANOS PARA CONOCER DATOS QUE OBREN EN LOS REGISTROS PÚBLICOS RELATIVOS A LOS PARTIDOS POLÍTICOS".

En consecuencia, todo ciudadano mexicano, en ejercicio de sus derechos político-electorales, tiene la prerrogativa de estar informado sobre determinados aspectos básicos o fundamentales de los partidos políticos, en tanto entidades de interés público (sin que sea obstáculo para lo anterior, como más adelante se profundiza, el que hubieren perdido su registro como partidos políticos nacionales, sobre todo porque el ciudadano, en el caso concreto, está solicitando información sobre aspectos en que los institutos de mérito en esa época sí poseían su registro como partidos políticos, respecto de los cuales éstos se encontraban obligados a informar al Instituto Federal Electoral), máxime que el acceso a la información pública en materia electoral no está condicionado a que el ciudadano motive o justifique su utilización, o bien, demuestre interés alguno, como se establece párrafo último del artículo 40 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental. Sin embargo, este derecho, como se mencionó, tiene límites; no puede estar garantizado en forma irrestricta, por lo que corresponde ahora determinar si la información solicitada por el actor se encuentra dentro de los límites de este derecho, en el entendido de que las limitaciones autorizadas o justificadas pueden provenir, al menos, de los siguientes órdenes: Los intereses nacionales, los intereses de la sociedad y el respeto a los derechos de tercero.

En el caso bajo estudio, el conocimiento público de los aspectos de un partido político, como, por ejemplo, lo relativo al uso o destino que se le dé a los recursos públicos que reciba en cuanto a los ingresos mensuales de quienes integraban los comités ejecutivos nacionales, específicamente del presidente y el secretario, de los partidos políticos que perdieron su registro, no se advierte que podría generar daño alguno a los intereses nacionales; en cambio, se estima que sí podría ocurrir en otro tipo de casos, v. gr., tratándose de información relativa a la seguridad nacional. El conocimiento público de los aspectos básicos de los partidos políticos, como los mencionados, tampoco podría afectar los intereses de la sociedad; antes, por el contrario, los ciudadanos están interesados en conocer esos aspectos básicos de los partidos políticos, en tanto que son entidades de interés público, cuyos ingresos mayoritariamente provienen del erario público como resultado de la recaudación de las contribuciones de los mexicanos.

No obstante, hay cierta información acerca de los partidos políticos y de sus miembros o afiliados que debe estar necesariamente restringida, ya que su conocimiento público podría afectar los derechos de tercero, como podría ocurrir con los datos personales de los afiliados o miembros del partido.

En este sentido, todo ciudadano mexicano, en ejercicio de su derecho de acceso a la información pública en materia electoral, tiene el derecho a estar informado, a través del Instituto Federal Electoral, acerca del uso de los recursos públicos que reciban los partidos políticos y agrupaciones políticas nacionales, quedando comprendidos, entre otros, los ingresos mensuales que perciben sus cuadros directivos, atendiendo también a la facultad de vigilancia sobre los ingresos y egresos de los partidos políticos que lleva a cabo dicho instituto, por conducto de la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas.

Por tanto, en el presente asunto, se debe permitir el acceso a la información pública en materia electoral solicitada por el ciudadano, ya que en el supuesto de que no obre en los archivos del Instituto Federal Electoral sino en los de los entonces partidos políticos nacionales a donde acudieron los servidores del propio Instituto a realizar las correspondientes verificaciones, lo cierto es que tal información debe considerarse que no pierde el carácter de pública y se encuentra a disposición del referido Instituto, al haber sido objeto de verificación durante el procedimiento de fiscalización consistente en la revisión de sus informes de gastos ordinarios, según se encuentra acreditado en autos.

Pues bien, la responsable, al resolver el correspondiente recurso de revisión, consideró que no estaba en condiciones de proporcionar la información requerida, toda vez que en conformidad con lo dispuesto en los artículos 3°, fracción V, y 42 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, así como 4°, párrafo 1, y 21, párrafo 1 del Reglamento del Instituto Federal Electoral en Materia de Acceso a la Información Pública, la información que está obligada a proporcionar es la contenida en los instrumentos que genere, reciba, adquiera, transforme o conserve por cualquier objeto, misma que sus órganos sólo estarán obligados a entregar cuando obre en sus archivos y es la única a la que podrá tener acceso el público solicitante; por consiguiente, sostuvo la responsable, si la misma no se encuentra en dichos registros, la autoridad electoral está material y jurídicamente imposibilitada para hacer entrega de documentación que no se encuentre en su poder; además, consideró que se trataba de un procedimiento sub judice, por lo que en aplicación de lo dispuesto en el Reglamento del Instituto Federal Electoral en Materia de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la información relativa debía considerase temporalmente reservada.

Aunado a lo anterior, la responsable señaló que el Comité de Información aprobó instruir a la Dirección del Secretariado que solicitara nuevamente a la Dirección Ejecutiva de Prerrogativas y Partidos Políticos a fin de que fundara y motivara la inexistencia en sus archivos de la documentación solicitada por el inconforme, ante lo cual tal dirección respondió que, de conformidad con el numeral 19.4 del Reglamento que establece los Lineamientos, Formatos, Instructivos, Catálogos de Cuentas y Guía Contabilizadora aplicable a los Partidos Políticos Nacionales en el Registro de sus Ingresos y Egresos y en la Presentación de sus Informes, existe la facultad para los partidos políticos de optar entre invitar a sus oficinas al personal del Instituto Federal Electoral, o bien, enviar la documentación que se les solicite a las oficinas del Secretario Técnico de la Comisión de Fiscalización, y, al acudir los servidores del Instituto a las oficinas de los partidos políticos, es el motivo por el cual no cuentan con la información requerida por el actor.

Este órgano jurisdiccional considera que la respuesta de la autoridad responsable es contraria a la normativa aplicable, en razón de que pretende fundar su negativa de proporcionar la información solicitada por el ahora actor con base en una inadecuada interpretación de los artículos 3°, fracciones V y IX, y 42 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, así como 4°, párrafo 1; 6°, párrafo 2, fracción II, y 21, párrafo 1, del Acuerdo del Consejo General por el que se Aprueba el Reglamento del Instituto Federal Electoral en Materia de Transparencia y Acceso a la Información Pública, así como los demás relativos que se transcriben en el apartado I de este considerando.

Si bien es cierto, como lo señala la responsable, que de los preceptos invocados no se desprende clara y directamente que dentro de sus facultades está el proporcionar la información solicitada por el actor en el supuesto de que ésta no obre en sus archivos, y también que dentro de la documentación que los partidos políticos tienen obligación de remitir al Instituto Federal Electoral con sus informes anuales y de campaña no se encuentran específicamente detallados los ingresos de sus dirigentes sino tan solo, en general, los gastos ordinarios para su sostenimiento, además de que se encontraba impedido ese órgano federal electoral para requerir a los partidos que proporcionaran alguna información fuera de los supuestos previstos legal y reglamentariamente como parte de los respectivos procedimientos de fiscalización, en razón de que los partidos políticos no forman parte de su estructura orgánica ni dependen de él, puesto que representan entidades jurídicas diversas, a las que la Constitución y las leyes asignan organización y finalidades diferentes, lo cierto es que la fundamentación y motivación que realiza resulta deficiente, al ser parcial e incompleta, como se evidenciará más adelante, ya que ese Instituto Federal Electoral debe necesariamente contar con esa información en alguna de sus áreas, o bien, recabarla directamente por aportación voluntaria de los propios partidos o vía requerimiento, en tanto que tal información, según se encuentra acreditado en autos, formó parte del desarrollo de sus atribuciones de verificación en relación con las tareas de fiscalización que legalmente le corresponden.

De una interpretación sistemática y funcional de las disposiciones transcritas en el apartado I de este considerando se desprende claramente que, en conformidad con los artículos 11, párrafo primero, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, así como 5º, fracción XXII, del Reglamento del Instituto Federal Electoral en Materia de Transparencia y Acceso a la Información Pública, el público tiene acceso no sólo a los informes que presenten los partidos políticos sino a las auditorías y verificaciones que ordene la Comisión de Fiscalización de los Recursos Públicos y Partidos y Agrupaciones Políticas, por lo que no es justificable el argumento esgrimido por la autoridad responsable de que conforme con la facultad que tienen los partidos políticos (establecida en el artículo 19.4 del Reglamento que Establece los Lineamientos, Formatos, Instructivos, Catálogos de Cuentas y Guía Contabilizadora Aplicables a los Partidos Políticos Nacionales en el Registro de sus Ingresos y Egresos y en la Presentación de sus Informes), entre invitar a sus oficinas al personal de la Comisión de Fiscalización para realizar la revisión correspondiente a cada ejercicio, o bien, enviar la documentación que les solicite el Instituto Federal Electoral a las oficinas del Secretario Técnico de dicha comisión, toda vez que la verificación de la información ahora solicitada por el enjuiciante se llevó a cabo en las oficinas de los partidos políticos, la misma supuestamente no se encuentra en los archivos del Instituto Federal Electoral y, por ese motivo, no puede darse a conocer, debido a que sólo pueden proporcionar la que generen, reciban, adquieran, transformen o conserven por cualquier concepto.

Resulta importante señalar que para haber elaborado el dictamen consolidado respectivo, derivado de cada revisión que realiza la multireferida Comisión de Fiscalización, de conformidad con el artículo 19.4 del ordenamiento antes citado, se tiene que levantar un acta de verificación documental, suscrita al inicio y conclusión por los responsables de la revisión comisionados por el Instituto Federal Electoral. Para esta Sala Superior, lo anterior es un hecho notorio porque así deriva de la copia certificada del acta que corre agregada en los autos del juicio SUP-JDC-041/2004, en la que se constata, mediante dos actas distintas (una de inicio y otra de cierre), de la revisión de la contabilidad y de la documentación soporte del informe anual sobre el origen y destino de los recursos de los partidos políticos nacionales correspondiente al ejercicio de dos mil dos, señalándose en esa acta que: "La elaboración del informe de auditoría se realizará en las oficinas de la Comisión de Fiscalización, con base en los papeles de trabajo elaborados por los auditores…"; informe que sirvió de base para que los Consejeros que integran la Comisión de Fiscalización posteriormente elaboraran el dictamen consolidado atinente.

Como se evidencia con lo antes señalado, los papeles de trabajo elaborados por los auditores sirvieron de base para la determinación del contenido del dictamen que presenta la referida Comisión de Fiscalización al Consejo General del Instituto Federal Electoral, mismos que necesariamente comprenden el desglose relativo a los servicios personales que prestan los funcionarios, dirigentes y empleados de los partidos políticos, habiéndose generado estos papeles de trabajo por los auditores que integraron la mencionada Comisión de Fiscalización.

Esto es, el rubro de ‘servicios personales’ fue analizado en las oficinas de cada partido, según lo aseveró la Dirección Ejecutiva de Prerrogativas y Partidos Políticos, la cual afirmó que verificó en las oficinas de los partidos lo que erogan en sueldos de sus integrantes, ya que dentro del catálogo de cuentas marcado con la letra D), del Acuerdo del Consejo General del Instituto Federal Electoral por el que se aprueba el Reglamento que establece los Lineamientos, Formatos, Instructivos, Catálogos de Cuentas y Guía Contabilizadora Aplicables a los Partidos Políticos en el Registro de sus Ingresos y Egresos y en la Presentación de sus Informes, en el título SUB-SUB-CUENTA, identifica como conceptos los números 5200, relativo a los sueldos; 5201, honorarios; 5202, compensaciones, y 5203, reconocimientos por actividades políticas; siendo esto el soporte de la comprobación y posterior aprobación o sanción por el manejo de los recursos con que cuentan tales organizaciones.

Por tanto, si el hoy enjuiciante solicitó al Comité de Información del Instituto Federal Electoral que le proporcionara la información sobre los ingresos mensuales que tienen los presidentes y secretarios nacionales de ciertos "partidos políticos que habían perdido su registro", debe desestimarse el argumento esgrimido por la autoridad responsable en el sentido de que como esa información no se encontraba en posesión del Instituto, entonces, no resultaba material ni jurídicamente posible proporcionársela al entonces ciudadano peticionario.

Es decir, los papeles de trabajo que sirvieron de base para elaborar el dictamen fueron realizados por los auditores de la Comisión de Fiscalización señalada, por lo que aquéllos fueron generados por éstos; además, cabe aclarar que el actor no solicitó listas de nómina, ni los recibos de pago correspondientes sino, únicamente, la información relativa a los ingresos mensuales de quienes integraban los comités ejecutivos nacionales, específicamente de los presidentes y secretarios, de "los partidos políticos nacionales México Posible (PMP), de la Sociedad Nacionalista (PSN), Alianza Social (PAS) y Fuerza Ciudadana (PFC) que perdieron su registro en las pasadas elecciones del año 2003"; información que, como quedó de manifiesto, necesariamente fue del conocimiento y procesada por el Instituto Federal Electoral, ya que, de no contar con ella, hubiese resultado imposible elaborar el dictamen consolidado antes mencionado y, por tanto, conforme con el artículo 11, párrafo segundo, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, cualquier ciudadano tiene derecho a solicitarla.

Por ser información del dominio público, se procedió, conforme con lo ordenado por el Magistrado Instructor a realizar una certificación del cotranscriotntenido de las páginas de internet del Instituto Federal Electoral, ubicadas en la página web con que cuenta este organismo federal electoral en la red informática, precisamente relativa al dictamen consolidado de los entonces partidos políticos nacionales Alianza Social, de la Sociedad Nacionalista, Fuerza Ciudadana y México Posible, que presentó la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas al Consejo General del Instituto Federal Electoral, respecto del rubro de servicios personales del respectivo Comité Ejecutivo Nacional de los entonces partidos políticos mencionados, correspondiente al ejercicio de dos mil dos, en cuyas partes relevantes se establece:

Partido Alianza Social

…

b) Verificación Documental

Como resultado de la revisión del formato "IA" en la parte relativa a Egresos, fue necesario solicitar al partido un conjunto de aclaraciones y rectificaciones que pudieran modificar la presentación del Saldo Final, de los Gastos en Actividades Ordinarias Permanentes. Dichas aclaraciones se describen en los capítulos subsecuentes. En consecuencia, anexo al escrito PAS-SNF/060503-2 de fecha 10 de mayo de 2003, el partido presentó una nueva versión del Informe Anual, que en la parte relativa a Egresos, contiene la información siguiente:

 
	CONCEPTO
	PARCIAL
	IMPORTE
	%

	A) Gastos en Actividades Ordinarias Permanentes
	 
	$76,915,277.37
	89.52

	B) Gastos Efectuados en Campañas Políticas
	 
	0.00
	0.00

	C) Gastos por Actividades Específicas
	 
	9,002,699.00
	10.48

	Educación y Capacitación Política
	$6,550,000.00
	 
	 

	Investigación Socioeconómica y Política
	0.00
	 
	 

	Tareas Editoriales
	2,452,699.00
	 
	 

	D) Transferencia a Campañas Electorales Locales (Art. 10.1)
	 
	0.00
	0.00

	Total
	
	$85,917,976.37
	100.00


 

4.8.3.1 Gastos en Actividades Ordinarias Permanentes

El partido registró la cantidad de $76,915,277.37, por concepto de Actividades Ordinarias Permanentes. A continuación se muestra cómo están integrados los conceptos de este rubro:

 
	CONCEPTO
	CEN
	APOYO A ESTADOS
	TOTAL

	Servicios Personales
	$11,347,661.21
	$22,593,093.85
	$33,940,755.06

	Materiales y Suministros
	1,492,498.27
	3,647,101.17
	5,139,599.44

	Servicios Generales
	9,934,682.56
	20,164,507.10
	30,099,189.66

	Adquisición de Activo Fijo
	1,954,467.88
	2,617,745.89
	4,572,213.77

	Producción de Programas de Radio y T.V.
	170,669.44
	0.00
	170,669.44

	Fundaciones o Institutos de Investigación
	2,854,850.00
	138,000.00
	2,992,850.00

	Total
	$27,754,829.36
	$49,160,448.01
	$76,915,277.37


4.8.3.1.1 Servicios Personales Comité Ejecutivo Nacional

El partido reportó en su contabilidad por concepto de Servicios Personales del Comité Ejecutivo Nacional la suma de $11,347,661.21, integrada por los siguientes rubros:

 

	CONCEPTO
	PARCIAL

	Sueldos
	$4,446,229.81

	Honorarios Profesionales
	4,321,010.71

	Compensación
	1,013,758.21

	Reconocimientos por Actividades Políticas
	1,302,918.71

	IMSS
	122,246.00

	Cursos y Seminarios
	84,987.00

	Aportaciones al Infonavit
	44,113.77

	Impuesto sobre Nóminas
	12,397.00

	Total
	$11,347,661.21


 

Con base en los criterios de revisión establecidos por la Comisión de Fiscalización, el concepto Servicios Personales se revisó por la cantidad de $7,521,815.21, que representa el 66.29% del total de $11,347,661.21 reportado por el partido.

En la Subcuenta "Sueldos", inicialmente se había revisado un monto de $309,791.00 que representaba el 49.38% del total reportado de $627,358.32; sin embargo, derivado de observaciones que la Secretaría Técnica de la Comisión de Fiscalización comunicó al partido mediante oficio No. STCFRPAP/676/03 de fecha 30 de abril de 2003, el partido realizó diversas reclasificaciones, las cuales originaron que el saldo de la subcuenta Sueldos tuviera modificación, quedando en un monto de $4,446,229.81, razón por la cual el porcentaje de revisión en este rubro se incrementó quedando de la siguiente manera:

De la subcuenta "Sueldos", se revisó un monto de $3,942,338.73, que representa el 88.67% del total reportado por el partido de $4,446,229.81. De la revisión efectuada se observó lo siguiente:

En la subcuenta "Sueldos" se observaron registros contables de los cuales no fue localizada la póliza correspondiente, así como sus respectivos comprobantes, por un importe de $309,791.08.

Por lo antes expuesto, se le solicitó al partido que presentara las pólizas citadas, así como su respectiva documentación comprobatoria original con requisitos fiscales, de conformidad con lo señalado en los artículos 11.1, 19.2 y 28.2 del Reglamento de la materia, en relación con lo establecido en el artículo 102 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta.

La solicitud antes citada le fue comunicada al partido mediante oficio No. STCFRPAP/676/03 de fecha 30 de abril de 2003 y recibido por el partido el mismo día. Mediante escrito No. PAS-SNF/060503-2 fecha 10 de mayo de 2003, el partido entregó las pólizas y su respectiva documentación comprobatoria solicitada, la cual de su revisión se observó que es correcta, quedando de esta manera subsanada la observación.

De la subcuenta "Honorarios", se revisó un monto de $1,897,265.00 que representa el 43.91% del total reportado por el partido de $4,321,010.71. De la revisión efectuada se observó lo siguiente:

En la subcuenta "Honorarios" se observaron registros contables de los cuales no fue localizada la póliza correspondiente, así como sus respectivos comprobantes. A continuación se señalan las pólizas en comento:

 

	SUBCUENTA
	REFERENCIA
	IMPORTE

	Honorarios
	PD-52/01/02
	$201,669.14

	Honorarios
	PE-240/02/02
	48,916.52

	Honorarios
	PE-244/04/02
	23,426.59

	Honorarios
	PE-181/06/02
	48,207.67

	Honorarios
	PE-182/06/02
	47,420.54

	Honorarios
	PE-242/10/02
	60,647.06

	Honorarios
	PE-243/10/02
	57,845.28

	Honorarios
	PE-398/12/02
	49,316.97

	Honorarios
	PE-399/12/02
	88,617.24

	Honorarios
	PD-34/09/02
	140,300.00

	Honorarios
	PD-41/11/02
	94,515.00

	Honorarios
	PD-36/12/02
	54,050.00

	Subtotal
	
	$914,932.01


 

Por lo antes expuesto, se le solicitó al partido que presentara las pólizas antes citadas, así como su respectiva documentación comprobatoria original con requisitos fiscales, de conformidad con lo señalado en los artículos 11.1, 19.2 y 28.2 del Reglamento de la materia, en relación con lo establecido en el artículo 102 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta.

...

La solicitud antes citada le fue comunicada al partido mediante oficio No. STCFRPAP/676/03 de fecha 30 de abril de 2003 y recibido por el partido el mismo día.

Mediante escrito No. PAS-SNF/060503-2 fecha 10 de mayo de 2003 el partido entregó las pólizas y documentación comprobatoria solicitada; sin embargo, de su revisión se observó que omitió entregar dos pólizas de diario, así como su documentación soporte respectiva por un importe total de $255,719.14, las cuales se señalan a continuación:

 

	SUBCUENTA
	REFERENCIA
	IMPORTE

	Honorarios
	PD-52/01/02
	$201,669.14

	Honorarios
	PD-36/12/02
	54,050.00

	Subtotal
	 
	$ 255,719.14


 

Por lo antes expuesto, la observación no quedó subsanada por un importe de $255,719.14, al incumplir lo señalado en el artículo 11.1 y 19.2 del reglamento de la materia.

En la subcuenta "Honorarios", se localizaron registros de pólizas que carecían de su respectiva documentación soporte. A continuación se señalan las pólizas observadas:

 

	REFERENCIA
	CONCEPTO
	IMPORTE

	PE-70/12/02
	Gratificación Anual
	$29,333.20

	PE-77/12/02
	Gratificación Anual
	26,666.40

	PE-78/12/02
	Gratificación Anual
	26,666.40

	PE-81/12/02
	Gratificación Anual
	24,000.00

	PE-82/12/02
	Gratificación Anual
	8,000.00

	PE-83/12/02
	Gratificación Anual
	13,333.20

	PE-84/12/02
	Gratificación Anual
	29,333.20

	PE-85/12/02
	Gratificación Anual
	24,000.00

	PE-86/12/02
	Gratificación Anual
	18,666.40

	PE-89/12/02
	Gratificación Anual
	26,666.40

	PE-93/12/02
	Gratificación Anual
	16,000.00

	PE-95/12/02
	Gratificación Anual
	23,333.20

	PE-97/12/02
	Gratificación Anual
	60,000.00

	PE-101/12/02
	Gratificación Anual
	12,000.00

	PE-102/12/02
	Gratificación Anual
	23,333.20

	PE-103/12/02
	Gratificación Anual
	10,666.40

	PE-117/12/02
	Gratificación Anual
	11,035.78

	PE-131/12/02
	Gratificación Anual
	11,035.78

	PE-143/12/02
	Gratificación Anual
	27,039.78

	PE-218/12/02
	Gratificación Anual
	14,081.59

	PE-221/12/02
	Gratificación Anual
	17,043.67

	PE-222/12/02
	Gratificación Anual
	24,914.87

	PE-223/12/02
	Gratificación Anual
	47,165.54

	PE-224/12/02
	Gratificación Anual
	9,208.01

	PE-225/12/02
	Gratificación Anual
	96,745.00

	PE-300/12/02
	Gastos a comprobar
	106,418.02

	Total
	 
	$736,686.04


 

Por lo antes expuesto, se le solicitó al partido que presentara las pólizas antes señaladas con su respectiva documentación comprobatoria original con requisitos fiscales que soportaran los registros contables efectuados. Lo anterior, de conformidad con lo dispuesto en los citados artículos 11.1, 19.2 y 28.2 del Reglamento de mérito, en relación con lo establecido en el artículo 102 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta.

La solicitud antes citada le fue comunicada al partido mediante oficio No. STCFRPAP/676/03 de fecha 30 de abril de 2003 y recibido por el partido el mismo día.

Mediante escrito No. PAS-SNF/060503-2 fecha 10 de mayo de 2003 el partido entregó pólizas y documentación comprobatoria, solicitada.

Sin embargo, de su revisión se observó que el partido omitió entregar una de las pólizas, así como su documentación comprobatoria respectiva, por un importe de $106,418.02. A continuación se detalla la póliza en comento:

 

	REFERENCIA
	CONCEPTO
	IMPORTE

	PE-300/12/02
	GASTOS A COMPROBAR
	$106,418.02


 

Por lo antes expuesto, la observación no quedó subsanada por un importe de $106,418.02, al incumplir con lo señalado en el artículo 11.1 y 19.2 del Reglamento de la materia.

De la subcuenta "Compensaciones", se revisó un monto de

$856,810.28, que representa el 84.52% del total reportado por el partido de $1,013,758.21. De la revisión efectuada se observó lo siguiente:

En la subcuenta "Compensaciones" se observaron registros contables de los cuales no fue localizada la póliza correspondiente, así como sus respectivos comprobantes, por un importe de $856,810.28.

Por lo antes expuesto, se le solicitó al partido que presentara las pólizas antes citadas, así como su respectiva documentación comprobatoria original con requisitos fiscales, de conformidad con lo señalado en los artículos 11.1, 19.2 y 28.2 del Reglamento de la materia, en relación con lo establecido en el artículo 102 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta.

La solicitud antes citada le fue comunicada al partido mediante oficio No. STCFRPAP/676/03 de fecha 30 de abril de 2003 y recibido por el partido el mismo día.

Mediante escrito No. PAS-SNF/060503-2 fecha 10 de mayo de 2003 el partido entregó las pólizas y documentación comprobatoria solicitada. De su revisión se observó que es correcta, quedando subsanada la observación.

En las subcuentas "IMSS", "Cursos y Seminarios", "Aportaciones al Infonavit" e "Impuesto sobre Nóminas", se revisó un monto de $64,793.40, que representa el 24.57% del total reportado por el partido de $263,743.77. De la revisión efectuada a la documentación soporte, consistente en declaraciones de impuestos y facturas que reúnen los requisitos establecidos en el reglamento de la materia, no se determinó observación alguna.

Reconocimientos por Actividades Políticas

Con base en los criterios de revisión establecidos por la Comisión de Fiscalización, el rubro de Reconocimientos por Actividades Políticas (REPAP) del Comité Ejecutivo Nacional, inicialmente se había revisado un monto de $760,607.80 que representaba el 16.55% del total reportado de $4,595,968.85; sin embargo, derivado de observaciones que la Secretaría Técnica de la Comisión de Fiscalización comunicó al partido mediante oficio No. STCFRPAP/676/03 de fecha 30 de abril de 2003, el partido realizó diversas reclasificaciones, las cuales originaron que el saldo de la subcuenta "Reconocimientos por Actividades Políticas" tuviera modificación para quedar en un monto de $1,302,918.71. Por ello el porcentaje de revisión en este rubro se incrementó quedando de la siguiente manera:

De la subcuenta "Reconocimientos por Actividades Políticas", se revisó un monto de $760,607.80, que representa el 58.38% del total reportado por el partido de $1,302,918.71.

En el Comité Ejecutivo Nacional del partido se imprimieron un total de 5000 recibos, de los cuales 3448 fueron utilizados en ejercicios anteriores, 1243 en el ejercicio reportado, 88 cancelados y 221 recibos pendientes de utilizar. De la revisión efectuada se observó lo siguiente:

Al verificar que el importe que el partido erogó por concepto de Reconocimientos por Actividades Políticas en el ejercicio reportado no hubiera rebasado el límite anual establecido para el ejercicio 2002, se observó que se excedió dicho límite, como a continuación se detalla:

 
	FINANCIAMIENTO PUBLICO PARA ACTIVIDADES ORDINARIAS PERMANENTES ASIGNADO AL PARTIDO
	% DE PARTICIPACIÓN EN EL FINANCIAMIENTO PUBLICO ANUAL
	% DE REPAP EN AÑO ORDINARIO PARA 2002
	LIMITE DE GASTOS EN REPAP PARA 2002
	MONTO EROGADO Y REPORTADO POR EL PARTIDO EN LA SUBCUENTA "REPAP"
	MONTO PAGADO DE MAS CON REPAP

	$ 102,512,817.67
	4.34
	17
	$17,427,179.00
	$26,267,676.02
	$8,840,497.02


Por lo antes expuesto, se le solicitó al partido que presentara las aclaraciones que procedieran, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 14.2 y 19.2 del Reglamento de mérito.

La solicitud antes citada le fue comunicada al partido mediante oficio No. STCFRPAP/676/03 de fecha 30 de abril de 2003 y recibido por el partido el mismo día.

Mediante escrito No. PAS-SNF/060503-2 de fecha 10 de mayo de 2003 el partido manifestó lo siguiente:

"Con lo que respecta al límite anual establecido en el articulo 14.2 de Reglamento que establece los Lineamientos, Formatos, Instructivos, Catálogos de Cuenta y Guía Contabilizadora Aplicables a los Partidos Políticos Nacionales en el registro de sus Ingresos y Egresos y en la presentación de sus informes, para el ejercicio de 2002, lamentablemente, reconocemos que excedimos por un monto del $8,840,497.02 debido a falta de pericia contable de nuestros Secretarios de finanzas de cada comité estatal ejecutivo así como del comité ejecutivo nacional, los cuales comprobaron con recibos de reconocimientos por actividades políticas los sueldo y salarios, si bien es cierto nuestro partido siempre ha estado con la buena intención, de no incumplir con el reglamento, así como las disposiciones fiscales vigentes, es decir procedemos a rectificar estos gastos por medio de Honorarios Asimilables a Sueldos y de conformidad al artículo 102 de la ley del impuesto sobre la renta procedemos a retener el impuesto y enterar a la autoridad fiscal, y procedemos a rectificar los registros contables así como nuestros pagos provisionales los cuales anexamos copia fotostática, así como la cancelación de los recibos de reconocimiento por actividades políticas con todos sus juegos".

De la revisión efectuada a la documentación presentada, se observó la rectificación que el partido realizó a la documentación y a sus registros contables, cumpliendo con lo señalado en el artículo 28.2 del Reglamento de mérito, razón por la cual la observación quedó subsanada.

Al revisar la relación de personas que recibieron Reconocimientos por Actividades Políticas, se observó que el partido realizó pagos a 9 personas, que excedieron el límite mensual de 400 días de salario mínimo vigente para el Distrito Federal, que en el año 2002 equivalía a $16,860.00.

Por lo antes expuesto, se le solicitó al partido que presentara las aclaraciones que correspondieran, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 14.4 del Reglamento de mérito que a la letra establece:

"Las erogaciones realizadas por los partidos políticos como reconocimientos a una sola persona física por una cantidad equivalente o superior a tres mil días de salario mínimo general vigente en el Distrito Federal, dentro del transcurso de un año, ya sea que se paguen en una o en varias exhibiciones, no podrán ser comprobadas a través de los recibos previstos en los dos párrafos anteriores. Tampoco podrán comprobarse mediante esta clase de recibos los pagos realizados a una sola persona física, por ese concepto, que excedan los cuatrocientos días de salario mínimo general diario vigente en el Distrito Federal en el transcurso de un mes. En ambos casos, tales erogaciones deberán estar soportadas de conformidad con lo establecido en el artículo 11.1 del presente Reglamento".

La solicitud anterior le fue comunicada al partido mediante oficio No. STCFRPAP/676/03 de fecha 30 de abril de 2003 y recibido por el partido el mismo día.

Mediante escrito No. PAS-SNF/060503-2 de fecha 10 de mayo de 2003 el partido manifestó lo siguiente:

"En relación de las personas que recibieron reconocimientos por actividades políticas, los cuales excedieron el limite mensual de 400 días de salario mínimo vigente para el distrito federal (…); con la finalidad de lograr la regularización de este concepto de gastos el partido procedió como en el punto anterior a la cancelación de los Recibos que por concepto de pagos mediante el formato reconocimiento por actividades políticas "REPAP" que fueron utilizados, procediendo a elaborar recibos de honorarios asimilados a salarios, aplicando las respectivas retenciones del impuesto sobre la renta; elaborándose la declaraciones complementarias correspondientes, por lo tanto anexamos a la presenten el formato IA debidamente corregido, las pólizas de Diario que ampara el registro correspondientes, los recibos REPAP debidamente cancelados, los recibos por conceptos de honorarios asimilables a salarios, fotocopia de las declaraciones complementarias correspondientes, con el impuesto enterado al sistema de Administración Tributaria SAT".

De la revisión efectuada a la documentación presentada, se observó que en el caso de 6 personas la respuesta del partido se consideró subsanada.

Sin embargo, de la verificación a la nueva versión de los controles de folios "CF-REPAP" se observó que 3 personas siguen rebasando el límite de los 400 días de Salario Mínimo General Vigente para el D.F. en el ejercicio 2002 (16,860.00 pesos). A continuación se detallan las personas en comento:

 
	ESTADO
	FOLIO
	FECHA
	NOMBRE
	MONTO

	Quintana Roo
	230-682
	Enero-02
	Caporal Acevedo Rosalba
	$6,000.00

	Quintana Roo
	230-684
	Enero-02
	Caporal Acevedo Rosalba
	6,000.00

	Quintana Roo
	230-680
	Enero-02
	Caporal Acevedo Rosalba
	8,000.00

	Sub-Total
	 
	Enero-02
	 
	20,000.00

	México
	150-626
	Marzo-02
	Díaz Díaz Barriga Humberto
	6,000.00

	México
	150-661
	Marzo-02
	Díaz Díaz Barriga Humberto
	6,000.00

	México
	150-685
	Marzo-02
	Díaz Díaz Barriga Humberto
	6,000.00

	Sub-Total
	 
	 
	 
	18,000.00

	Zacatecas
	320-110
	Enero-02
	Valadez Montoya Miguel José
	5,000.00

	Zacatecas
	320-118
	Enero-02
	Valadez Montoya Miguel José
	15,000.00

	Sub-Total
	 
	 
	 
	20,000.00


Por lo antes expuesto, la observación no quedó subsanada por un importe de $7,420.00, al incumplir lo señalado en el artículo 14.4 del Reglamento de la materia.

Aunado a lo anterior el partido realizó pagos a 7 personas, los cuales excedieron el límite de 3000 días de salario mínimo general vigente para el Distrito Federal, que en el año 2002 equivalía a $126,450.00.

Por lo antes expuesto, se le solicitó al partido que presentara las aclaraciones que correspondieran, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 14.4 del Reglamento de mérito.

La solicitud antes citada le fue comunicada al partido mediante oficio No. STCFRPAP/676/03 de fecha 30 de abril de 2003 y recibido por el partido el mismo día.

Mediante escrito No. PAS-SNF/060503-2 de fecha 10 de mayo de 2003 el partido manifestó lo siguiente:

"En relación de las personas que recibieron reconocimientos por actividades políticas, los cuales excedieron el limite mensual (…) de 3,000 días de salario mínimo vigente para el distrito federal; con la finalidad de lograr la regularización de este concepto de gastos el partido procedió como en el punto anterior a la cancelación de los Recibos que por concepto de pagos mediante el formato reconocimiento por actividades políticas "REPAP" que fueron utilizados, procediendo a elaborar recibos de honorarios asimilados a salarios, aplicando las respectivas retenciones del impuesto sobre la renta; elaborándose la declaraciones complementarias correspondientes, por lo tanto anexamos a la presenten el formato IA debidamente corregido, las pólizas de Diario que ampara el registro correspondientes, los recibos REPAP debidamente cancelados, los recibos por conceptos de honorarios asimilables a salarios, fotocopia de las declaraciones complementarias correspondientes, con el impuesto enterado al sistema de Administración Tributaria SAT".

 

De la revisión efectuada a la documentación presentada, se juzgó satisfactoria la respuesta del partido al pagar el impuesto correspondiente, razón por la cual la observación quedó subsanada.

En la subcuenta "Reconocimientos por Actividades Políticas, se localizaron pólizas que carecían de sus respectivos recibos "REPAP", por un importe de $1,125,718.00.

Por lo antes expuesto, se le solicitó al partido que presentara las pólizas antes señaladas, con sus respectivos recibos "REPAP" originales, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 11.1, 14.7 y 19.2 del Reglamento de la materia.

La solicitud antes citada le fue comunicada al partido mediante oficio No. STCFRPAP/676/03 de fecha 30 de abril de 2003 y recibido por el partido el mismo día.

Mediante escrito No. PAS-SNF/060503-2 de fecha 10 de mayo de 2003 el partido entregó las pólizas y la documentación comprobatoria. De su verificación se determinó que es correcta, razón por la cual la observación quedó subsanada.

En la subcuenta "Reconocimientos por Actividades Políticas", se observaron registros contables de los cuales no se localizaron las pólizas correspondientes, así como su respectiva documentación soporte, por un importe de $197,863.00.

Por lo antes expuesto, se le solicitó al partido que presentara las pólizas señaladas con su respectiva documentación comprobatoria en original con requisitos fiscales, o bien los recibos "REPAP" correspondientes. Lo anterior, de conformidad con lo dispuesto en los citados artículos 11.1, 14.7 y 19.2 del Reglamento de la materia.

La solicitud antes citada le fue comunicada al partido mediante oficio No. STCFRPAP/676/03 de fecha 30 de abril de 2003 y recibido por el partido el mismo día.

Mediante escrito No. PAS-SNF/060503-2 de fecha 10 de mayo de 2003 el partido entregó las pólizas y la documentación comprobatoria.

De su verificación se determinó que es correcta, razón por la cual la observación quedó subsanada.

En la subcuenta "Reconocimientos por Actividades Políticas", se localizó el registro de una póliza que tenía como soporte documental comprobantes que correspondían a otro rubro. A continuación se señala la póliza en comento:

 

	REFERENCIA CONTABLE
	CONCEPTO DE PÓLIZA
	IMPORTE

	PE-107/03/02
	Pago de saldo de la compra de madera para mobiliario
	$16,122.00


 

Por lo antes expuesto, se le solicitó al partido que realizara la reclasificación que procediera, toda vez que la cifra reflejada en la subcuenta "Reconocimientos por Actividades Políticas" al 31 de diciembre de 2002, debía coincidir con el monto del Control de Folios "CF-REPAP", así como con el total de los recibos de Reconocimientos por Actividades Políticas "REPAP", de conformidad con lo dispuesto en los artículos 19.2 y 24.3 del Reglamento de mérito.

La solicitud antes citada le fue comunicada al partido mediante oficio No. STCFRPAP/676/03 de fecha 30 de abril de 2003 y recibido por el partido el mismo día.

Mediante escrito No. PAS-SNF/060503-2 de fecha 10 de mayo de 2003 el partido entregó la pólizas que ampara la reclasificación contable del gasto, la cual de su verificación se apreció que es correcta. En consecuencia, la observación quedó subsanada.

De la verificación a los recibos "REPAP" relacionados en el formato "CF-REPAP" como cancelados, no fue localizada la copia de dos ellos.

Por lo antes expuesto, se le solicitó al partido que presentara los recibos señalados en juego completo debidamente cancelados, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 14.6, 14.8 y 19.2 del Reglamento de la materia.

La solicitud antes citada le fue comunicada al partido mediante oficio No. STCFRPAP/676/03 de fecha 30 de abril de 2003 y recibido por el partido el mismo día.

Mediante escrito No. PAS-SNF/060503-2 de fecha 10 de mayo de 2003 el partido entregó los recibos "REPAP" solicitados en juego completo, razón por la cual la observación quedó subsanada.

Circularización de REPAPS

Se realizó la verificación de las operaciones de reconocimientos por actividades políticas realizadas entre el partido y las siguientes personas:

 
	NOMBRE
	OFICIO
	FACTURA
	IMPORTE
	CONFIRMA OPERACIONES CON FECHA

	Eduardo Alcalá Arrieta
	STCFRPAP/629/03
	16
	$ 52,500.00
	 

	Víctor Atilano Gómez
	STCFRPAP/628/03
	32
	140,000.00
	25-ABRIL-2002

	Francisco Xavier Álvarez
	STCFRPAP/627/03
	18
	145,000.00
	29-ABRIL-2003

	TOTAL
	 
	 
	$337,500.00
	 


 

Como se puede observar, Víctor Atilano Gómez y Francisco Xavier Álvarez confirmaron haber efectuado las operaciones con el partido. Por lo que respecta a Eduardo Alcalá Arrieta, hasta el momento del Dictamen no se ha recibido respuesta.

 

Partido de la Sociedad Nacionalista

4.7.3.1 Gastos en Actividades Ordinarias Permanentes.

Por este concepto el partido reportó un importe de $82,340,799.96, reportado en la Balanza de Comprobación Nacional al 31 de diciembre de 2002. A continuación se muestra cómo quedan integrados los conceptos de este rubro:

 

 
	CONCEPTO
	COMITÉ EJECUTIVO NACIONAL
	ORGANIZACIONES ADHERENTES
	TOTAL

	Servicios Personales
	$20,238,635.89
	$1,684,386.56
	$21,923,022.45

	Materiales y Suministros
	15,719,722.25
	0.00
	15,719,722.25

	Servicios Generales
	37,913,909.75
	3,297,976.45
	41,211,886.20

	Adquisición de Activo Fijo
	1,214,058.84
	498,617.25
	1,712,676.09

	Gastos de Producción en Programas de Radio y T.V.
	163,492.97
	0.00
	163,492.97

	Gastos en Fundaciones e Institutos Políticos
	1,610,000.00
	0.00
	1,610,000.00

	Total
	$76,859,819.70
	$5,480,980.26
	$82,340,799.96


4.7.3.1.1 Servicios Personales

El partido reportó en su contabilidad, por concepto de Servicios Personales del Comité Ejecutivo Nacional, la suma de $20,238,635.89, la cual se encuentra integrada por los siguientes rubros:

 

	CONCEPTO
	IMPORTE

	Investigaciones
	$310,500.00

	Capacitación al Personal
	1,380.00

	Honorarios Profesionales
	299,000.00

	Servicios Profesionales de Nómina
	68,292.30

	Contratación al Personal
	38,908.32

	Ingresos Asimilables a Sueldos y Salarios
	19,313,324.18

	Liquidaciones
	207,231.09

	Total
	$20,238,635.89


 

a) Revisión

Con base en los criterios de revisión establecidos por la Comisión de Fiscalización, el concepto de Servicios Personales se revisó por la cantidad de $19,491,053.93, que representa el 96.30% del total de $20,238,635.89 reportado por el partido de $20,238,635.89. De la revisión efectuada se determinó lo siguiente:

…En las subcuentas de "Honorarios Profesionales", "Servicios Profesionales de Nómina" y "Contratación al Personal" se revisó un monto de $60,930.09 que representa el 15.00% del total reportado de $406,200.62. De la revisión se determinó que los comprobantes consisten en facturas las cuales reúnen requisitos fiscales, además de apegarse a lo establecido en la normatividad aplicable.

En la subcuenta "Ingresos Asimilados a Sueldos y Salarios" se revisó un monto de $19,087,159.18 que representa el 98.83% del total reportado de $19,313,324.18. De la revisión, se determinó lo siguiente:

Se detectaron 4,655 recibos por concepto de honorarios asimilados a salarios que no especificaban el importe de los ingresos base en el renglón correspondiente, toda vez que únicamente señalaban el importe neto pagado. Los recibos en comento se relacionan en el Anexo 2, mismos que en total suman la cantidad de $15,061,002.18.

Fue preciso aclarar que, al no especificar los recibos antes citados el importe de la "Prestación de Servicio Base", la autoridad electoral se vio imposibilitada para determinar con certeza si el partido cumplió con la obligación de retener el Impuesto Sobre la Renta correspondiente.

Por lo antes expuesto, se solicitó al partido que presentara las correcciones o aclaraciones que procedieran, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 11.1, 19.2 y 28.2, inciso a) del Reglamento de la materia, que a la letra establecen:

…

La solicitud antes citada fue comunicada al partido mediante oficio No. STCFRPAP/671/03 de fecha 30 de abril de 2003 y recibido por éste el mismo día.

Mediante escrito de fecha 10 de mayo de 2003, el partido manifestó lo que a la letra se transcribe:

"Con respecto al (sic) los recibos por concepto de honorarios asimilados a salarios que no especifican el importe de los ingresos base en el renglón correspondiente, cabe mencionar que debido a la carga de trabajo y a las diferentes solicitudes de esta autoridad aun no se ha concluido con el cálculo de las retenciones, sin embargo, el importe de la obligación de retener el impuesto sobre la renta que se deriva de dichos recibos, serán presentados ante la Secretaria de Hacienda, puesto que es la facultada para exigir el pago del impuesto antes mencionado, cumpliendo con nuestras obligaciones fiscales federales, como lo señala el artículo 28.2 del reglamento en materia que dice "Independientemente de los dispuesto en el presente Reglamento, los partidos políticos deberán sujetarse a las disposiciones fiscales y de seguridad social que están obligados a cumplir, entre otras las siguientes:

a) Retener y enterar el impuesto sobre la renta por concepto de remuneraciones por la prestación de un servicio personal subordinado;

Cabe mencionar que nuestra obligación de enterar a la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas, sobre nuestro origen y aplicación de los recursos anuales fue debidamente realizada, ya que es la autoridad facultada para llevar a cabo la revisión de dichos informes, por otra parte la obligación de enterar nuestras obligaciones fiscales derivadas de la prestación del servicio, también serán presentadas ante la Secretaria de Hacienda y Crédito Público ya que dicha autoridad es la facultada para enterar dichas obligaciones".

La respuesta del partido se consideró insatisfactoria, toda vez que no presentó los recibos de honorarios asimilados a salarios conteniendo el ingreso base, a efecto de que la autoridad electoral pudiera constatar el debido apego a las disposiciones fiscales incumpliendo con lo dispuesto en los artículos 11.1, 19.2 y 28.2 del Reglamento de la materia, razón por la cual la observación no quedó subsanada por un importe de $15,061,002.18.

Asimismo, se localizaron recibos de pagos al personal por concepto de honorarios asimilados a salarios, los cuales carecían de la retención del Impuesto Sobre la Renta. Los recibos observados se detallan en el Anexo 3, mismos que en total suman $962,920.00 y que el impuesto que debió retenerse asciende a $65,411.56.

Por lo antes expuesto, se solicitó al partido que presentara las correcciones que procedieran. Asimismo, que proporcionara la declaración de pagos provisionales de impuesto federal (formato 1-D), en la cual se enteraron a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público los impuestos retenidos, así como la Declaración informativa de pagos y retenciones (formato 27) en la que se informó de las personas a las que el partido les efectuó retenciones durante el ejercicio del año 2002, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 11.1, 19.2 y 28.2 del Reglamento de mérito, en relación con el artículo 102 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, que a la letra señala:

...

La solicitud antes citada fue comunicada al partido mediante oficio No. STCFRPAP/671/03 de fecha 30 de abril de 2003 y recibido por éste el mismo día.

Mediante escrito de fecha 10 de mayo de 2003, el partido manifestó lo que a la letra se transcribe:

"Como se menciona en el párrafo anterior nuestro partido presentó en tiempo y forma los egresos debidamente registrados contablemente y soportados con la documentación que cumple con los requisitos que exigen las disposiciones fiscales, para comprobar la veracidad de lo reportado en los informes de 2002, ante la Comisión de Fiscalización, en cuanto a la obligación fiscal que conlleva la prestación del servicio de cada una de las personas que laboró durante el ejercicio antes mencionado, será presentado ante la autoridad correspondiente, por el monto que se derive".

La respuesta del partido se consideró insatisfactoria, ya que el Reglamento de la materia es claro al precisar que los partidos políticos deben sujetarse a las obligaciones fiscales relativas a retener el Impuesto Sobre la Renta por concepto de remuneraciones por la prestación de un servicio personal subordinado. Asimismo, no proporcionó la Declaración de pagos provisionales (formato 1-D), así como el formato 27 "Declaración Informativa de Pagos y Retenciones", razón por la cual no quedó subsanada la observación por un importe de $65,411.56, al incumplir con lo dispuesto en los artículos 11.1, 19.2 y 28.2 del Reglamento de la materia.

Adicionalmente, se localizaron 245 recibos de honorarios asimilados a sueldos por un importe de $780,054.00, que carecían de la firma del responsable del área que autorizó el pago. Los recibos observados se detallan en el Anexo 4.

Por lo antes expuesto, se le solicitó al partido que presentara las aclaraciones o correcciones que procedieran, de conformidad con lo establecido en los artículos 11.1, 14.1 y 19.2 del Reglamento de la materia, que a la letra establecen:

…

La solicitud antes citada le fue comunicada al partido mediante oficio No. STCFRPAP/671/03 de fecha 30 de abril de 2003 y recibido por el partido el mismo día.

Mediante escrito de fecha 10 de mayo de 2003, el partido manifestó lo que a la letra se transcribe:

"En cuanto a los recibos de honorarios asimilados a sueldos que carecen de la firma del responsable del área que autoriza el pago, no se encuentra ya que al consultar a la autoridad competente (Secretaría de Hacienda y Crédito Público), sobre los requisitos que debían contener dichos recibos se nos informó que dicha firma no es un requisito para el formato que se presentó como recibo".

Del análisis a lo manifestado por el partido, es conveniente señalar que aún cuando la autorización del responsable del área que realizó el pago, no es un requisito de carácter fiscal, el artículo 14.1 del Reglamento de la materia sí establece dicha obligación. En consecuencia, la observación se consideró no subsanada.

No pasa inadvertido que los recibos presentados por el partido y que fueron observados, incluyen la leyenda "autorización del responsable del área", mas no así la firma correspondiente.

Además de lo anterior, se localizaron 21 recibos de Honorarios asimilados a sueldos por un importe de $56,783.00, que no contenían la firma del beneficiario. Los recibos observados se detallan en el Anexo 5.

Por lo antes expuesto, se solicitó al partido que presentara las aclaraciones o correcciones que procedieran, de conformidad con lo establecido en el mencionado artículo 19.2 del Reglamento de la materia.

La solicitud antes citada fue comunicada al partido mediante oficio No. STCFRPAP/671/03 de fecha 30 de abril de 2003 y recibido por éste el mismo día.

Mediante escrito de fecha 10 de mayo de 2003, el partido manifestó lo que a la letra se transcribe:

"Con respecto a la falta de firmas, de las personas que recibieron la cantidad que se nos informa, ya se han localizado a varias de ellas para que firmen por la cantidad que recibieron, cabe mencionar que se esta tratando de localizar a todas y cada una de ellas sin embargo no nos será posible localizarlas en su totalidad debido a que algunas de ellas ya no laboran con nosotros. Se anexan dichos formatos, con la firma de las personas, que recibieron el pago esperando sea subsanada esta observación".

El partido proporcionó únicamente 6 recibos por un importe de $19,200.00 con la firma del beneficiario, motivo por el cual fue subsanada la observación.

Sin embargo, respecto de los 15 recibos restantes, el partido no los proporcionó, razón por la cual no fue subsanada la observación, incumpliendo lo establecido en el artículo 19.2 del Reglamento de la materia, por un importe de $37,583.00.

Por otra parte, se observó que el partido realizó pagos de Honorarios asimilados a sueldos a 721 personas. Las personas y los montos observados por un gran total de $19,087,159.10, se relacionan en el Anexo 6.

Por lo antes expuesto, se solicitó al partido que presentara la documentación que a continuación se detalla:

a) El cálculo del impuesto mensual por cada una de las personas.

b) Copia de la declaración informativa No. 27 "Declaración informativa
de pagos y retenciones" correspondiente al ejercicio de 2002.

c) Contratos privados de prestación de servicios independientes, por
cada una de las personas.

d) La comunicación por escrito de las personas de referencia, para
que se les retuviera el impuesto correspondiente, en términos del
artículo 110, fracción IV de la Ley del Impuesto Sobre la Renta.

Lo anterior, de conformidad con lo establecido en los artículos 11.1, 19.2 y 28.2 del Reglamento de mérito, en relación con los artículos 102, 110, fracción IV, 117, fracciones I y II y 118 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, que a la letra establecen:

…

Lo anterior, en relación con lo dispuesto por los artículos 20, 21 y 25 de la Ley Federal del Trabajo, que señalan lo siguiente:

…

La solicitud antes citada fue comunicada al partido mediante oficio No. STCFRPAP/671/03 de fecha 30 de abril de 2003 y recibido por éste el mismo día.

Mediante escrito de fecha 10 de mayo de 2003, el partido manifestó lo que a la letra se transcribe:

"Las retenciones de cada persona que laboró durante el ejercicio del 2002 serán enteradas en cuanto sea concluido el calculo de impuesto que se derivó de dichas prestaciones ante autoridad correspondiente (Secretaría de Hacienda y Crédito Público), como se menciona en párrafos anteriores.

En cuanto a los incisos A al D, el cumplimiento de lo ahí señalado se presentara ante la autoridad hacendaría correspondiente".

Como se puede observar, el partido no proporcionó la documentación solicitada por la autoridad, razón por la cual la observación no quedó subsanada, por un importe de $19,087,159.10, al incumplir con lo establecido en los artículos 11.1, 19.2 y 28.2 del Reglamento de la materia, en relación con los artículos 102, 110, fracción IV, 117, fracciones I, II y 118 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta y los artículos 20, 21 y 25 de la Ley Federal del Trabajo.

En la subcuenta de "Liquidaciones" se revisó un monto de $31,084.66 que representa el 15.00% del total reportado de $207,231.09. De la revisión, se determinó que consisten en pagos por convenio fuera de

juicio efectuados ante la Junta de Conciliación y Arbitraje del Distrito Federal. De lo anterior, se determinó que el partido se apegó a lo establecido en la normatividad aplicable.

A continuación se describen los gastos erogados por las Organizaciones Adherentes, los cuales se señalan en el siguiente cuadro:

 

 
	NOMBRE
	GASTOS DE OPERACIÓN ORDINARIA
	ACTIVIDADES ESPECÍFICAS
	TOTAL

	 

 
	SERVICIOS PERSONALES
	SERVICIOS GENERALES
	ADQUISICIONES DE BIENES MUEBLES 0NMUEBLES
	INVESTIGACIÓN SOCIOECONÓMICA Y POLÍTICA
	

	Fundación Nacionalista, A.C.
	$1,222,454.00
	$841,783.04
	$255,618.25
	$1,535,250.00
	$3,855,105.29

	Fundación Sociedad Nacionalista, A.C.
	461,932.56
	2,456,193.41
	242,999.00
	1,167,250.00
	4,328,374.97

	Total
	$1,684,386.56
	$3,297,976.45
	$498,617.25
	$2,702,500.00
	$8,183,480.26


Fundación Nacionalista, A.C. 4.7.3.7.1.1 Servicios Personales

La Fundación Nacionalista, A.C. reportó en su contabilidad por concepto de Servicios Personales la suma de $1,222,454.00, la cual se encuentra integrada de la siguiente manera:

 

	CONCEPTO
	IMPORTE

	Honorarios Asimilados a Sueldos y Salarios
	$1,222,454.00


 

a) Revisión

En la subcuenta "Honorarios Asimilados a Sueldos y Salarios" de la Fundación Nacionalista, A.C, se revisó un monto de $1,213,804.00 que representa el 99.29% del total reportado por el partido de $1,222,454.00. Como resultado de la revisión se observó lo siguiente:

Se localizaron 87 recibos por concepto de honorarios asimilados a salarios que no especificaban el importe de los ingresos base en el renglón correspondiente, toda vez que únicamente señalaban el importe neto pagado. Los recibos en comento se relacionan en el Anexo 7, mismos que en total suman $205,766.00.

Cabe señalar que al no especificar el importe de la "Prestación de Servicio Base", la autoridad electoral se veía imposibilitada para conocer con certeza si el partido cumplió con la obligación de retener el Impuesto Sobre la Renta correspondiente.

 

Por lo antes expuesto, se solicitó al partido que presentara las correcciones o aclaraciones que procedieran, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 11.1, 19.2 y 28.2, inciso a) del Reglamento de la materia.

La solicitud antes citada fue comunicada al partido mediante oficio No. STCFRPAP/671/03 de fecha 30 de abril de 2003 y recibido por éste el mismo día.

Mediante escrito de fecha 10 de mayo de 2003, el partido manifestó lo que a la letra se transcribe:

"En cuanto a los recibos por concepto de honorarios asimilados a salarios que no especifican el importe de los ingresos base en el renglón correspondientes (sic). Nuestro partido está por terminar el cálculo de la retención para posteriormente presentarla ante la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, cumpliendo así con la obligación de retener el Impuesto Sobre la Renta correspondiente a cada una de las personas que recibieron dicho ingreso, por lo tanto consideramos que cualquier aclaración con respecto a lo antes mencionado será realizado con la autoridad correspondiente".

La respuesta del partido se consideró insatisfactoria, toda vez que éste no presentó los recibos de honorarios asimilados con la especificación del ingreso base, a efecto de que la autoridad electoral pudiera constatar el debido apego a las disposiciones fiscales. Por tal razón, el partido incumplió lo dispuesto en los artículos 11.1, 19.2 y 28.2 del Reglamento de la materia, por lo que la observación no quedó subsanada por un monto de $205,766.00.

Adicionalmente, se localizaron 28 recibos de pagos al personal por concepto de honorarios asimilados a salarios, los cuales carecían de la retención del Impuesto Sobre la Renta. Dichos recibos se relacionan en el Anexo 8, mismos que en total suman $112,000.00 y de los cuales el Impuesto Sobre la Renta suma $6,532.82.

Por lo antes expuesto, se solicitó al partido que presentara las correcciones que procedieran. Asimismo, se solicitó que proporcionara las declaraciones de pagos provisionales de impuesto federal (formato1-D) en las cuales se enteraron a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público los impuestos retenidos, así como la declaración informativa de pagos y retenciones (formato 27) en la que se informó las personas a las que el partido les efectuó retenciones durante el ejercicio del año 2002, de conformidad con los artículos 11.1, 19.2 y 28.2 del Reglamento de mérito, en relación con el artículo 102 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta.

La solicitud antes citada fue comunicada al partido mediante oficio No. STCFRPAP/671/03 de fecha 30 de abril de 2003 y recibido por éste el mismo día.

Mediante escrito de fecha 10 de mayo de 2003, el partido manifestó lo que a la letra se transcribe:

"Como se menciona en el párrafo anterior, la obligación fiscal de pagar la retención que se deriva del pago al personal por concepto de honorarios asimilados a salarios, serán realizados en cuanto se termine el cálculo ante la autoridad correspondiente".

La respuesta del partido se consideró insatisfactoria, ya que el Reglamento de la materia es claro al precisar que los partidos políticos deben sujetarse a las obligaciones fiscales relativas a retener el Impuesto Sobre la Renta por concepto de remuneraciones por la prestación de un servicio personal subordinado. Asimismo, el partido no proporcionó la declaración de pagos provisionales (formato 1-D), así como el formato 27 "Declaración Informativa de pagos y retenciones", razón por la cual la observación no quedó subsanada, incumpliendo lo dispuesto en los artículos 11.1, 19.2 y 28.2 del Reglamento de la materia, por un monto de $6,532.82.

Asimismo, se observó que el partido realizó pagos por concepto de honorarios asimilados a sueldos a 130 personas. Dichos pagos se relacionan en el Anexo 9, los cuales ascienden a $1,213,804.00.

Por lo antes expuesto, se solicitó al partido que presentara la documentación que a continuación se detalla:

a) El cálculo del impuesto mensual por cada una de las personas.

b) Copia de la declaración informativa No. 27 "Declaración informativa de pagos y retenciones" correspondiente al ejercicio de 2002.

c) Contratos privados de prestación de servicios independientes, por cada una de las personas.

d) La comunicación por escrito de las personas de referencia, para que se les retuviera el impuesto correspondiente en términos del artículo 110, fracción IV de la Ley del Impuesto Sobre la Renta.

Lo anterior de conformidad con lo establecido en los artículos 11.1, 19.2 y 28.2 del Reglamento de mérito, en relación con los artículos 102, 110, fracción IV, 117 fracciones I y II y 118 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, así como lo dispuesto en los artículos 20, 21 y 25 de la Ley Federal del Trabajo.

La solicitud antes citada fue comunicada al partido mediante oficio No. STCFRPAP/671/03 de fecha 30 de abril de 2003 y recibido por éste el mismo día.

Mediante escrito de fecha 10 de mayo de 2003, el partido manifestó lo siguiente:

"El impuesto derivado de la prestación del servicio, será calculado, y presentado ante la Secretaría de Hacienda por cada una de las personas que laboraron durante el año auditado como se menciona en párrafos anteriores.

En cuanto a los incisos A al D, el cumplimiento de lo ahí señalado se presentara ante la autoridad hacendaría correspondiente".

La respuesta del partido se consideró insatisfactoria, ya que es facultad de la Comisión de Fiscalización, solicitar en todo momento la documentación necesaria para comprobar la veracidad de lo reportado en los informes de los partidos. Asimismo, es obligación del partido permitir a la autoridad electoral el acceso a todos los documentos originales que soporten sus ingresos y egresos, tal y como lo establece el artículo 49-A, párrafo 2, inciso a) del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales y 19.2 del reglamento de mérito.

Por lo tanto, al no proporcionar la documentación solicitada por la autoridad, la observación no quedó subsanada por un monto de $1,213,804.00, incumpliendo con lo establecido en los artículos 11.1, 19.2 y 28.2 del Reglamento de la materia, en relación con los artículos 102, 110, fracción IV, 117, fracciones I, II y 18 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta y los artículos 20, 21 y 25 de la Ley Federal del Trabajo.

Fundación Sociedad Nacionalista, A.C. Servicios Personales

La Fundación Sociedad Nacionalista, A.C. reportó en su contabilidad por concepto de Servicios Personales un importe de $461,932.56, el cual se encuentra integrado como a continuación se detalla:

 

	CONCEPTO
	IMPORTE

	Honorarios Asimilables a Sueldos y Salarios
	$381,600.00

	Contratación de Apoyo
	57,832.56

	Asesorías Profesionales
	22,500.00

	Total
	$461,932.56


 

a) Revisión

En relación con el rubro de Servicios Personales, se revisó una muestra de $414,678.44 que representa el 89.77% del total de $461,932.56 reportado por el partido. De la revisión se determinó lo siguiente:

En la subcuenta "Honorarios Asimilados a Sueldos y Salarios" se revisó un monto de $381,600.00, que representa el 100% del total reportado por la Fundación. Como resultado de la revisión se observó lo siguiente:

Se localizaron 86 recibos por concepto de Honorarios asimilados a salarios que no especificaban el importe de los ingresos base en el renglón correspondiente, toda vez que únicamente señalaban el importe neto pagado. Los recibos en comento se relacionan en el Anexo 10, mismos que en total suman $337,000.00.

Fue conveniente aclarar que, al no especificar el importe de la "Prestación de Servicio Base", la autoridad electoral se vio imposibilitada para conocer con certeza si el partido cumplió con la obligación de retener el Impuesto Sobre la Renta correspondiente.

Por lo antes expuesto, se solicitó al partido que presentara las correcciones o aclaraciones que procedieran, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 11.1, 19.2 y 28.2, inciso a) del Reglamento de la materia.

La solicitud antes citada fue comunicada al partido mediante oficio No. STCFRPAP/671/03 de fecha 30 de abril de 2003 y recibido por éste el mismo día.

Mediante escrito de fecha 10 de mayo de 2003, el partido manifestó lo que a la letra se transcribe:

"En cuanto a lo relacionado con la obligación de presentar las retenciones por el pago de la presentación del servicio de cada una de las personas que laboraron durante el 2002, como ya se mencionó en párrafos anteriores nuestro partido presentará dichas retenciones ante la autoridad hacendaría correspondiente".

La respuesta del partido se consideró insatisfactoria, toda vez que no presentó los recibos de honorarios asimilados conteniendo el ingreso base, a efectos de que la autoridad electoral pudiera constatar el debido apego a las disposiciones fiscales, incumpliendo con lo dispuesto en los artículos 11.1, 19.2 y 28.2 del Reglamento de la materia, razón por la cual la observación no quedó subsanada por un importe de $337,000.00.

Asimismo, se observó que el partido realizó pagos de Honorarios asimilados a sueldos a 35 personas. Las personas de referencia se detallan a continuación:

 

	NOMBRE
	IMPORTE

	Alma Morales González
	$24,000.00

	Gilberto Martínez Hernández
	24,000.00

	Gonzalo Pérez Ortiz
	24,000.00

	Jorge Luis Lozano Ruiz
	24,000.00

	Juan José López Heredia
	24,000.00

	Luis Reyes Martínez
	24,000.00

	Manuel Gutiérrez Sánchez
	24,000.00

	Mariana Camacho Muñoz
	24,000.00

	Mario Jiménez López
	24,000.00

	Martha Ortiz García
	24,000.00

	Ménica Guzmán Sánchez
	24,000.00

	Óscar Jiménez González
	24,000.00

	Paola Campos Morales
	24,000.00

	Marian Morales Ortiz
	20,000.00

	Reyna Mercedes Hernández Portilla
	5,000.00

	Sarai García Maya
	5,000.00

	Claudia Aurora Rosales García
	4,800.00

	Heros Jesús Rodríguez Sánchez
	3,500.00

	Luis Manuel Tinoco Oropeza
	3,000.00

	Natalia Herrera y Cairo Castro
	3,000.00

	Hugo Nogueira Gude
	2,800.00

	Janni Liliana Rivera Parra
	2,500.00

	Azucena Aurora Ramírez Alvarado
	2,400.00

	Estela Fagoaga Hernández
	2,200.00

	Aurora del Rosario Castilla González
	2,000.00

	Aurora González Lozano
	2,000.00

	Mildred Blanco Rodríguez
	2,000.00

	Milenco Galipienzo Rojo
	1,800.00

	Nora Gabriela López Vargas
	1,600.00

	Rubén Salazar Vázquez
	1,600.00

	Fabiola Hernández Anguiano
	1,000.00

	Mauricio Orozco Ortiz
	1,000.00

	Damaris Aguilar Navarrete
	800.00

	Ma. de la Luz Sosa Luna
	800.00

	Miriam Angélica Cruz Pérez
	800.00

	TOTAL
	$381,600.00


 

Por lo antes expuesto, se solicitó al partido que presentara la documentación que a continuación se detalla:

a) El cálculo del impuesto mensual por cada una de las personas.

b) Copia de la declaración informativa No. 27 "Declaración informativa
de pagos y retenciones" correspondiente al ejercicio de 2002.

c) Contratos privados por la prestación de servicios independientes,
por cada una de las personas.

d) La comunicación por escrito de las personas de referencia, para que se les retuviera el impuesto correspondiente, en términos de lo establecido en el artículo 110, fracción IV de la Ley del Impuesto
Sobre la Renta.

Lo anterior de conformidad con lo establecido en los artículos 11.1, 19.2 y 28.2 del Reglamento de mérito, en relación con los artículos 102, 110, fracción IV, 117, fracciones I y II y 118 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, así como lo dispuesto en los artículos 20, 21 y 25 de la Ley Federal del Trabajo.

La solicitud antes citada fue comunicada al partido mediante oficio No. STCFRPAP/671/03 de fecha 30 de abril de 2003 y recibido por éste el mismo día.

Mediante escrito de fecha 10 de mayo de 2003, el partido manifestó lo que a la letra se transcribe:

"La documentación necesaria para la retención del impuesto, que causa la prestación del servicio por toda y cada una de las personas será presentada ante la Secretaría de Hacienda y Crédito Público".

Como se puede observar, el partido no proporcionó la documentación solicitada por la autoridad, razón por la cual la observación no quedó subsanada, incumpliendo con lo establecido en los artículos 11.1, 19.2 y 28.2 del Reglamento de la materia, en relación con los artículos 102, 110, fracción IV, 117, fracciones I, II y 18 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta y los artículos 20, 21 y 25 de la Ley Federal del Trabajo, por un monto de $381,600.00.

En las subcuentas "Contratación de Apoyo" y "Asesorías Profesionales" se revisó una muestra de $33,078.44, que representa el 41.18% del total reportado de $80,332.56. De la revisión, se determinó que el monto corresponde a una factura por concepto de Hospedaje. Dicha documentación cumple con lo establecido en el Reglamento aplicable.

…

Fuerza Ciudadana

4.1.3.1.1 Servicios Personales Comité Ejecutivo Nacional

El partido reportó en su contabilidad por concepto de Servicios Personales del Comité Ejecutivo Nacional, la suma de $5,927,812.99, integrada por los siguientes rubros:

 

	CONCEPTO
	IMPORTE

	SUELDOS
	$530,012.01

	HONORARIOS
	4,177,660.22

	COMPENSACIONES
	286,125.27

	CRÉDITOS AL SALARIO
	2,293.95

	HONORARIOS ASIMILADOS
	882,964.45

	I.M.S.S., S.A.R. E INFONAVIT
	16,640.00

	TOTAL
	$5,927,812.99


 

a) Revisión

Con base en los criterios de revisión establecidos por la Comisión de Fiscalización, el concepto de Servicios Personales se revisó por la cantidad de $1,025,236.40 que representa el 17.30% del total de $5,927,812.99 reportados por el partido.

En el rubro de "Sueldos", se revisó la cantidad de $91,545.00 que representa que representa el 17.27% del total reportado de $530,012.01 reportado por el partido. Derivado de la revisión, se determinó lo siguiente:

Se localizó el registro de dos pólizas que carecían de la documentación soporte por un importe de $82,279.70.

Por lo antes expuesto, se le solicitó al partido que presentara la documentación comprobatoria correspondiente, en original, con la totalidad de los requisitos fiscales, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 11.1, 19.2 y 28.2, inciso a) del Reglamento de la materia.

La solicitud antes citada le fue comunicada al partido mediante oficio No. STCFRPAP/661/03 de fecha 30 de abril de 2003 y recibido por el partido el mismo día.

Con escrito de fecha 10 de mayo de 2003, el partido presentó la documentación soporte en original y con la totalidad de los requisitos fiscales, razón por la cual la observación quedó subsanada.

En el rubro de "Honorarios", se revisó la cantidad de $632,649.00 que representa el 15.4% del total de $4,177,660.22 reportado por el partido: De la revisión se determinó lo siguiente:

Se localizó el registro de ocho pólizas que tenían como soporte documéntala ocho recibos que no reunían la totalidad de los requisitos fiscales por un importe de $315,675.00.

Por lo antes expuesto, se le solicitó al partido que presentara los recibos que amparaban dichos egresos, con la totalidad de los requisitos fiscales, así como las aclaraciones correspondientes, de conformidad con lo dispuesto en los citados artículos 11.1 y 19.2 del Reglamento de la materia, en relación con el artículo 29-A, fracciones III y VIII, párrafo 1° del Código Fiscal de la Federación.

La solicitud antes citada le fue comunicada al partido mediante oficio No. STCFRPAP/661/03 de fecha 30 de abril de 2003 y recibido por el partido el mismo día.

Con escrito de fecha 10 de mayo de 2003, el partido presentó los comprobantes originales, amparados con la resolución miscelánea fiscal publicada en el Diario Oficial de la federación el 30 de mayo de 2002, por lo que la observación quedó subsanada.

En el rubro de "Compensaciones", se revisó la cantidad de $160,075.90 que representa el 55.95% del total de $286,125.27 reportado por el partido. De la revisión se determinó lo siguiente:

Se localizó el registro de tres pólizas que carecían de la documentación soporte por un importe de $125,575.90.

Por lo antes expuesto, se le solicitó al partido que presentara la documentación comprobatoria correspondiente en original con la totalidad de los requisitos fiscales, de conformidad con lo establecido en los artículos 11.1, 19.2 y 28.2, inciso a), del Reglamento de la materia.

La solicitud antes citada le fue comunicada al partido mediante oficio No. STCFRPAP/661/03 de fecha 30 de abril de 2003 y recibido por el partido el mismo día.

Con escrito de fecha 10 de mayo de 2003, el partido presentó la documentación soporte en original y con la totatlidad de los requisitos fiscales, razón por la cual la observación quedó subsanada.

Asimismo, se localizó un registro contable que carecía de la póliza correspondiente, así como de la documentación soporte respectiva por un importe de $34,500.00.

Por lo antes expuesto, se le solicitó al partido que presentara la póliza con la documentación soporte respectiva en original y con la totalidad de los requisitos fiscales, de conformidad con lo establecido en los artículos 11.1, 19.2 y 28.2, inciso a) del multicitado Reglamento.

La solicitud antes citada fue comunicada al partido mediante oficio No. STCFRPAP/661/03 de fecha 30 de abril de 2003 y recibido por el partido el mismo día.

Con escrito de fecha 10 de mayo de 2003, el partido presentó la documentación soporte con la totalidad de los requisitos fiscales, razón por la cual la observación quedó subsanada.

En las subcuentas de "Crédito al Salario" y "Honorarios Asimilados", se revisó un monto de $133,652.94 que representa el 15.10% del total de $885,258.40 reportado por el partido. De la revisión, se determinó que la documentación soporte consiste en recibos de Sueldos y de Honorarios que se apega a los artículos establecidos en el Reglamento de la materia.

En la subcuenta "IMSS, S.A.R. e INFONAVIT", se revisó un monto de $7,313.56 que representa el 15.00% del total de $48,757.09 reportado por el partido. De la revisión, se determinó que la documentación soporte consiste en comprobantes de pagos realizados al IMSS, aportaciones al SAR y al INFONAVIT, que se apegan a lo establecido en el Reglamento de mérito.

...

México Posible

4.9.3.1.1 Servicios Personales del Comité Ejecutivo Nacional.

El partido reportó en su contabilidad por concepto de Servicios Personales del Comité Ejecutivo Nacional, la suma de $7,168,980.47, integrada por los siguientes rubros:

 

	CONCEPTO
	IMPORTE

	SUELDOS
	$63,512.29

	HONORARIOS
	1,155,858.60

	COMPENSACIONES
	3,449.54

	RECONOCIMIENTO POR ACTIVIDADES POLÍTICAS
	3,600,826.04

	HONORARIOS ASIMILADOS A SALARIOS
	2,322,086.58

	CREDITO AL SALARIO
	4,362.16

	I.M.S.S.
	9,681.37

	RETIRO
	1,634.40

	CESANTÍA Y VIDA
	3,483.44

	INFONAVIT
	4,086.05

	TOTAL
	$7,168,980.47


 

a) Revisión

Con base en los criterio de revisión establecidos por la Comisión de Fiscalización, el concepto de Servicios Personales se revisó la cantidad de $4,306,862.45, cifra que representa el 60.08% del total de $7,168,980.47 reportado por el partido.

En el rubro de "Sueldos", se revisó la cantidad de $9,730.08, cifra que representa el 15.32% del total de $63,512.29 reportado por el partido. Derivado de la revisión se determinó que la documentación soporte consiste en recibos a nombre del partido, los cuales cumplen con lo dispuesto por el artículo 11.1 del Reglamento citado.

En el rubro de "Honorarios", se revisó la cantidad de $231,171.72, cifra que representa el 20.00% del total de $1,155,858.60 reportado por el partido. De la revisión, se determinó lo siguiente:

Se localizó el registro de pólizas que tenían como soporte documental recibos de honorarios que no reunían la totalidad de los requisitos fiscales. A continuación se detallan los recibos observados:

 
	REFERENCIA
	RECIBO
	FECHA IMPRESIÓN DEL RECIBO
	FECHA DE EXPEDICION DEL RECIBO
	FECHA DE PAGO SEGÚN CHEQUE
	PROFESIONISTA
	IMPORTE
	OBSERVACIÓN

	PE 197/Sep-02
	201
	20-01-03
	24-09-02
	24-09-02
	Elsa de Guadalupe Conde Rodríguez
	$40,000.00
	Sin lugar y fecha de expedición

	PE 2/Oct-02
	202
	20-01-03
	S/F-
	30-08-02
	Elsa de Guadalupe Conde Rodríguez
	48,421.05
	Sin lugar y fecha de expedición

	PE 65/Oct-02
	204
	20-01-03
	S/F
	15-10-02
	Elsa de Guadalupe Conde Rodríguez
	20,000.00
	Sin lugar y fecha de expedición

	PE 200/Oct-02
	205
	20-01-03
	S/F
	30-10-02
	Elsa de Guadalupe Conde Rodríguez
	20,000.00
	Sin lugar y fecha de expedición

	PE 117/Nov-02
	206
	20-01-03
	S/F
	14-11-02
	Elsa de Guadalupe Conde Rodríguez
	20,000.00
	Sin lugar y fecha de expedición

	Total
	 
	 
	 
	 
	 
	$148,421.05
	 


 

Por lo antes expuesto, se solicitó al partido que presentara las aclaraciones correspondientes, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 11.1 del Reglamento de mérito, en relación con el numeral 29-A, fracciones III y VIII del Código Fiscal de la Federación.

La solicitud antes citada fue comunicada al partido mediante oficio No. STCFRPAP/675/03, de fecha 30 de abril de 2003, recibido por éste el mismo día.

Mediante escrito No. IA No. 2/2002, de fecha 10 de mayo de 2003, el partido manifestó lo que a la letra dice :

"Los recibos de honorarios de Elsa de Guadalupe Conde Rodríguez, que fueron impresos posteriormente al pago de los mismos por algún problema no inherente al partido, ella nos había entrega recibos vencidos, que por lo mismo solicitamos, la solución que encontramos a este problema es que Elsa Conde nos entregue los recibos que originalmente nos había proporcionado y apegarnos a lo estipulado en el artículo XIX transitorio de 2002 de la Ley de Impuesto Sobre la Renta. Donde se permite que los recibos que tenían las personas que tributaban por honorarios sigan utilizando los recibos que aún tenía.

Hasta diciembre de 2002. Hasta la fecha del presente no los hemos obtenido, en cuanto nos sean entregados se los haremos llegar.

Por lo pronto anexamos los recibos con los que contamos en este momento y fueron requisitados como sigue:

PE 197 sep 02 $40,000.00 Si cuenta con lugar y fecha de expedición.

PE 2 oct 02 No corresponde a honorarios de Elsa Guadalupe Conde Rodríguez.

PE 2 Ago 02 $48,421.05 es probable que a esta se refieran en lugar de la PE 2 oct 02 y se corrige pidiéndole a Elsa de G. Conde Rodríguez anotara lugar y fecha.

PE 200 oct 02 $20,000.00 se corrige pidiéndole al Elsa de G. Conde Rodríguez anotara lugar y fecha.

PE 117 nov 02 $20,000.00 se corrige pidiéndole al Elsa de G. Conde Rodríguez anotara lugar y fecha."

De la verificación a la documentación presentada, se observó que en la relación con los cuatro recibos por un importe de $108,421.5 que carecían de fecha de expedición, el partido los proporcionó nuevamente con fecha del ejercicio 2003, por tal razón la observación se consideró no subsanada, al incumplir lo dispuesto en el artículo 49-A, párrafo 1, inciso a), fracción II del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales.

Por lo que se refiere al recibo 201 por un importe de $40,000.00, aún cuando el partido presentó el recibo correspondiente, éste no cumple con los requisitos fiscales, en virtud de que la fecha de impresión es posterior a la fecha de expedición, por tal razón la observación se consideró no subsanada por un importe de $40,000.00, al incumplir lo dispuesto en el artículo 11.1 del Reglamento de la materia.

Asimismo, se localizó el registro de dos pólizas que carecían de la documentación soporte respectiva. A continuación se detallan las pólizas observadas:

 

	REFERENCIA
	CONCEPTO
	IMPORTE

	PE 123/Dic-02
	Honorarios
	$20,000.00

	PE 126/Dic-02
	Honorarios
	20,000.00

	TOTAL
	 
	$40,000.00


 

Por lo antes expuesto, se solicitó al partido que presentara la documentación comprobatoria original con la totalidad de los requisitos fiscales, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 11.1 y 19.2 del Reglamento de la materia, en relación con lo establecido en el artículo 29-A del Código Fiscal de la Federación.

La solicitud antes citada fue comunicada al partido mediante oficio No. STCFRPAP/675/03, de fecha 30 de abril de 2003, recibido por éste el mismo día.

Mediante escrito No. IA NO. 2/2002 de fech 10 de mayo de 2003, el partido manifestó lo que a la letra dice:

"En cuanto a los honorarios profesionales que carecen de comprobantes, se rectifica anexando la comprobación como sigue:

PE 123 dic 02 se anexa recibo No. 208 de Elsa de G. Conde Rodríguez.

PE 126 dic 02 Se anexa recibo No. 209 de Elsa G. Conde Rodríguez"

De la revisión efectuada a la documentación presentada por el partido, se observó que los recibos de Honorarios tienen fecha de expedición anterior a la fecha de impresión, como se observa a continuación:

 
	REFERENCIA
	NÚMERO DE RECIBO
	IMPRESIÓN
	EXPEDICIÓN
	IMPORTE

	PE-123/12-02
	208
	20-01-03
	15-12-02
	$20,000.00

	PE-126/12/02
	209
	20-01-03
	30-12-02
	20,000.00

	TOTAL
	 
	 
	 
	$40,000.00


Por lo antes expuesto, la observación se consideró no subsanada, al incumplir con lo dispuesto en el artículo 11.1 del Reglamento de la materia.

En el rubro de "Compensaciones", se revisó la cantidad de $547.44, cifra que representa el 15.87% del total de $3,449.54 reportado por el partido. Derivado de la revisión, se determino que la revisión, se determinó que la documentación soporte consistente en recibos a nombre del partido, los cuales cumplen con lo dispuesto por el artículo 11.1 del Reglamento citado.

...

Como se evidencia con lo anteriormente transcrito, en los dictámenes consolidados que presenta la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas al Consejo General del Instituto Federal Electoral, respecto del concepto de servicios personales, en lo relativo a sueldos y prestaciones, se determina un porcentaje de lo reportado y se procede a revisarlos en forma individualizada, es decir, por cada una de las personas que prestan sus servicios o perciban ingresos de un instituto político, a pesar de que en el citado dictamen consolidado que presenta la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas al Consejo General del Instituto Federal Electoral se reporta de manera global; por tanto, como se desprende en el concepto de servicios personales del Comité Ejecutivo Nacional de los entonces partidos políticos Alianza Social, de la Sociedad Nacionalista, Fuerza Ciudadana y México Posible, los servidores de la citada comisión debieron haber revisado a cada una de las personas seleccionadas que integran la nómina, tal como se señala en las subcuentas de sueldos, honorarios profesionales, compensación, reconocimiento por actividades políticas, IMSS, cursos y seminarios, aportaciones al INFONAVIT e impuesto sobre nóminas, en lo que atañe a Alianza Social; investigaciones, capacitación al personal, honorarios profesionales, servicios profesionales de nómina, contratación al personal, ingresos asimilables a sueldos y salarios, y liquidaciones, en lo que respecta a la Sociedad Nacionalista; sueldos, honorarios, compensaciones, crédito al salario, honorarios asimilados, IMSS, SAR e INFONAVIT, en el caso de Fuerza Ciudadana, así como sueldos, honorarios, compensaciones, reconocimiento por actividades políticas, honorarios asimilados a salarios, crédito al salario, IMSS, retiro, cesantía y vida e INFONAVIT, en el caso de México Posible, los cuales están amparados con nóminas y recibos de pago percibidos por cada uno de los colaboradores, reteniendo el correspondiente impuesto sobre la renta por concepto de renumeraciones y pagos al INFONAVIT.

De igual manera, en el rubro de honorarios se señala que se revisa que los comprobantes que se reciben cumplen con los requisitos fiscales, los cuales incluyen las retenciones del impuesto sobre la renta e impuesto al valor agregado, teniendo como soporte para cada pago una póliza por cada cheque emitido.

Por cuanto hace a la revisión por concepto de reconocimientos por actividades políticas (REPAP) del Comité Ejecutivo Nacional, se menciona que en la revisión del control de folios se verificaron los recibos REPAP utilizados, cancelados y pendientes de utilizar, y dicha revisión debió quedar documentada en los papeles de trabajo a que se ha hecho referencia con anterioridad y, por tanto, esta es la información que se debió haber proporcionado al hoy enjuiciante.

Ahora bien, la información a que tienen derecho los ciudadanos mexicanos, como parte integral de su derecho fundamental de acceso a la información pública en materia electoral, particularmente respecto del uso de los recursos públicos por los partidos políticos, de acuerdo con el procedimiento de fiscalización seguido por el Instituto Federal Electoral en el caso bajo análisis, incluye lo relativo a sus gastos en actividades ordinarias permanentes, precisamente en la parte que se refiere a "Servicios personales del Comité Ejecutivo Nacional" de los entonces partidos políticos que ya se han precisado y que poseían su registro como tales ante el Instituto Federal Electoral. Es decir, el ciudadano la puede solicitar directamente a la autoridad administrativa electoral competente, es decir, aquella que tiene las atribuciones conferidas por el orden jurídico para resolver lo planteado, siempre que obren en su archivo (el cual es público) o permanezca bajo la custodia de los partidos porque hubieren solicitado que la revisión de la documentación se hubiere efectuado en sus oficinas, en cuyo supuesto también debe estimarse que forma parte de los archivos de la autoridad o, dicho de manera precisa, es parte de los registros que documentan el ejercicio de las facultades del Instituto Federal Electoral en el procedimiento de fiscalización consistente en la revisión de los informes de gastos ordinarios y que fue la base para generar el dictamen de la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas y, posteriormente, la resolución respectiva del Consejo General del propio Instituto, pero sólo con la peculiaridad de que los depositarios de la misma son los partidos políticos, si bien se encuentra a disposición de los órganos competentes del Instituto Federal Electoral, razón por la cual, en conformidad con lo previsto en el Reglamento del Instituto Federal Electoral en Materia de Transparencia y Acceso a la Información Pública, todo ciudadano puede ocurrir a la Unidad de Enlace del Instituto Federal Electoral para a solicitar la información que obre en su poder o, tratándose de la relacionada con los procedimientos de fiscalización sobre el uso de los recursos públicos de los partidos políticos en los términos apuntados, se encuentre a su disposición. Similares criterios fueron acogidos por este órgano jurisdiccional al resolver los expedientes SUP-JDC-117/2001, SUP-JDC-128/2001 y, recientemente, en el SUP-JDC-41/2004.

Esto es así, máxime cuando en el artículo 41, párrafo segundo, fracciones II y III, de la Constitución federal, a los partidos políticos se les otorga el derecho de recibir el financiamiento público para llevar a cabo sus actividades, mientras que al Instituto Federal Electoral se le reconoce como la autoridad competente responsable de controlar y vigilar el destino de los recursos públicos que por concepto de financiamiento se le otorguen a los partidos políticos; asimismo, en el artículo 82 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, dentro de las atribuciones que tiene el Consejo General del Instituto Federal Electoral, se le confiere la de vigilar lo relativo a los recursos públicos de los partidos y agrupaciones políticas y que los mismos se ajusten a lo prescrito legal y reglamentariamente; en el artículo 38, párrafo 1, inciso k), como obligación de los partidos políticos se establece la de permitir la práctica de auditorías y verificaciones que ordene la Comisión de Consejeros a que se refiere el artículo 49 de dicho ordenamiento jurídico; en el artículo 49-A, párrafo 1, como obligación de los partidos políticos se señala la de presentar ante la respectiva Comisión del Instituto Federal Electoral los informes sobre el origen y monto de los ingresos que reciban por cualquier modalidad de financiamiento, así como su empleo y aplicación; en el inciso g) de la fracción III del párrafo 2 del mismo precepto legal, como obligación del Consejo General del Instituto Federal Electoral se prevé la de acordar los mecanismos necesarios para que sea difundido públicamente el dictamen que emita la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas, así como los informes anuales de los partidos, inclusive, en la gaceta del mismo Instituto, además de que en los incisos d), f) y g) del párrafo 2 del artículo 49-B del propio código electoral federal se prevén como atribuciones de la mencionada comisión de fiscalización, entre otras, las de solicitar a los partidos políticos, cuando lo considere conveniente, que rindan informe detallado respecto de sus ingresos y egresos, así como ordenar, en los términos de los acuerdos del Consejo General del Instituto, la práctica de auditorías a las finanzas de los partidos y las visitas de verificación a los mismos a fin de corroborar el cumplimiento de sus obligaciones y la veracidad de sus informes.

Por tanto, en el presente caso, esta Sala Superior considera que le asiste la razón al actor en cuanto alega que, siendo los partidos políticos entidades de interés público, cuyos ingresos y egresos son conocidos, vigilados, auditados, verificados, sancionados y publicados por el Instituto Federal Electoral, no pueden quedar excluidos de transparentar al público en general la información que están obligados a presentar sobre el origen y destino de sus recursos, en tanto que el propio Instituto Federal Electoral debe permitir el acceso a la información pública sobre el uso de los recursos públicos de los partidos políticos, ya sea que obre en su poder, o bien, se encuentre bajo la custodia de algún partido político, pero a disposición del órgano competente del propio Instituto, en virtud de haber sido objeto de verificación en el procedimiento de fiscalización correspondiente, ya que si bien es cierto que dichos institutos políticos no están mencionados explícitamente por el artículo 3°, fracción XIV, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, también lo es que la documentación o información básica sobre sus elementos organizativos y el uso de sus recursos públicos, como ya se evidenció, forma parte del derecho a la información pública en materia electoral de los ciudadanos, en términos de lo dispuesto en los artículos 6° constitucional, así como 11, en relación con el 3°, fracciones III y V, 42 y 61, párrafo primero, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental.

En consecuencia, la autoridad responsable debió entregar al ciudadano ahora actor la información contenida en los papeles de trabajo que, conforme con el artículo 19.4 del Acuerdo del Consejo General del Instituto Federal Electoral por el que se aprueba el Reglamento que establece los Lineamientos, Formatos, Instructivos, Catálogos de Cuentas y Guía Contabilizadora aplicables a los Partidos Políticos en el registro de sus Ingresos y Egresos y en la presentación de sus informes, generó para apoyar el dictamen respectivo, o bien, de ser necesario, recabarla de las organizaciones de ciudadanos que sucedieron a los entonces partidos políticos, por encontrarse la misma a su disposición, tal y como se estableció anteriormente y, por tanto, en cumplimiento de la ley de transparencia, su reglamento y de los principios que de ellos emanan, estuvo en posibilidad de atender la petición del accionante, ya que está previsto legalmente dentro de sus atribuciones hacerlo, máxime cuando aquélla no es considerada como información reservada ni confidencial en términos de los artículos 13 y 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, así como 6° del Reglamento del Instituto Federal Electoral en Materia de Transparencia y Acceso a la Información Pública.

Asimismo, le asiste la razón al actor, ya que la resolución de la Comisión del Consejo General en Materia de Transparencia y Acceso a la Información carece de una debida fundamentación, pues la responsable realizó una interpretación inadecuada de la ley de la materia, violando en perjuicio del promovente los artículos 6° y 41, párrafo segundo, fracción IV, en relación con el 16 y 35, todos de la Constitución federal, que establecen, respectivamente, el derecho a la información, así como los principios de constitucionalidad y legalidad en materia electoral. En efecto, a pesar de la obligación de toda autoridad a fundar y motivar debidamente sus resoluciones, la responsable no invoca de manera completa e integral los preceptos legales conducentes aplicables al caso concreto y, por consiguiente, las consideraciones por ella expuestas resultan incompletas y parciales para la emisión de la resolución impugnada, ya que, como quedó de manifiesto, el ciudadano sí contaba con el derecho a obtener la información requerida ante la Unidad de Enlace del Consejo General del Instituto Federal Electoral, por lo que, al carecer el acto de debida fundamentación, los motivos aducidos por la responsable para emitir su resolución revisten un carácter de hecho, toda vez que no se adecuan a los preceptos legales por la misma invocados y, por ende, no hay la correlación o adecuación necesaria entre la fundamentación y la motivación que todo acto de autoridad debe revestir.

En este caso, la solicitud de información no está dirigida específicamente hacia un partido sino a un organismo constitucional autónomo como es el Instituto Federal Electoral, quien por las atribuciones legales que ejerce tiene conocimiento de la información relativa a los ingresos y egresos de los partidos políticos, la que incluye las erogaciones para el pago de sus dirigentes nacionales, información que por disposición legal expresa, al ser resultado de una verificación practicada por el Instituto Federal Electoral dentro del respectivo procedimiento de fiscalización, debe permitírsele al ciudadano ahora actor el acceso a la información pública en materia electoral correspondiente.

Como se ha razonado, para que un sujeto tenga derecho a la información señalada es una condición necesaria y suficiente que sea ciudadano mexicano, por lo que el ahora enjuiciante tiene el derecho a tener acceso a la información pública en materia electoral relativa al destino que se le dé a los recursos públicos que reciban los partidos políticos y agrupaciones políticas nacionales, quedando comprendida, entre otro tipo de datos y según se desprende del correspondiente procedimiento de fiscalización bajo análisis, la información sobre los ingresos mensuales que tienen los presidentes y los secretarios de todos los partidos que se han precisado, es decir, en tanto integrantes de los Comités Ejecutivos Nacionales o de la Comisiones Directivas Nacionales de los respectivos partidos, como lo solicitó el ciudadano actor.

Además, resulta importante destacar que la información solicitada por el ciudadano está relacionada con aquella que tiene el carácter de pública, en términos de lo dispuesto en el multireferido artículo 11 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, toda vez que, como resultado de las verificaciones que se realizaron, en su caso, en las oficinas de los partidos políticos como parte de los respectivos procedimientos de fiscalización, debe considerarse que estos últimos (o las organizaciones de ciudadanos que les sucedieron) la conservan con el carácter de depositarios y, por tanto, se encuentra disposición de la autoridad electoral federal competente. Lo anterior, en el entendido de que, como se razonó al inició del presente apartado, dicha información sigue siendo pública, a pesar de que aquéllos hubieren perdido su registro como partidos políticos nacionales, en virtud de que las organizaciones de ciudadanos que les sucedieron, de cualquier forma, tienen la obligación de ponerla a disposición de los órganos competentes del Instituto Federal Electoral.

I. El derecho de acceso a la información pública en materia electoral en favor de los ciudadanos, respecto del uso del financiamiento público que se otorgó a los partidos políticos nacionales, subsiste a pesar de que las organizaciones de ciudadanos hubieren perdido su registro como partido político

Para esta Sala Superior no queda inadvertido el hecho de que, en el presente caso, la información pública en materia electoral solicitada por el ciudadano actor guarda relación con organizaciones de ciudadanos a las cuales les fue cancelado su registro como partidos políticos nacionales, en términos de lo dispuesto en los artículos 32, párrafo 1, y 66, párrafo 1, inciso A), del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, y según se advierte de la Resolución de la Junta General Ejecutiva del Instituto Federal Electoral por la que se emite la declaratoria de pérdida de registro de los partidos políticos nacionales: de la Sociedad Nacionalista; Alianza Social; México Posible; Liberal Mexicano y Fuerza Ciudadana, por no haber obtenido por lo menos el dos por ciento de la votación emitida en la elección federal ordinaria para diputados por ambos principios, celebrada el seis de julio de dos mil tres, la cual fue publicada en el Diario Oficial de la Federación del diez de septiembre de dos mil tres.

Sin embargo, esa circunstancia (organizaciones que perdieron su registro como partidos políticos), no es obstáculo alguno para que ahora se reconozca que se trata de sujetos respecto de los cuales el ciudadano tiene derecho de acceso a la información pública en materia electoral ante el Instituto Federal Electoral, ya que la solicitud está vinculada de manera directa e inmediata con el "…uso de los recursos públicos que reciban los partidos políticos…", según se prevé en el párrafo segundo del artículo 11 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental.

En efecto, en su demanda (número 1 del capítulo marcado como "II. Hechos"), el promovente refiere que "(e)l 14 de enero de 2004, present(ó) ante la Unidad de Enlace del Instituto Federal Electoral una solicitud de acceso a la información, mediante la cual requería los ingresos mensuales de quienes integraban los Comité Ejecutivos Nacionales, de los Presidentes y Secretarios, de los partidos políticos nacionales México Posible (PMP), de la Sociedad Nacionalista (PSN), Alianza Social (PAS) y Fuerza Ciudadana (PFC) que perdieron su registro en las pasadas elecciones federales del año 2003", lo cual, aunado al reconocimiento que hace la autoridad responsable en el informe circunstanciado (último párrafo de la página 1), evidencia cuáles eran los alcances de su solicitud de información, mismos que quedan comprendidos dentro del ámbito material de validez de la norma legal en que se establece el derecho fundamental sustantivo del ciudadano para acceder a la información pública en materia electoral (artículo 11, párrafo segundo, del ordenamiento de referencia).

Además, es necesario tener presente que los sujetos que tienen la obligación de rendir cuentas (como sucede con las organizaciones de ciudadanos que pierden su registro como partidos políticos nacionales), mientras subsistan, tienen la obligación de conservar la documentación soporte de sus informes por un periodo de cinco años, el cual no se cumple aún, como deriva de lo prescrito en el artículo 1164 del Código Civil Federal, en relación con los artículos 49-A, 49-B, párrafo 2, incisos d), e), f), g), h) e i), del código federal electoral; 30, párrafos primero a tercero, del Código Fiscal de la Federación, y, mutatis mutandi, con el 26.1 del Reglamento que establece los Lineamientos, formatos, instructivos, catálogos de cuentas y guía contabilizadora aplicable a los partidos políticos nacionales en el registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de sus informes, máxime que el ejercicio o disfrute de un derecho fundamental, como lo es el de información, no debe quedar por entero a la disposición de terceros, cuando su satisfacción, en primer término y de manera directa, corre a cargo del sujeto legalmente obligado, como lo es el Instituto Federal Electoral, y de manera indirecta, de los partidos políticos nacionales o de quienes gozaron del estatuto jurídico respectivo por haber sido registrados como tales y posteriormente perdieron sus derechos y prerrogativas mas no todas sus obligaciones por habérseles cancelado el registro correspondiente, en términos de lo prescrito en el artículo 11, párrafo segundo, de la precisada ley de transparencia. Es decir, la documentación señalada en dicho ordenamiento, como sustento de los ingresos y egresos de los partidos políticos, debe ser conservada por éstos durante un lapso de cinco años contado a partir de la fecha en que el dictamen consolidado correspondiente se publique en el Diario Oficial de la Federación, y que esa misma documentación está a disposición de la Comisión de Fiscalización. La disposición reglamentaria citada, como se puede advertir de su lectura llana, prevé una obligación ineludible para los partidos políticos nacionales que es la de conservar su documentación y mantenerla a disposición de la autoridad electoral respectiva; empero, tampoco pasa desapercibido para esta Sala Superior que en dicha disposición reglamentaria se hace referencia a "partidos políticos nacionales" y en el presente caso se está en presencia de organizaciones de ciudadanos que no poseen esa calidad jurídica, por lo que, en apariencia y sólo mediante una deficiente interpretación y aplicación de las demás normas jurídicas que se citaron, no quedarían comprendidas las citadas organizaciones de ciudadanos como sujetos obligados.

Ciertamente, una conclusión como la anterior es imprecisa, cuando se atiende a la ratio essendi de la tesis de jurisprudencia que fue publicada en las páginas 208 y 209 de la compilación oficial del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación denominada Jurisprudencia y tesis relevantes 1997-2002, cuyos rubro y texto son:

REGISTRO DE PARTIDO POLÍTICO. SU PÉRDIDA NO IMPLICA QUE DESAPAREZCAN LAS OBLIGACIONES ADQUIRIDAS DURANTE SU VIGENCIA.¾ El hecho de que en el Reglamento que establece los Lineamientos, Formatos, Instructivos, Catálogos de Cuentas y Guía Contabilizadora Aplicables a los Partidos Políticos Nacionales en el Registro de sus Ingresos y Egresos y en la Presentación de sus Informes, no exista una referencia expresa a los procedimientos legales y contables para la liquidación de un partido político que pierde su registro, no implica que exista una falta de regulación que impida que el partido político que pierda su registro cumpla con su obligación de presentar sus informes sobre el origen y monto de los ingresos que haya recibido por cualquier modalidad de financiamiento. Ciertamente, en el artículo 32 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, se establece que al cancelarse el registro de un partido político se pierden todos los derechos y prerrogativas que se establecen en el propio código, pero en ningún momento la interpretación del referido precepto permite sostener o desprender que exista una cancelación o supresión de las obligaciones y responsabilidades que derivan de la actuación que haya tenido el partido político nacional, mientras conservó el registro correspondiente y que, por ello, se le libere del cumplimiento de las obligaciones reglamentarias que tienen un soporte de configuración legal suficiente, como se aprecia en el artículo 49-B, párrafo 2, incisos a) y b), del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales.

Tercera Época:

Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. SUP-JDC-021/99.—Asociación denominada Partido Socialdemócrata.—25 de agosto de 1999.—Unanimidad de votos.

Recurso de apelación. SUP-RAP-040/2000.—Democracia Social, Partido Político Nacional.—12 de octubre de 2000.—Unanimidad de votos.

Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-137/2000. Incidente de ejecución de sentencia.—Democracia Social, Partido Político Nacional.—8 de diciembre de 2000.—Unanimidad de votos.

Sala Superior, tesis S3ELJ 49/2002.

 

Como se puede advertir de dicha tesis, el hecho de que no existan referencias expresas a los procedimientos legales y contables para la liquidación de un partido político que pierde su registro (en el entendido de que recientemente se aprobó el Acuerdo del Consejo General por el que se establece el mecanismo que llevará a cabo el Instituto Federal Electoral para el seguimiento del procedimiento de liquidación de los partidos políticos que obtuvieron menos del 2% de la votación en la Elección Federal Ordinaria para Diputados del 6 de julio de 2003, publicada en el Diario Oficial de la Federación del veintidós de septiembre de dos mil tres), así como para el cumplimiento de sus obligaciones que estén relacionadas con "el uso de los recursos públicos que … (hubieren recibido)… los partidos políticos" (según se dispone en el artículo 11, párrafo segundo, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental), esa circunstancia no implica que las organizaciones de ciudadanos que sustituyan a dichos partidos políticos estén exentas de atender las obligaciones constitucionales y legales que se generaron en razón del estatuto jurídico con el cual se veían beneficiadas las mismas.

Esto es, lo lógico, desde una perspectiva jurídica, es que estas últimas (las organizaciones de ciudadanos que suceden a un partido político) se subroguen en el cumplimiento de las obligaciones de aquéllos (el partido político nacional al que se le otorgó el financiamiento público), sobre todo si se considera que en la propia tesis y diversos asuntos que en forma más reciente ha resuelto esta Sala Superior (los cuales se indican más adelante) se razona que en el artículo 32 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales se prescribe que, al cancelarse el registro de un partido político, se pierden todos sus derechos y prerrogativas previstos en ese mismo ordenamiento jurídico mas no se cancelan o suprimen las obligaciones y responsabilidades que derivan de la actuación que haya tenido aquél mientras conservaba el registro correspondiente, por lo que no se le libera del cumplimiento de las obligaciones señaladas que tienen un soporte de configuración legal suficiente, como deriva desde la misma Constitución federal (en su artículo 41, fracción II, último párrafo) y el propio Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales [artículo 49-B, párrafo 2, incisos a) y b)].

Entre los asuntos en que se ha estimado que las organizaciones de ciudadanos que pierden su registro como partidos políticos nacionales no se liberan del cumplimiento de sus obligaciones, está el SUP-RAP-32/2004, el cual fue resuelto por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación en su sesión del veintiocho de junio de dos mil cuatro. En tal sentido, es conveniente traer a colación la siguiente transcripción del recurso de apelación de referencia:

En el presente caso, el partido político denominado Fuerza Ciudadana, perdió el registro como tal, al no alcanzar el dos por ciento de la votación en la elección federal ordinaria de dos mil tres; sin embargo, este hecho, por sí mismo y para efectos de responder por el incumplimiento a sus obligaciones, no puede traducirse en la inexistencia de un ente jurídico al que la ley señala como posible sujeto de sanciones; sino que, de haber incumplido con las obligaciones que le impone el Código citado, reglamentos o acuerdos aplicables, implica que, como consecuencia, sea sujeto de sanción, por razón natural, con las sanciones que resulten procedentes de las que, de acuerdo a su particular status, prevé el invocado artículo 269 del Código Electoral Federal; de ahí que, se reitera, el hecho de que un partido político que haya perdido su registro como tal, por no alcanzar el porcentaje de votación apuntado, no significa que, automáticamente desaparezca del mundo jurídico y quede, por ende, relevado de las restantes obligaciones jurídicas que adquirió como partido político.

Lo anterior es así, puesto que la pérdida de registro como partido político nacional tiene efectos respecto de los derechos y prerrogativas que se establecen en el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, es decir, en materia electoral, esto es, sobre ese aspecto muy concreto y particular, pero no tiene implicaciones directas e inmediatas en materia civil, penal, mercantil, fiscal o laboral, por citar algunos ejemplos, que la agrupación de ciudadanos que conformó el partido político que perdió el registro haya adquirido mientras existió como tal.

…

Bajo esta perspectiva, el partido político que pierda su registro como tal por no conservar el porcentaje de votación que ha quedado señalado, como ya se indicó y sobre lo que se insiste, no desaparece, ipso facto, del mundo jurídico, pues para responder de las obligaciones que contrajo antes de la cancelación a su registro, así como aquéllas de las que puede ser sujeto de responsabilidad, tales como, las relativas al cumplimiento de la presentación de informes por gastos de actividades ordinarias o de campaña que en su caso hubo realizado, o bien, las derivadas con motivo de las resoluciones o acuerdos emitidos por el Instituto Federal Electoral o de las que provengan del procedimiento de liquidación respectivo, deberá tenérsele como subsistente.

La conclusión anterior se corrobora mediante la aplicación al tema del principio ontológico de prueba, que en esencia, se traduce en considerar que lo ordinario se presume, mientras que lo extraordinario se prueba.

Este principio, se sustenta en el acontecer ordinario o modo natural de ser de las cosas; lo cual, a su vez, se funda en el conocimiento que se obtiene a través de la experiencia; esto es, a lo que comúnmente observa el ser humano que acontece. De tal manera que si en un procedimiento se hacen dos afirmaciones, contrarias entre sí, respecto de las consecuencias de un mismo hecho, merecerá presunción de ser cierta aquella que se ajuste o se apegue más a lo que la experiencia enseña que normalmente acontece, o corresponde al modo natural de ser de las cosas; mientras que la contraria deberá ser demostrada; y si el hecho extraordinario no se acredita, subsiste la presunción de certeza del hecho ordinario.

Al aplicarse este principio al tema en estudio, se encuentra que la presunción es a favor de la permanencia del partido político que pierde el registro en cuanto al cumplimiento de las obligaciones y responsabilidades que tienen un soporte en la reglamentación correspondiente y no a favor de su extinción total.

Lo anterior, porque el carácter político del fin común de los partidos políticos, como asociaciones o entidades de interés público, supone necesariamente que sus miembros comparten ideales, perspectivas, aspiraciones y participación del pueblo en la vida democrática e integración de la representación nacional, sobre lo que debe ser la organización de ciudadanos, que es a lo que se resume el fin común de todo partido político; y esa comunión ideológica constituye un fuerte lazo o cohesión entre sus militantes, extendido incluso a sus simpatizantes, que difícilmente se puede romper mediante los actos de terceros, como son las autoridades electorales.

Esto se debe a que la ideología que se profesa en un determinado partido político se funda, a su vez, programas, principios, valores e ideas comunes de sus miembros que se inculcan al individuo durante su vida, y que forman su concepción de lo que debe ser la vida en sociedad; y por lo cual, anidan en lo más profundo de su conciencia y forman parte de su esencia como ser humano; a diferencia de otra clase de valores, como los deportivos o de recreación, que pueden generar menor arraigo y se pueden satisfacer con mayor facilidad, independientemente de los valores internos de sus afiliados.

Precisamente por eso, los valores e idearios políticos que se comparten por los miembros de cierto partido político, tienen un alto grado de fuerza unificadora e integradora, que no se pierde con facilidad.

Por lo anterior, debe entenderse que existe mayor tendencia a la permanencia en los partidos políticos, aunque no precisamente como sujeto de derechos y prerrogativas que se establecen en el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, pues el valor político que comparten sus integrantes, representa un obstáculo muy fuerte entre éstos. Además, no hay muchas opciones para satisfacerlo, en razón de que regularmente cada ideario o fuerza política está representada en un partido político.

Así, por regla general las opciones políticas que existen son divergentes y pocas, de manera que para satisfacer sus ideas políticas, los individuos no cuentan con la posibilidad de elegir entre muchos partidos y agrupaciones políticas que satisfagan ese ideario. Cuando el individuo encuentra aquel o aquella que colma sus aspiraciones e ideales políticos, y se ajusta a él o ella, lo común o natural será que continúe unido a los demás integrantes del mismo, que comparten con él tales ideales, y no que vuelva a iniciarse en otra asociación, agrupación o partido, con diferente ideario político.

Además, frecuentemente en las asociaciones llegan a darse vínculos personales entre sus miembros, que fortalecen aún más la unión.

De ahí que, lo normal en una asociación que pierde su registro como partido político, es que exista voluntad de sus miembros de permanecer unidos, en una agrupación política formalmente registrada en términos de la normatividad electoral, o por lo menos, como una organización social y política amparada bajo el artículo 9 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con el objeto de hacer frente no como nueva agrupación u organización, sino como un ente jurídico que velará el cumplimiento de las obligaciones contraídas o adquiridas durante su vigencia como partido político Nacional, así como llevar a cabo su procedimiento de liquidación al haber obtenido menos del porcentaje requerido de la votación en la elección correspondiente, en términos de lo dispuesto en el acuerdo aprobado el veintidós de agosto de dos mil tres, por el Consejo General del Instituto Federal Electoral, CG153/2003, publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintidós de septiembre de ese mismo año.

Ahora, si el otrora partido político incumple con las obligaciones señaladas en el artículo 38 y demás disposiciones aplicables del Código Electoral Federal, verbigracia, las relativas al cumplimiento de la presentación de informes por gastos de actividades ordinarias o de campaña que realice, o bien, con las resoluciones o acuerdos del Instituto Federal Electoral, es posible que se le continúe considerando como sujeto de imputación normativa y, en consecuencia, ser castigado con las sanciones que resulten procedentes, con las que de acuerdo a su particular status, prevé el invocado artículo 269 del Código Electoral Federal, tal como se dijo en parágrafos anteriores, así como las que resulten aplicables, en atención al valor jurídico protegido que fue transgredido o que, en su caso, se puso en peligro.

Cosa distinta sería que alguna de las sanciones que en dado caso se impusieran, no pudieran ejecutarse o tuvieran obstáculos para su cumplimiento, ya sea porque jurídicamente no sea factible hacerlo o bien, porque, por ejemplo, tratándose de una sanción que se traduzca en alguna cantidad de dinero, vía multa, no pueda hacerse efectiva porque el partido político culminó su procedimiento de liquidación y no existan bienes muebles o inmuebles para hacer frente al mandamiento de la autoridad.

Por tanto, la autoridad responsable válidamente y en uso de sus facultades, sí puede imponer a un partido político que perdió su registro, ser castigado con las sanciones que resulten procedentes de acuerdo a su particular status, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 269 del Código Electoral Federal, tal como se dijo en parágrafos anteriores, las cuales, como se detallará más adelante, deberán estar fundadas y motivadas, de acuerdo a la infracción cometida, a las circunstancias objetivas y subjetivas que rodean al sujeto infractor. De manera que, para hacerse efectiva o ejecutarse una sanción impuesta por incumplimiento de las obligaciones que tienen los partidos políticos, a guisa de ejemplo, las multas que prevé el inciso b) del precepto invocado, podrían hacerse efectivas a través del mecanismo para el seguimiento del procedimiento de liquidación correspondiente, así como el procedimiento establecido en la parte final del artículo 272, párrafo 2, del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, esto es, notificar a la Tesorería de la Federación de la relación de los bienes y recursos remanentes, y en caso de ser factible, proceder a su cobro en términos de la normatividad aplicable, en razón de que al Instituto Federal Electoral no le fue posible recaudarlas.

En este sentido, los partidos políticos nacionales y las organizaciones de ciudadanos que les sucedan cuando aquéllos pierdan su registro como tales son custodios de la información que hubiera sido objeto de un procedimiento de fiscalización, ya sea de revisión o verificación de los informes o del cumplimiento de sus obligaciones, o bien, de la práctica de alguna auditoría.

En efecto, debe concluirse que dichas organizaciones de ciudadanos que sucedan a algún partido político nacional que pierda su registro, mientras subsistan, son depositarias o custodias de la documentación que da soporte a sus informes anuales o de campaña, o bien, que hubiere sido objeto de alguna auditoría o verificación por parte de la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas, en su caso, durante el plazo de cinco años, como ocurre con los sujetos que tienen la obligación de rendir cuentas (como sucede con las organizaciones de ciudadanos que pierden su registro como partidos políticos nacionales), según deriva de lo prescrito en el artículo 1164 del Código Civil Federal, en relación con los artículos 49-A, 49-B, párrafo 2, incisos d), e), f), g), h) e i), del código federal electoral; 30, párrafos primero a tercero, del Código Fiscal de la Federación, y, mutatis mutandi, con el 26.1 del Reglamento que establece los Lineamientos, formatos, instructivos, catálogos de cuentas y guía contabilizadora aplicable a los partidos políticos nacionales en el registro de sus ingresos y egresos y en la presentación de sus informes, máxime que el ejercicio o disfrute de un derecho fundamental, como lo es el de información, no debe quedar por entero a la disposición de terceros, cuando su satisfacción, en primer término y de manera directa, corre a cargo del sujeto legalmente obligado, como lo es el Instituto Federal Electoral, y de manera indirecta, de los partidos políticos nacionales o de quienes gozaron del estatuto jurídico respectivo por haber sido registrados como tales y posteriormente perdieron sus derechos y prerrogativas mas no todas sus obligaciones por habérseles cancelado el registro correspondiente, en términos de lo prescrito en el artículo 11, párrafo segundo, de la precisada ley de transparencia.

Una conclusión distinta por la que se admitiera que las organizaciones de ciudadanos que suceden a un partido político nacional que pierda su registro, en términos de lo prescrito en el artículo 32, párrafo 1, del código federal electoral invocado, quedan liberadas del cumplimiento de ciertas obligaciones que poseían por su condición de partido político, las haría indebidamente irresponsables e impediría que los ciudadanos pudieran ejercer adecuadamente y en plenitud su derecho político de acceso a la información pública en materia electoral; incluso, lo anterior conduciría injustificadamente a sostener que el disfrute de un derecho fundamental del ciudadano quedara a la disposición de las organizaciones que sucedan a los partidos políticos nacionales, lo cual resulta inadmisible.

Es decir, tales organizaciones de ciudadanos que, en virtud de una situación de hecho o derecho, sean identificables como las auténticas sucesoras del partido político nacional que perdió su registro, están obligadas a coadyuvar con la autoridad electoral federal en el cumplimiento de sus obligaciones constitucionales y legales, cuando ese deber derive de la propia naturaleza de las cosas (el estatuto por el cual a aquéllas se les reconocieron ciertos derechos e impusieron determinadas obligaciones), sin que por ello se traspase el límite de lo razonable con el objeto de dar vigencia al Estado constitucional democrático de derecho, así como garantizar el respeto de los derechos de los demás. Por esto es que resulta relevante la previsión legal de que todo partido político debe establecer en sus estatutos "un órgano responsable de la administración de su patrimonio y recursos financieros y de la presentación de los informes de ingresos y egresos anuales y de campaña", según se dispone en el artículo 27, párrafo 1, inciso c), fracción IV, del código de la materia.

I. La información concerniente a un procedimiento de fiscalización que ha concluido mediante una resolución o determinación de la autoridad administrativa-electoral que pone fin al mismo, aun cuando haya sido objeto de un medio de impugnación jurisdiccional, no puede considerase como reservada

Por otra parte, debe tenerse presente que el alcance jurídico de lo dispuesto en el artículo 6°, párrafo 2, fracción III, de la Reglamento del Instituto Federal Electoral en materia de Transparencia y Acceso a la Información Pública se debe limitar a los procedimientos de fiscalización pendientes de concluir ante el Instituto Federal Electoral, mediante una resolución o determinación administrativa que ponga fina al propio procedimiento, para efectos de establecer lo que se debe entender por "información temporalmente reservada" a la cual no pueden tener acceso los ciudadanos.

Es decir, no se debe comprender dentro de esa información temporalmente reservada a aquélla que esté relacionada con procedimientos cuyas resoluciones o determinaciones finales o concluyentes sean objeto de un medio de impugnación jurisdiccional ante el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, para sostener que está sub iudice o que no ha concluido el procedimiento de fiscalización. En efecto, debe considerarse que la idea de procedimiento de fiscalización corresponde a la facultad que se ejerce por el Instituto Federal Electoral, en tanto conjunto de etapas que debe realizarse ante una autoridad administrativa electoral para la asunción de una determinación sobre los informes de gastos ordinarios o de campaña, mientras que el medio de impugnación jurisdiccional corresponde al término técnico de proceso, como concatenación de actos que se realizan por las partes ante un órgano jurisdiccional para la resolución de un litigio o conflicto intersubjetivo de intereses, en la especie en materia electoral, por lo que no se puede incluir un concepto (proceso) dentro de otro (procedimiento), porque técnicamente tienen una naturaleza diversa, razones por las cuales debe desestimarse el respectivo argumento de la responsable por el cual pretendía justificar su negativa de acceso a la información pública en materia electoral solicitada por el ahora actor.

II. Los partidos políticos no son sujetos directamente obligados por la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental

Aun cuando en el caso bajo análisis está plenamente acreditada la violación del derecho político de acceso a la información pública en materia electoral del ciudadano ahora actor, por las razones que anteceden y que son suficientes para que se revoque la resolución impugnada, sin embargo, como se adelantó, deben desestimarse los agravios del actor resumidos en los incisos a) y b) al inicio de este considerando y que se encuentran encaminados a sostener que, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, el Instituto Federal Electoral está facultado para requerir a los partidos políticos y las agrupaciones políticas nacionales toda información que les sea solicitada por cualquier ciudadano y se encuentre relacionada con los recursos públicos que aquéllos reciban, al margen de las atribuciones conferidas al Instituto Federal Electoral en el orden jurídico o con independencia de que tal información no haya sido objeto de algún procedimiento de fiscalización por parte del propio Instituto Federal Electoral, pues en este último supuesto no se estaría en presencia estrictamente de información pública en tanto que el sujeto directamente obligado por la ley invocada es la autoridad electoral federal, en tanto que los partidos políticos y las agrupaciones políticas nacionales sólo deben cumplir con su obligación de informar a esta última en los casos, términos y modalidades previstos constitucional, legal y reglamentariamente, sin que tal obligación quepa ampliarla según la voluntad de cada ciudadano, debiendo armonizarse al efecto el derecho fundamental de los ciudadanos de acceder a la información pública en materia electoral con el derecho fundamental de los partidos políticos nacionales o las organizaciones de ciudadanos que los sucedan a no ser indebidamente molestados en su persona, propiedades o posesiones.

Como se puede advertir, el agravio del ciudadano básicamente estriba en los alcances jurídicos del artículo 11 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, razón por la cual esta Sala Superior estima necesario reproducir el texto respectivo y establecer la interpretación correspondiente.

Artículo 11.

Los informes que presenten los partidos políticos y las agrupaciones políticas nacionales al Instituto Federal Electoral, así como las auditorias y verificaciones que ordene la Comisión de Fiscalización de los Recursos Públicos de los Partidos y Agrupaciones Políticas, deberán hacerse públicos, al concluir el procedimiento de fiscalización respectivo.

Cualquier ciudadano podrá solicitar al Instituto Federal Electoral, la información relativa al uso de los recursos públicos que reciban los partidos políticos y las agrupaciones políticas nacionales.

El precepto transcrito está referido a dos aspectos torales de la ley de la materia. Por una parte, la transparencia de la información pública gubernamental en posesión del Instituto Federal Electoral relacionada con los informes de los partidos y las agrupaciones políticas nacionales, las auditorías y las verificaciones relativos a la fiscalización de sus recursos, así como el momento en que debe darse cumplimiento a dicha carga institucional y, por otra parte, el acceso de cualquier ciudadano a la información relativa al uso de los recursos públicos que reciban los propios partidos y agrupaciones políticas nacionales.

En efecto, en el primer párrafo del preceptúa o de referencia, se establece una específica obligación para el Instituto Federal Electoral relacionada con la transparencia de la información pública, la cual consiste, en primer término, en la publicación de los informes que presenten los partidos políticos y las agrupaciones políticas nacionales al propio Instituto Federal Electoral (como ocurre con los informes anuales para el reporte de los ingresos totales y gastos ordinarios realizados durante el ejercicio objeto del informe y los informes de gastos de campaña por cada una de las elecciones), así como las auditorías y verificaciones que ordene la Comisión de Fiscalización de los Recursos Públicos de los Partidos y Agrupaciones Políticas y, en segunda instancia, el momento en que debe darse cumplimiento a dicha obligación, esto es, a la conclusión del procedimiento de fiscalización respectivo.

Por otra parte, en el segundo párrafo del precepto en cuestión se prevé que cualquier ciudadano podrá solicitar al Instituto Federal Electoral la información relativa al uso de los recursos públicos que reciban los partidos políticos y las agrupaciones políticas nacionales. Como se puede advertir, esta segunda parte del dispositivo legal confiere un derecho a todo ciudadano para solicitar al Instituto Federal Electoral dicha información y correlativamente establece una obligación a cargo del órgano competente del propio Instituto Federal Electoral de atender tal solicitud, en conformidad con sus atribuciones legales. Es decir, como se evidenció en el apartado II de este considerando, sin duda alguna, incluye lo solicitado por el actor, relativo al uso de los recursos públicos que reciban los partidos políticos y agrupaciones políticas nacionales, comprendiendo, entre otros, "los partidos políticos nacionales México Posible (PMP), de la Sociedad Nacionalista (PSN), Alianza Social (PAS) y Fuerza Ciudadana (PFC) que perdieron su registro en las pasadas elecciones del año 2003", pues tales datos ya fueron conocidos por el Instituto Federal Electoral y sirvieron de base para la revisión de los informes partidarios respectivos.

Empero, el alcance jurídico del derecho de los ciudadanos para acceder a la información relativa al uso de los recursos públicos que reciban los partidos políticos y las agrupaciones políticas nacionales debe ser entendido no sólo a la luz de los principios constitucionales sino también en el contexto de la propia ley y sus objetivos, así como particularmente de las atribuciones legales del Instituto Federal Electoral. Esto es, atendiendo a los criterios gramatical, sistemático y funcional, pero, sobre todo, privilegiando una interpretación jurídica que resulte acorde con la Constitución federal y no sólo garantice el derecho de los ciudadanos de acceder a la información pública en materia electoral y salvaguarde el principio de máxima transparencia de los recursos de los partidos políticos sino proscriba la posibilidad de vulnerar los derechos de terceros y evite infligir molestias adicionales a los partidos políticos que no deriven de las puntuales obligaciones a que están sujetos en materia de control y vigilancia del origen y uso de todos los recursos con que cuentan.

Una interpretación meramente gramatical, asistemática y disfuncional de lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 11 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental podría llevar a considerar que el derecho de acceso a la información relacionada con el uso de los recursos públicos que reciban los partidos y agrupaciones políticas nacionales, sólo está condicionado por la solicitud que se sirva presentar un ciudadano. Es decir, de forma tal que, de manera inmediata y directa, sin más, como lo sugiere el actor, el Instituto Federal Electoral estuviera obligado a atender la solicitud de información: a) Sin que importara que guardara relación con los objetivos de la ley; b) Al margen de las atribuciones constitucionales y legales de la autoridad obligada; c) Al considerar, de hecho, a otros sujetos (como los partidos políticos y las agrupaciones políticas nacionales) como si estuvieran legal y directamente obligados en materia de transparencia y acceso a la información pública gubernamental (a pesar de que, a diferencia de éstos, entre otros aspectos, aquéllos no cuenten, aparentemente por ahora, con la infraestructura e instancias legalmente previstas para atender las correspondientes solicitudes ciudadanas de información sino sólo se encuentren obligados a informar al Instituto Federal Electoral en los términos legales y reglamentarios previstos); d) En franco desconocimiento de los documentos que obren en poder de la autoridad electoral, o bien, de los que sirvan para registrar el ejercicio de sus facultades o su actividad como sujeto obligado o la de sus servidores públicos; e) Sin atender al hecho de que la información esté contenida en los documentos que hubiere generado, obtenga, adquiera, transforme o conserve por cualquier título el Instituto Federal Electoral como sujeto obligado, y f) Mediante la provocación de una molestia ilegal e injustificada a los partidos políticos o agrupaciones políticas nacionales, sobre aspectos o términos respecto de los cuales originalmente no estaban obligados a dar cuenta o informar a la autoridad fiscalizadora de sus recursos ni estaban afectos a procesos de revisión, verificación o auditoría.

Dentro de los objetivos de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental (artículo 4°, fracciones II y IV) están los de transparentar la gestión pública mediante la difusión de la información que generen los sujetos obligados y favorecer la rendición de cuentas a los ciudadanos, de manera que éstos puedan valorar el desempeño de los sujetos obligados. Estos aspectos de la ley, aunados a lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 11 del mismo ordenamiento jurídico, permiten desprender que el derecho de acceso a la información de los ciudadanos sobre el uso de los recursos públicos que reciban los partidos y agrupaciones políticas, primordialmente, está dirigido a examinar el actuar de la autoridad administrativa electoral, por lo que el ciudadano, a través del ejercicio de su derecho de acceso a la información, deviene en una suerte de controlador social o control informal del poder público del Estado. La validez de esta aserción se corrobora si se tiene presente que en el artículo 3°, fracción III, de la propia ley, se prescribe que son documentos cualquier registro que documente el ejercicio de las facultades o la actividad de los sujetos obligados y sus servidores públicos.

No debe perderse de vista que los sujetos obligados a transparentar el ejercicio de sus facultades o su actividad institucional y de sus servidores públicos, así como atender el acceso a la información pública gubernamental, son los que se enumeran en la ley (artículo 3°, fracción XIV, en relación con el 1° y 61). Esto es, el Poder Ejecutivo Federal, la Administración Pública Federal, la Procuraduría General de la República, el Poder Legislativo Federal (la Cámara de Diputados, la Cámara de Senadores, la Comisión Permanente, la Auditoría Superior de la Federación y cualquiera de sus órganos); el Poder Judicial de la Federación (a través de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el Consejo de la Judicatura Federal y la Comisión del Administración del Tribunal Electoral); los órganos constitucionales autónomos (el Instituto Federal Electoral, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, el Banco de México, las universidades y las demás instituciones de educación superior a las que la ley otorgue autonomía y cualquier otro establecido en la Constitución federal); los tribunales administrativos federales, y cualquier otro órgano federal.

De ninguna manera, en términos de lo previsto en la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, los partidos políticos nacionales son sujetos directamente obligados, ya que para ellos pesan las obligaciones que se prevén en la Constitución federal y el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, entre otros ordenamientos jurídicos aplicables, en lo que atañe al control y vigilancia del origen y uso de todos los recursos con los que cuenten, el cual se encuentra a cargo de los órganos competentes del Instituto Federal Electoral, en el entendido de que la propia exposición de motivos de la reforma constitucional electoral de 1996 destacó el principio de máxima transparencia sobre el origen y uso de todos los recursos con que cuentan los partidos políticos y que el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales reglamenta, desde ese año, diversas formas como se da vigencia a dicho principio, como ocurre, entre otras medidas, con la publicación de los respectivos informes de los partidos políticos, así como de los dictámenes y resoluciones de los correspondientes procedimientos de fiscalización a cargo del Instituto Federal Electoral y, en su caso, de las sentencias de este órgano jurisdiccional en el supuesto de que estas últimas sean impugnadas.

En este sentido, según se dispone en los artículos 27, párrafo 1, inciso c), fracción IV; 36, párrafo 1, inciso c); 38, párrafo 1, incisos k) y o); 49, párrafos 2, 3, 5, 7, inciso a), 11, incisos a), fracción I, b), fracciones I, II, III, IV, V, c) y d); 49-A, párrafos 1, incisos a), b) y c); 49-B, párrafo 1, incisos a), b), d), e), f) y g); 182-A, y 269, párrafo 2, incisos a), b), c), d), e) y f), del código electoral señalado, es conveniente tener presente que los partidos políticos, por ejemplo, están obligados a:

i) Establecer un órgano responsable de la administración de su patrimonio y recursos financieros y de la presentación de los informes de ingresos y egresos anuales y de campaña;

ii) Entregar la documentación que la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas les solicite respecto de sus ingresos y egresos;

iii) Utilizar las prerrogativas y aplicar el financiamiento público exclusivamente para el sostenimiento de sus actividades ordinarias, para sufragar los gastos de campaña, así como para promover la participación del pueblo en la vida democrática, contribuir a la integración de la representación nacional y, como organizaciones de ciudadanos, hacer posible el acceso de éstos al ejercicio del poder público, de acuerdo con los programas, principios e ideas que postulen y mediante el sufragio universal, libre, secreto y directo;

iv) Abstenerse de recibir aportaciones o donativos de los sujetos a quienes les está prohibido en la ley;

v) Abstenerse de solicitar créditos provenientes de la banca de desarrollo para el financiamiento de sus actividades;

vi) Abstenerse de recibir aportaciones de personas no identificadas;

vii) Destinar anualmente, por lo menos, el 2% del financiamiento público que reciba para el desarrollo de sus fundaciones o institutos de investigación;

viii) Expedir recibo de las cuotas o aportaciones recibidas y conservar copia para acreditar el monto ingresado;

ix) Abstenerse de recibir anualmente aportaciones en dinero de simpatizantes por una cantidad superior al diez por ciento del total del financiamiento público para actividades ordinarias que corresponda a todos los partidos políticos;

x) Expedir recibos foliados de las aportaciones en dinero que perciban, en los que se hagan constar los datos de identificación del aportante;

xi) Reportar en el informe correspondiente el monto total obtenido de las colectas que realice;

xii) Hacer constar en un contrato celebrado conforme con la legislación aplicable las aportaciones en especie;

xiii) Respetar el límite anual para las aportaciones en dinero que realice cada persona física o moral facultada para ello, así sea en parcialidades y durante cualquier época del año;

xiv) Destinar las aportaciones en bienes muebles o inmuebles únicamente para el cumplimiento del objeto del partido político que haya sido beneficiado con la aportación;

xv) Reportar los ingresos obtenidos por autofinanciamiento en los informes respectivos;

xvi) Sujetar el financiamiento por rendimientos financieros a las reglas previstas legalmente;

xvii) Presentar ante la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas, los informes del origen y monto de los ingresos que reciban por cualquier modalidad de financiamiento, así como su empleo y aplicación, atendiendo a las reglas previstas en el código de la materia, como lo son las relativas al plazo para su presentación, tipo de elección, en su caso, y el contenido del informe;

xviii) Atender las solicitudes que la citada comisión realice a los órganos responsables del financiamiento del partido político, sobre la documentación necesaria para comprobar la veracidad de lo reportado en los informes;

xix) Presentar las aclaraciones o rectificaciones que el partido político estime pertinentes relacionadas con los errores u omisiones técnicas que hubieren sido advertidas durante la revisión de los informes por dicha comisión;

xx) Atender los lineamientos con bases técnicas que se establezcan por la comisión referida para la presentación de los informes del origen y monto de los ingresos que los partidos políticos y las agrupaciones políticas reciban por cualquier modalidad de financiamiento, así como su empleo y aplicación;

xx) Observar los lineamientos para que los partidos políticos y las agrupaciones políticas lleven el registro de sus ingresos y egresos y de la documentación comprobatoria sobre el manejo de sus recursos;

xxi) Atender las solicitudes que considere conveniente formular la comisión para que rindan informe detallado respecto de sus ingresos y egresos;

xxii) Permitir, en los términos de los acuerdos del Consejo General, la práctica de auditorías a sus finanzas que ordene la comisión señalada, ya sea directamente o a través de terceros;

xxiii) Respetar los topes de gastos de campaña que sean establecidos por el Consejo General para cada una de las elecciones;

xxiv) Destinar el 50% de las erogaciones que realice para propaganda en radio y televisión en programas para la difusión de su plataforma electoral, la promoción de sus candidatos, así como para el análisis de los temas de interés nacional y su posición ante ellos, y

xxv) Permitir la realización de visitas de verificación que sean ordenadas por dicha comisión con el fin de corroborar el cumplimiento de sus obligaciones y la veracidad de sus informes.

Así se demuestra que, en materia de control y vigilancia del origen y uso de todos los recursos con que cuentan los partidos políticos nacionales, éstos están obligados a cumplir con ciertas prescripciones jurídicas, las cuales guardarían un relación remota o indirecta con lo pretendido por algún ciudadano, como se detalla más adelante, sin que ello derive de su sólo carácter como entidades de interés público, en términos de lo prescrito en el artículo 41, párrafo segundo, fracción I, de la Constitución federal. Sin embargo, ello no se traduce en la obligación directa para que los mismos partidos políticos atiendan cualquier tipo de solicitud de los ciudadanos sobre información relativa al uso del financiamiento público, así sea por requerimiento de la autoridad electoral, salvo que la información o documentación solicitada hubiere sido objeto directo e inmediato de algún procedimiento de fiscalización (la práctica de auditorías, la realización de visitas de verificación o la revisión de informes) por la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas, como parte del examen ciudadano del actuar de la autoridad o el ejercicio de sus atribuciones, como se detalla más adelante.

En este sentido, los partidos políticos actúan propiamente como coadyuvantes del Instituto Federal Electoral, en tanto que este último es el sujeto directamente obligado en materia de transparencia y acceso a la información pública en materia electoral.

De esta manera, con motivo de la atención de las solicitudes de acceso a la información pública que se formulen ante el Instituto Federal Electoral en relación con el uso del financiamiento público que reciban los partidos políticos nacionales, no se les podría imponer a éstos una carga adicional que vaya más allá de las obligaciones que originalmente derivan de la Constitución federal, el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales y la reglamentación aplicable (en la especie, el Reglamento que establece los Lineamientos, Formatos, Instructivos, Catálogos de Cuentas y Guía Contabilizadora Aplicables a los Partidos Políticos en el Registro de sus Ingresos y Egresos y en la Presentación de sus Informes), y, en general, de los procedimientos de fiscalización (auditoría, comprobación, revisión o verificación), ya que, en última instancia, el objetivo de la ley es, propiamente, el control de las atribuciones o la actividad del Instituto Federal Electoral, en tanto sujeto directamente obligado, y sus servidores electorales; es decir, de hacer transparente la específica gestión pública de la que es responsable y de rendir cuentas a los ciudadanos de la forma, términos y plazos en que ejerce las atribuciones que el orden jurídico le confiere.

Aceptar una situación distinta, en la que indebidamente los partidos políticos nacionales fueran conceptuados como los sujetos directamente obligados a transparentar su actuar y garantizar el acceso a la información pública, mas no como coadyuvantes de un sujeto obligado como el Instituto Federal Electoral, en términos de lo prescrito en el artículo 61, en relación con el 11, párrafo segundo, y el 42, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, así como 269, párrafo 2, inciso b), del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, llevaría a infligir una molestia indebida a los partidos políticos nacionales, sin que éstos cuenten con la infraestructura y las instancias que legalmente se prevén para que los sujetos directamente obligados cumplan con los objetivos de la ley invocada (con independencia de que aquéllos sí cuenten con las instancias a que les obliga el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales). A esta conclusión se arriba, porque los partidos políticos se verían constreñidos a atender cualquier tipo de requerimiento tan variado o contradictorio como el que se les ocurriera a los ciudadanos que desearan alguna información, aún fuera de lo que hubiere sido objeto directo e inmediato de un procedimiento de fiscalización. Sin duda, una situación semejante debe rechazarse por ser eventualmente conculcatoria de los principios de constitucionalidad y legalidad electoral, así como violatoria de lo dispuesto en los artículos 41, párrafo segundo, fracción III, en relación con el 16, párrafo primero, de la Constitución federal, en la medida en que se imponga una obligación adicional a los partidos políticos que derive de solicitudes ciudadanas que no guarden relación con las obligaciones constitucionales, legales y reglamentarias (las contenidas en los lineamientos del Instituto Federal Electoral, por ejemplo) en materia de control y vigilancia de los recursos de los partidos políticos, las cuales son preexistentes y predeterminadas en los ordenamientos jurídicos aplicables.

El deber de transparentar el ejercicio de las atribuciones y la actividad de los sujetos obligados y sus servidores públicos, así como el derecho de acceder a la información pública, en términos de lo prescrito en la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental de 2002, se actualiza a partir de la información contenida en los documentos que los sujetos directamente obligados generen, obtengan, adquieran, transformen o conserven por cualquier título [en el entendido de que son documentos para tales efectos los expedientes, reportes, estudios, actas, resoluciones, oficios, correspondencia, acuerdos, directivas, directrices, circulares, contratos, convenios, instructivos, notas, memorandos, estadísticas, o bien, cualquier otro registro que documente el ejercicio de las facultades o la actividad de los sujetos obligados y sus servidores públicos, sin importar su fuente o fecha de elaboración, o bien, el medio en que esté contenido (escrito, impreso, sonoro, visual, electrónico, informático u holográfico), según se prevé en el artículo 3°, fracciones III y V, de la ley de referencia]. Tan es así que, en la propia ley (artículos 1° y 2°), si bien se establece que toda la información gubernamental a que se refiere dicho ordenamiento legal (o sea la que está contenida en los documentos ya precisados) es pública, su acceso por los particulares debe hacerse en los términos en que se dispone en dicha ley.

El derecho de transparencia y acceso a la información pública en materia electoral tiene por objeto, pues, que los ciudadanos se constituyan en un control social o informal de la actividad del Instituto Federal Electoral y esa obligación correlativa de la autoridad se genera a partir de los registros que documenten el ejercicio de las atribuciones del sujeto obligado.

De ahí que en el artículo 42, párrafo primero, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, se disponga que "(l)as dependencias y entidades sólo estarán obligadas a entregar documentos que se encuentren en sus archivos", con los alcances que más adelante se precisarán, lo cual también es aplicable para el Instituto Federal Electoral, en atención a lo prescrito en el artículo 61, párrafo primero, de la propia ley de referencia.

El Instituto Federal Electoral tiene atribuciones precisas y preestablecidas en materia de control y vigilancia de los recursos de los partidos políticos que guardan una relación estrecha con la transparencia y acceso a la información publica en materia electoral.

Además, en todo momento debe tenerse presente que el derecho de los ciudadanos para solicitar al Instituto Federal Electoral, precisamente, la información relativa al uso de los recursos públicos que reciban los partidos y agrupaciones políticas nacionales, es correlativo a la obligación de transparencia y acceso a la información pública que corre a cargo del propio Instituto, como, por una parte, se infiere del hecho de que el mismo artículo 11, párrafo segundo, de la ley de referencia, está ubicado dentro del Capítulo II, relativo a las "Obligaciones de transparencia", del Título Primero, concerniente a las "Disposiciones generales", y, por la otra, de la circunstancia de que, atendiendo a lo dispuesto en el artículo 61 de la misma ley, en relación con el 3°, fracción IX, de dicho ordenamiento legal, los órganos constitucionalmente autónomos, como lo es el Instituto Federal Electoral, "en el ámbito de sus respectivas competencias, mediante reglamentos o acuerdos de carácter general, establecerán los órganos, criterios y procedimientos institucionales para proporcionar a los particulares el acceso a la información, de conformidad con los principios y plazos establecidos en la ley".

Es decir, el derecho de acceso a la información de los ciudadanos relacionado con el uso de los recursos públicos otorgados a los partidos y agrupaciones políticas nacionales, está sujeto a los términos que se prescriben en la ley (finalidades, objetivos, documentación a que se sujeta dicho derecho, etcétera), así como al alcance de las atribuciones constitucionales, legales y reglamentarias de los órganos competentes del Instituto Federal Electoral (correlativas, por ejemplo, de las obligaciones de los partidos políticos anteriormente reseñadas) en materia de control y vigilancia de los recursos con que cuentan tales entidades, las cuales no pueden ser vulneradas o trastocadas, mucho menos excedidas o desconocidas, bajo el pretexto de que se va a atender una solicitud de acceso a la información pública sobre el uso del financiamiento público entregado a los partidos políticos nacionales.

De esta suerte, dichas atribuciones, básicamente, consisten en la formulación por la Comisión de Fiscalización de los Recursos de los Partidos y Agrupaciones Políticas de solicitudes a los partidos políticos para que entreguen la documentación respecto de sus ingresos y egresos, así como, en su caso, rindan informe detallado sobre esto último; la revisión de que sus informes contengan el reporte de determinados ingresos y la documentación comprobatoria relativa a cierto tipo de aportaciones, así como que, en la presentación de sus informes sobre el origen y monto de los ingresos que reciban por cualquier modalidad de financiamiento, así como su empleo y aplicación, se atienda a las reglas previstas en el código de la materia, como lo son las relativas al plazo para su presentación, tipo de elección, en su caso, y el contenido del informe; las solicitudes a los órganos responsables del financiamiento del partido político sobre la documentación necesaria para comprobar la veracidad de lo reportado en los informes; las solicitudes de aclaraciones o rectificaciones al partido político que estén relacionadas con los errores u omisiones técnicos que hubieren sido advertidas durante la revisión de los informes por dicha comisión; la determinación de los lineamientos con bases técnicas que se establezcan por la comisión referida para la presentación de los informes sobre el origen y monto de los ingresos que los partidos políticos y las agrupaciones políticas reciban por cualquier modalidad de financiamiento, así como su empleo y aplicación, y para que lleven el registro de sus ingresos y egresos y de la documentación comprobatoria sobre el manejo de sus recursos; la práctica de auditorías, directamente o a través de terceros, a las finanzas de los partidos políticos, en los términos de los acuerdos del Consejo General, y la realización de visitas de verificación a los partidos políticos, con el fin de corroborar el cumplimiento de sus obligaciones y la veracidad de sus informes.

Por consiguiente, al resultar parcialmente fundados los agravios expresados por el actor en su escrito de demanda, esta Sala Superior considera procedente revocar la resolución impugnada y ordenar a la autoridad responsable que facilite el acceso a la información solicitada por el ciudadano actor, es decir, la generada en los papeles de trabajo sobre el tema solicitado que soportan los dictámenes consolidados respectivos, la procesada con motivo de las verificaciones practicadas, así como la contenida en los demás instrumentos y mecanismos que las prácticas fiscales, contables y financieras generan, relativa a "los ingresos mensuales de quienes integraban los Comités Ejecutivos Nacionales, de los Presidentes y Secretarios, de los partidos políticos nacionales México Posible (PMP), de la Sociedad Nacionalista (PSN), Alianza Social (PAS) y Fuerza Ciudadana (PFC), que perdieron su registro en las pasadas elecciones federales del año 2003", lo cual deberá realizar dentro del plazo de diez días hábiles contados a partir del día siguiente en que tenga verificativo la sesión ordinaria o extraordinaria próxima al dictado de esta sentencia, y a través de cualquiera de los medios que se prevén en el artículo 42 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental.

Por lo expuesto y con fundamento, además, en los artículos 41, párrafo segundo, fracción IV, y 99, párrafo cuarto, fracciones III y IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1°, fracción II; 186, párrafo primero, fracción III, inciso a); 189, fracción I, inciso f), y 199 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; 1°; 2°; 3°, párrafos 1, inciso a), y 2, inciso c); 4°; 6°, párrafos 1 y 3; 19; 26, y 79 a 85 de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, se:

R E S U E L V E

ÚNICO. Se revoca la resolución de doce de mayo del año que transcurre, emitido en el expediente CCTAI-REV-002/2004, emitida por la Comisión para la Transparencia y Acceso a la Información del Consejo General del Instituto Federal Electoral, debiendo dicha autoridad proporcionar la información solicitada y proceder conforme con lo ordenado en el considerando tercero de la presente sentencia.

NOTIFÍQUESE personalmente al actor, en el domicilio señalado en autos; por oficio, acompañando copia certificada de la presente sentencia, a la Comisión Para la Transparencia y Acceso a la Información del Instituto Federal Electoral, y por estrados a los demás interesados. Devuélvanse los documentos que correspondan y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto total y definitivamente concluido.

Así, por mayoría de votos, lo resolvieron los Magistrados Electorales que integran la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, con el voto en contra del magistrado Eloy Fuentes Cerda, quien formula voto particular, ante el Secretario General de Acuerdos que autoriza y da fe.

VOTO PARTICULAR QUE EMITE EL MAGISTRADO ELOY FUENTES CERDA, EN EL JUICIO PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS POLÍTICO-ELECTORALES DEL CIUDADANO IDENTIFICADO COMO SUP-JDC-216/2004.

Por no compartir las consideraciones que sustentan la resolución mayoritaria, en cuanto a la competencia de este Tribunal para conocer del presente asunto, así como sobre las que se apoya la procedencia del juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano, emito voto particular, en los términos siguientes:

En la sentencia de la mayoría, una de las razones que sustentan la competencia de este órgano jurisdiccional para conocer de la resolución impugnada por Jorge Arturo Zárate Vite, es la relativa a que, en el caso, se actualizan los supuestos previstos en las fracciones III y IX, del párrafo cuarto, del artículo 99 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de conformidad con los cuales al Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación le corresponde resolver en forma definitiva e inatacable, las impugnaciones de actos y resoluciones de la autoridad federal electoral, distintas a las que tengan que ver con las elecciones federales de diputados, senadores y Presidente de la República, así como las demás que señale la ley.

En relación con la citada fracción III, se indica, fundamentalmente, que el acto reclamado emana de uno de los organismos creados por autoridad competente (Consejo General del Instituto Federal Electoral), perteneciente a la autoridad electoral federal, en donde éste actúa en una relación de supra a subordinación, y el contenido del acto, aunque es materialmente electoral, no tiene que ver con las elecciones federales de diputados, senadores y Presidente de la República.

En cuanto a lo dispuesto por el artículo 99, párrafo cuarto, fracción IX, de la Carta Magna, se señala, medularmente, que la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental prevé que las resoluciones recaídas en el recurso de revisión que se hayan interpuesto en contra de la negativa de acceso a la información o la inexistencia de los documentos solicitados, pueden ser impugnadas ante el Poder Judicial de la Federación, actualizándose en consecuencia, lo previsto en la mencionada fracción IX, en relación con los artículos 11, 49, 59 y 61, párrafos primero y segundo, fracción V, de la ley de transparencia invocada con anterioridad, así como 83, párrafo 1, inciso b), de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral. Esto es, que la referida ley de transparencia, adicionó con base en el citado artículo 99, párrafo cuarto, fracción IX, de la Constitución General de la República, un supuesto específico de procedencia del juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano, consistente en presuntas violaciones al derecho político de los ciudadanos de acceso a la información pública en materia electoral, al impugnarse una resolución de las autoridades del Instituto Federal Electoral recaídas al recurso de revisión, en los términos de los artículos 61, párrafos primero y segundo, fracción V, en relación con los numerales 11, 49 y 59 de la ley de transparencia antes invocada.

Difiero de las anteriores consideraciones.

En el artículo 99, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se encuentran establecidas las bases fundamentales rectoras de la jurisdicción electoral del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, señalándose, en el párrafo cuarto, que a dicho órgano jurisdiccional le corresponde resolver en forma definitiva e inatacable, en los términos de esta Constitución y según lo disponga la ley, sobre:

I. Las impugnaciones en las elecciones federales de diputados y senadores;

II. Las impugnaciones que se presenten sobre la elección de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos que serán resueltas en única instancia por la Sala Superior, quien realizará el cómputo final de esta elección, una vez resueltas, en su caso, tales impugnaciones, procediendo a formular la declaración de validez de la elección y la de Presidente Electo respecto del candidato que hubiese obtenido el mayor número de votos;

III. Las impugnaciones de actos y resoluciones de la autoridad electoral federal, distintas a las señaladas en las dos fracciones anteriores, que violen normas constitucionales o legales;

IV. Las impugnaciones de actos o resoluciones definitivos y firmes de las autoridades competentes de las entidades federativas para organizar y calificar los comicios o resolver las controversias que surjan durante los mismos, que puedan resultar determinantes para el desarrollo del proceso respectivo o el resultado final de las elecciones;

V. Las impugnaciones de actos y resoluciones que violen los derechos político electorales de los ciudadanos de votar, ser votado y de afiliación libre y pacífica para tomar parte en los asuntos políticos del país, en los términos que señalen esta Constitución y las leyes;

VI. Los conflictos o diferencias laborales entre el Tribunal y sus servidores;

VII. Los conflictos o diferencias laborales entre el Instituto Federal Electoral y sus servidores;

VIII. La determinación e imposición de sanciones en la materia; y

IX. Las demás que señale la ley.

La ley que desarrolla esta competencia constitucional otorgada a favor del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, es la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, tal como se advierte del artículo 1º de dicho ordenamiento, así como en la exposición de motivos al decreto de expedición de la citada ley.

El mencionado artículo 1º dispone que la citada ley, es de orden público, de observancia general en toda la República y reglamentaria de los artículos 41, 60 y 99 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En la referida exposición de motivos al citado decreto, publicado en el Diario Oficial de la Federación correspondiente al veintidós de noviembre de mil novecientos noventa y seis, se indica, en lo conducente:

1. Que acorde con el propósito del Constituyente Permanente, en el sentido de introducir nuevos mecanismos jurídicos para otorgar mayor eficacia y confiabilidad a la justicia electoral en nuestro país, la iniciativa de ley se reputa como reglamentaria de los artículos 41, 60 y 99 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;

2. Que dicha ley establece y regula en forma detallada el nuevo sistema de medios de impugnación que garantizará el estricto cumplimiento de los principios de constitucionalidad y de legalidad en materia electoral, así como la debida protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos;

3. Que el título primero del libro primero, denominado "De las disposiciones generales", define con claridad cuáles son los propósitos fundamentales del sistema de medios de impugnación, señala en forma genérica quiénes son las autoridades competentes para conocer y resolver cada uno de ellos e identifica por su nombre a las vías que componen dicho sistema;

4. Que por lo que respecta al libro segundo que se denomina "De los medios de impugnación y de las nulidades en materia electoral federal", en él se recogen varias disposiciones, figuras e instituciones procesales que estaban previstas en la legislación electoral federal, introduciendo las adecuaciones necesarias para que el sistema impugnativo garantice no solo la legalidad de los actos y resoluciones electorales, sino también el estricto cumplimiento del principio de constitucionalidad;

5. Que el libro tercero de la iniciativa de ley, está destinado a la regulación específica de lo previsto por los artículos 41 fracción IV y 99, párrafo cuarto, fracción V, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo que se refiere a la salvaguarda constitucional de los derechos político-electorales de los ciudadanos, precisándose que el juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano sólo será procedente cuando éste por sí mismo y en forma individual, haga valer presuntas violaciones a sus derechos consistentes en votar, ser votado, asociarse individual y libremente para tomar parte en forma pacífica en los asuntos políticos y afiliarse libre e individualmente a los partidos políticos, para lo cual la ley señala en forma enunciativa y no limitativa, los distintos casos en los cuales puede ser promovido el juicio.

De esta exposición, se desprende que:

a) El Constituyente Permanente reservó a la legislación ordinaria, reglamentar el ámbito competencial otorgado por el artículo 99 de la Constitución Federal, a favor del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. Al efecto, se expidió la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral.

b) Para las impugnaciones de actos y resoluciones que violen los derechos político-electorales de los ciudadanos, prevista en la fracción V del párrafo cuarto, del artículo 99 de la Constitución Federal, se creó el juicio previsto en el libro tercero de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, esto es, el juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano.

De acuerdo con lo anterior, estimo que el juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano, constituye el medio de defensa que regula, exclusivamente, la atribución del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación para conocer de las impugnaciones que refiere la fracción V, del párrafo cuarto, del artículo 99 de la Carta Magna, acotada a las impugnaciones de actos y resoluciones que violen los derechos político-electorales de los ciudadanos de votar, ser votado y de afiliación libre y pacífica para tomar parte en los asuntos políticos del país, pues fue expresa la intención del legislador en ese sentido. En el caso, de la demanda presentada por el ahora promovente, no se aprecia que se aduzca violación alguna a los derechos político-electorales antes mencionados.

En este sentido, contrariamente a lo que se sostiene en la mayoritaria, el juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano no es el cauce legal para que este tribunal conozca de las impugnaciones a que hace referencia el citado artículo 99, párrafo cuarto, fracción III, de la Ley Fundamental, pues así no lo consideró el legislador ni fue su intención.

En mi concepto, las impugnaciones previstas en esta fracción III, evidentemente han de ser aquéllas que sean distintas a las que puedan hacerse valer mediante el juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano, pues, como se dijo, éste reglamenta y precisa el ámbito competencial otorgado a favor de este tribunal en la fracción V del propio precepto constitucional, según se declara en la misma exposición de motivos, pues de no ser así, el Constituyente Permanente hubiera subsumido en una sola fracción los supuestos específicos de las impugnaciones vinculadas con la violación de derechos político-electorales.

En efecto, las impugnaciones de actos y resoluciones de la autoridad electoral federal, distintas a las que tienen que ver con las impugnaciones sobre la elección de diputados, senadores y Presidente de la República, previstas en el artículo 99, párrafo cuarto, fracción III, de la Ley Fundamental, de acuerdo con la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, no se canalizan por el juicio protector de los derechos del ciudadano, sino que constituyen los supuestos de procedencia del recurso de apelación, y según el caso, la competencia de la Sala Superior de este tribunal; lo anterior, por así derivarse de lo dispuesto por los artículos 3 párrafo 2 inciso b), 34, 40, 41, 42 y 44, párrafos 1 y 2 inciso a), que refieren a actos de la autoridad electoral federal que no tienen relación con las impugnaciones a las elecciones de diputados, senadores y Presidente de la República, como son los actos generados entre dos procesos electorales federales y los vinculados con la etapa preparatoria de la elección, cuyo conocimiento es de esta Sala Superior.

Por otra parte, tomando en consideración que el ordenamiento que reglamenta el artículo 99 de la Constitución Federal, es la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, como así lo dispone su artículo 1º, y se reconoce en la exposición de motivos antes señalada, los asuntos que en materia de impugnaciones, corresponde resolver a este tribunal son los comprendidos en la regulación contenida en la mencionada ley de medios, pues es la legislación especializada en materia electoral creada precisamente para desarrollar la jurisdicción contenciosa, que es propia a la naturaleza de dicho órgano, y no en una legislación diversa, como es la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, que a su vez, constituye la legislación reglamentaria de otra disposición constitucional, la contenida en el artículo 6, relativa al derecho a la información.

Ahora bien, en relación con la disposición contenida en el artículo 99, párrafo cuarto, fracción IX, de la Constitución General de la República, que atribuye la competencia a este tribunal para conocer "las demás que señale la ley", en mi concepto, constituye una atribución genérica otorgada al Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, para el conocimiento de asuntos diversos a las impugnaciones, conflictos e imposición de sanciones precisadas en las ocho fracciones que le preceden, y que el Constituyente Permanente no consideró pertinente destacar en razón de la naturaleza rectora que caracteriza a un ordenamiento constitucional

Por estas razones, considero inadmisible la afirmación que se contiene en el fallo mayoritario, en el sentido de que a las hipótesis de procedencia del juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano previstos en la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental adicionó, con base en el artículo 99, párrafo cuarto, fracción IX, de la Carta Magna, un supuesto específico de procedencia del citado medio impugnativo, así como que el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación no tiene una competencia que limitativamente se encuentra circunscrita a los supuestos expresos de la mencionadas ocho fracciones antes referidas; lo anterior, en tanto que, a mi juicio, la competencia jurisdiccional de este Tribunal se debe necesariamente constreñir a la que deriva de los supuestos establecidos en el artículo 99, párrafo cuarto, fracciones I, II, III, IV, V, VI, VII y VIII, de la Ley Fundamental, a través de los medios de impugnación que prevé la ley reglamentaria de la materia, esto es, la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, pues éstos constituyen las bases en torno a los cuales gira el sistema contencioso electoral del que corresponde conocer al citado tribunal, estableciéndose la fracción IX como una atribución genérica, al margen de dicho sistema, aunque vinculado con las actividades, organización y funcionamiento de dicho órgano jurisdiccional.

Así pues, para que se actualice la jurisdicción que corresponde a este tribunal, la violación que se aduzca debe encontrarse relacionada con alguno de los derechos protegidos al amparo del sistema contencioso electoral referido con anterioridad, y además que la impugnación sea canalizada por la vía procesal procedente. En la ejecutoria de la mayoría, se sostiene la competencia de este órgano jurisdiccional a través de la procedencia del juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano, lo que en mi concepto, para que ello sea así, el derecho a la información que se estima violado, debe constituir un medio para el ejercicio de un derecho político-electoral tutelado por la Constitución Federal y la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, lo que en la especie no veo que acontezca, como a continuación se evidencia.

En los artículos 41 segundo párrafo base IV y 99, párrafo cuarto, fracción V, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se establece que el sistema de medios de impugnación en materia electoral garantizará la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos de votar, ser votado, de afiliación libre y pacífica para tomar parte en los asuntos políticos del país, resolviéndose las impugnaciones contra actos que violen esos derechos, en forma definitiva e inatacable, por el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, en los términos que señalen la propia Constitución y la ley.

Por su parte, la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, reglamentaria de las anteriores disposiciones constitucionales, en su artículo 79, párrafo 1, dispone que el juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano, sólo procederá cuando el ciudadano por sí mismo y en forma individual, haga valer presuntas violaciones a sus derechos de votar y ser votado en las elecciones populares, de asociarse individual y libremente para tomar parte en forma pacífica en los asuntos políticos y de afiliarse libremente a los partidos políticos.

El artículo 80, párrafo 1, del mismo ordenamiento, señala que el juicio de mérito, podrá ser promovido por el ciudadano cuando se presente alguno de los supuestos que ahí mismo se establecen.

Al respecto, esta Sala Superior ha sostenido en jurisprudencia, identificable bajo el rubro: "JUICIO PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS POLÍTICO-ELECTORALES DEL CIUDADANO. REQUISITOS PARA SU PROCEDENCIA", que:

A) La procedencia del juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano, se encuentra regulada por el invocado artículo 79, de conformidad con el cual para satisfacerla se requiere, entre otros elementos, que el promovente haga valer presuntas violaciones a cualquiera de los siguientes derechos: de votar y ser votado en las elecciones populares, de asociarse individual y libremente para tomar parte en forma pacífica en los asuntos políticos y de afiliarse libre e individualmente a los partidos políticos.

B) Para tener por satisfecho dicho requisito, es suficiente con que en la demanda se aduzca que con el acto o resolución combatido se cometieron violaciones a alguno o varios de los derechos mencionados, en perjuicio del promovente, independientemente de que en el fallo que se llegue a emitir se puedan estimar fundadas o infundadas tales alegaciones; es decir, que el elemento en comento es de carácter formal, y tiene como objeto determinar la procedencia del juicio, en atención a que la única materia de la que se puede ocupar el juzgador en el mismo, consiste en dilucidar si los actos combatidos conculcan o no los derechos mencionados, y si el promovente no estimara que se infringe ese tipo de prerrogativas, la demanda carecería de objeto en esta vía.

C) Para considerar procedente el juicio de mérito, es suficiente que la demanda satisfaga los requisitos del artículo 79 citado, aunque no encuadre en ninguno de los supuestos específicos contemplados en el 80.

Asimismo, este órgano jurisdiccional en diversa jurisprudencia, intitulada "JUICIO PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS POLÍTICO-ELECTORALES DEL CIUDADANO. PROCEDE CUANDO SE ADUZCAN VIOLACIONES A DIVERSOS DERECHOS FUNDAMENTALES VINCULADOS CON LOS DERECHOS DE VOTAR, SER VOTADO, DE ASOCIACIÓN Y DE AFILIACIÓN", ha considerado que el referido juicio debe considerarse procedente no sólo cuando directamente se hagan valer presuntas violaciones a cualquiera de los derechos político-electorales antes referidos, sino también cuando se aduzcan violaciones a otros derechos fundamentales que se encuentren estrechamente vinculados con el ejercicio de aquéllos, como podrían ser los de petición, de información, de reunión o de libre expresión y difusión de las ideas, cuya protección sea indispensable a fin de no hacer nugatorio cualquiera de aquellos.

De lo anterior, se obtiene que de conformidad con el ordenamiento jurídico vigente en materia electoral, así como su interpretación realizada por este tribunal, el juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano, únicamente procede contra actos o resoluciones que violen los derechos político-electorales del ciudadano de votar, ser votado, y de asociación o afiliación, de manera que será notoriamente improcedente, en términos de lo previsto en el artículo 9, párrafo 3, de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, cuando se promueva contra actos o resoluciones que no involucren una afectación a los derechos mencionados, salvo que se trate de algún otro derecho fundamental necesario para ejercer los anteriores derechos político-electorales, cuyo eventual desconocimiento haga nugatorio alguno de estos últimos.

En la especie, del escrito de demanda presentada por Jorge Arturo Zárate Vite, no se advierte que éste exprese algún posible agravio, ni relate hechos que pudieran relacionarse, directa o indirectamente, con la afectación de cualquiera de los citados derechos de votar, de ser votado, de asociarse o de afiliarse, para establecer en conformidad con la tesis de jurisprudencia antes referida, así sea de manera formal, que pudiera tenerse por satisfecho uno de los elementos indispensables para la procedencia del medio de impugnación que nos ocupa, en términos de la citada tesis jurisprudencial. Por otra parte, si bien se aprecia que el actor alega de manera destacada la violación al derecho a la información, previsto en el artículo 6 de la Ley Fundamental, no aduce en forma alguna que el mismo se encuentre, en el caso, vinculado con alguno de sus derechos político-electorales, de manera que fuera necesario para el ejercicio de éstos, lo cual resulta indispensable para la procedencia del presente juicio, tal como lo ha sostenido este tribunal.

En la demanda de mérito, se señala como acto impugnado la resolución emitida por la Comisión del Consejo en Materia de Transparencia y Acceso a la Información del Instituto Federal Electoral, fechada el doce de mayo de año en curso, que declaró infundado el recurso de revisión y confirmó la determinación del Comité de Información del propio instituto, que a su vez confirma la inexistencia en sus archivos, de la información solicitada por el ahora promovente, y determina que es materialmente imposible atender dicha solicitud, misma que se refiere, en términos generales, a los montos de los sueldos o ingresos que correspondían a los Presidentes y Secretarios de los Comités Ejecutivos Nacionales de los entonces partidos políticos México Posible, de la Sociedad Nacionalista, Alianza Social y Fuerza Ciudadana.

En relación con dicho acto, el suscrito observa que el ahora accionante solamente formula diversos argumentos tendientes a evidenciar la conculcación a su derecho de información, aduciendo esencialmente que el Instituto Federal Electoral, está en la aptitud de requerir la información solicitada a los partidos políticos, pues tales entidades de interés público no se encuentran al margen del movimiento de transparencia y otorgamiento de información, que inspiró la expedición de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental. De la lectura al ocurso que nos ocupa, no advierto, siquiera lejanamente alguna expresión que aluda a que la información requerida al citado instituto le sea necesaria, a fin de que pueda ejercer sus derechos de votar a favor de algún candidato o candidatos, o de ser votado a un cargo de elección popular, o bien, que la referida información le resulte indispensable para decidir asociarse o afiliarse a algún partido político; por el contrario, cuando en su escrito inicial el actor expresa ser un ciudadano que ejerce la profesión de periodista, desarrollando una función social relacionada con la transparencia y acceso a la información pública, que desea tener conocimiento del funcionamiento administrativo de los partidos políticos –que no político o de otra índole-, hace manifiesta, y sin lugar a dudas, la idea de combatir, con un contenido autónomo, una supuesta violación a un derecho fundamental, el de información, o en todo caso, en relación con el ejercicio libre de una profesión, pues la pretensión que refleja es la de obtener, exclusivamente, la información que requirió ante la autoridad antes mencionada, con base en el derecho que, en concepto del actor, le concede como ciudadano, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, y que le es necesaria para el ejercicio de su profesión. Es decir, la pretensión del accionante radica, a mi parecer, en la obtención de la información, por la información misma, o cuando más, para el ejercicio de una profesión, sin que ello lo haga depender o se encuentre vinculado con algún otro derecho fundamental, ni menos aún de carácter político-electoral.

En esa virtud, si la contravención alegada por el promovente, no se encuentra vinculada con el ejercicio de algún derecho político-electoral, el juicio de mérito carece de objeto, pues la única materia de que se puede ocupar esta Sala, en esta vía, consiste en dilucidar si los actos combatidos conculcan o no los derechos político-electorales previstos en el artículo 79 de la citada ley de medios, y de ahí que devenga improcedente.

Por otra parte, debe decirse que el hecho de que el acto controvertido provenga de una autoridad electoral, como en el presente caso es el Instituto Federal Electoral, no actualiza la competencia de este tribunal, pues eso depende de la controversia que el propio accionante formule y la vía procesal en la que sea promovida; naturaleza de la pretensión que deduzca, y en el caso que ahora nos ocupa, en concepto del suscrito, la litis versa en determinar si se conculcó o no el derecho fundamental que garantiza el artículo 6 de la Constitución Federal, con la intención de obtener la información que requirió al Instituto Federal Electoral, la que según afirma el actor en su demanda, exige en su calidad de ciudadano, por ser un periodista en ejercicio de su profesión que se encuentra interesado en el funcionamiento administrativo de los partidos políticos, aspecto que, a lo sumo, se encontraría vinculado con el ejercicio libre de una profesión.

No pasa desapercibido que, incluso la información requerida por el accionante, se encuentra relacionada con entes que actualmente no tienen el carácter de partidos políticos, por encontrarse vinculada con los entonces partidos políticos México Posible, de la Sociedad Nacionalista, Alianza Social y Fuerza Ciudadana, quienes perdieron su registro, según se advierte de la resolución de la Junta General del Instituto Federal Electoral por la que se emite la declaratoria de pérdida de registro de los citados partidos políticos nacionales, por no haber obtenido por lo menos el dos por ciento de la votación emitida en la elección federal ordinaria para diputados por ambos principios, celebrada el seis de julio de dos mil tres, publicada en el Diario Oficial de la Federación el diez de septiembre de ese mismo año. Lo anterior, deja advertir aún más la independencia del acto impugnado con la posible vulneración de algún derecho político-electoral.

Debe señalarse que el acto reclamado en el presente medio de impugnación, de acuerdo con lo manifestado por el promovente, podría ser violatorio del derecho que regula la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, específicamente el derecho que asiste a todo ciudadano a solicitarle al Instituto Federal Electoral, información relativa al uso de los recursos públicos que se asignan a los partidos políticos y a las agrupaciones políticas nacionales, y que se encuentra garantizado en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su artículo 6, cuando ordena que el derecho a la información será garantizado por el Estado.

De dicha ley destaca, para lo que aquí interesa, lo siguiente:

De conformidad con el artículo 1º, la misma tiene como finalidad proveer lo necesario para garantizar el acceso de toda persona a la información en posesión de los Poderes de la Unión, los órganos constitucionales autónomos o con autonomía legal, y cualquier otra entidad federal.

Asimismo, se indica en su artículo 2, que toda la información gubernamental a que se refiere la propia ley, es pública y los particulares tendrán acceso a la misma en los términos señalados en ella.

Como objetivos de la ley en comento, se señalan en el artículo 4, entre otros, los siguientes: proveer lo necesario para que toda persona pueda tener acceso a la información mediante procedimientos sencillos y expeditos; transparentar la gestión pública mediante la difusión de la información que generan los sujetos obligados; garantizar la protección de los datos personales en posesión de los sujetos obligados; favorecer la rendición de cuentas a los ciudadanos, de manera que puedan valorar el desempeño de los sujetos obligados, así como contribuir a la democratización de la sociedad mexicana y la plena vigencia del Estado de Derecho.

De conformidad con el artículo 11, cualquier ciudadano podrá solicitar al Instituto Federal Electoral, la información relativa al uso de los recursos públicos que reciban los partidos políticos y las agrupaciones políticas nacionales.

Las anteriores disposiciones dejan advertir que dicha ley no tiende más que a hacer efectivo el derecho que tienen todos los gobernados a recibir información que obre en poder del Estado. Este derecho fundamental que constituye una de las facetas que integran el derecho a la información que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos reconoce expresamente en su artículo 6, se encuentra estrechamente vinculada con el respeto de la verdad y la transparencia, que si bien constituye un elemento básico para el mejoramiento de la conciencia ciudadana que contribuirá al progreso de la sociedad misma, no deja de constituirse como garantía autónoma de los demás derechos fundamentales, incluyendo los de carácter político-electoral, sin que esto obste para que en algún caso, sea susceptible de encontrarse vinculado con el ejercicio de alguno de estos últimos, pero ello dependerá de la situación particular y concreta que llegue a presentarse, y que no pueden establecerse de manera general a priori.

Por otra parte, en la exposición de motivos de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, se señala que la iniciativa preserva la jurisdicción constitucional como el medio idóneo para la protección de los derechos fundamentales reconocidos en la Carta Magna, a través del juicio de amparo, que es la última instancia de la que disponen los justiciables.

De lo anterior, se obtiene que en la exposición de los motivos de la citada ley, existió latente la idea de regular el derecho a la información como un derecho fundamental autónomo, tan es así que se señaló como instrumento para hacerlo valer, el juicio de garantías, medio idóneo para reclamar la violación a derechos fundamentales, como en el caso lo es, justamente el derecho a la información, regulado por el artículo 6 de la Constitución Federal, que ha sido catalogado por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, como una garantía individual, restándole el carácter de garantía electoral que originalmente le concedió al encontrarse subsumida en la reforma política de mil novecientos setenta y siete, que obligaba al Estado a permitir que los partidos políticos expusieran ordinariamente, a través de los medios masivos de comunicación, sus programas, idearios, plataformas y demás características inherentes a tales agrupaciones.

La circunstancia de que en la exposición de motivos de la iniciativa a la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, refiriera al juicio de amparo, sólo deja advertir, de suyo, la idea de constituir el derecho a la información, como una garantía autónoma, puesto que de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 103 y 107 de la Carta Magna, el citado medio de defensa es el instrumento per se para hacer valer violaciones a las garantías individuales, carácter que atribuye la Suprema Corte de Justicia de la Nación al citado derecho subjetivo público. Esto es, no afirmo que el hecho de mencionarse al juicio de amparo, en la citada exposición de motivos, excluya alguna jurisdicción especializada, sino tan solo de que la intención del legislador con la expedición de la citada ley, fue proteger una garantía individual; y si bien eventualmente pudiera actualizarse la competencia especializada de este Tribunal, a través del juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano, para ello necesariamente debe existir la vinculación del derecho a la información con el ejercicio de alguno de los derechos político-electorales de votar, ser votado, de asociarse individual y libremente para tomar parte en los asuntos políticos del país, o de afiliación libre e individual a los partidos políticos, aspecto que en la especie no advierto.

En efecto, como se señaló con anterioridad, la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sentado criterio en el sentido de considerar el derecho a la información, propiamente como una garantía individual, tal como se aprecia en la tesis siguiente:

"DERECHO A LA INFORMACIÓN. LA SUPREMA CORTE INTERPRETÓ ORIGINALMENTE EL ARTÍCULO 6º CONSTITUCIONAL COMO GARANTÍA DE PARTIDOS POLÍTICOS, AMPLIANDO POSTERIORMENTE ESE CONCEPTO A GARANTÍA INDIVIDUAL Y A OBLIGACIÓN DEL ESTADO A INFORMAR VERAZMENTE. Inicialmente, la Suprema Corte estableció que el derecho a la información instituido en el último párrafo del artículo 6o. constitucional, adicionado mediante reforma publicada el 6 de diciembre de 1977, estaba limitado por la iniciativa de reformas y los dictámenes legislativos correspondientes, a constituir, solamente, una garantía electoral subsumida dentro de la reforma política de esa época, que obligaba al Estado a permitir que los partidos políticos expusieran ordinariamente sus programas, idearios, plataformas y demás características inherentes a tales agrupaciones, a través de los medios masivos de comunicación (Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, 2a. Sala, Tomo X, agosto 1992, p. 44). Posteriormente, en resolución cuya tesis LXXXIX/96 aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo III, junio 1996, p. 513, este Tribunal Pleno amplió los alcances de la referida garantía al establecer que el derecho a la información, estrechamente vinculado con el derecho a conocer la verdad, exige que las autoridades se abstengan de dar a la comunidad información manipulada, incompleta o falsa, so pena de incurrir en violación grave a las garantías individuales en términos del artículo 97 constitucional. A través de otros casos, resueltos tanto en la Segunda Sala (AR. 2137/93, fallado el 10 de enero de 1997), como en el Pleno (AR. 3137/98, fallado el 2 de diciembre de 1999), la Suprema Corte ha ampliado la comprensión de ese derecho entendiéndolo, también, como garantía individual, limitada como es lógico, por los intereses nacionales y los de la sociedad, así como por el respeto a los derechos de tercero."

La Suprema Corte de Justicia de la Nación evidenció la diferencia de las concepciones que han girado en torno al derecho a la información, decantándose por la de entender a este derecho como una garantía individual limitada por los intereses nacionales y los de la sociedad, así como por el respeto a los derechos de tercero, y aunque no se indica que para proteger el derecho a la información proceda el juicio de amparo, pues es claro que no es la única vía para hacer valer el respeto a los derechos fundamentales, lo cierto es que si no se actualiza la procedencia de ningún otro medio de defensa específico, es obvio, aunque no se diga, que el idóneo para cuestionar cualquier presunta violación que se cometiera en su contra, sería necesariamente el juicio de amparo, por ser el diseñado constitucionalmente para hacer valer la transgresión a garantías individuales.

Luego entonces, al existir un medio procesal -juicio de amparo- idóneo para reclamar la violación de las garantías individuales, como es el derecho a la información, es indudable que dicha vía es la procedente para analizar alegaciones como las que plantea Jorge Arturo Zárate Vite.

Ahora bien, la circunstancia de que el artículo 73, fracción VII, de la Ley de Amparo disponga que el juicio de garantías será improcedente contra actos de las autoridades electorales, no autoriza, en este caso, la válida instauración de un juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano, por lo siguiente:

Como se apuntó con anterioridad, este último medio de defensa sólo procede en los casos específicos antes referidos.

Por otro lado, debe recordase que si bien el origen de la disposición legal antes aludida, obedeció a la corriente ideológica que postulaba que el Poder Judicial de la Federación debía quedar al margen de cualquier conflicto de carácter político, este aspecto ha ido evolucionando a través de diversas interpretaciones realizadas por los propios tribunales que conocen del juicio de amparo, hasta llegarse a considerar que este medio de defensa es procedente, no obstante que el acto impugnado, provenga de autoridades electorales, siempre que se encuentre vinculado con alguna garantía individual, o bien, que el acto impugnado no goce de una naturaleza propiamente electoral, como se corrobora con los criterios emitidos en las tesis que pueden consultarse bajo los rubros: "REFORMA CONSTITUCIONAL, AMPARO CONTRA SU PROCESO DE CREACIÓN. PROCEDE POR VIOLACIÓN A DERECHOS POLÍTICOS ASOCIADOS CON GARANTÍAS INDIVIDUALES", "IMPROCEDENCIA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 73, FRACCIÓN VII, DE LA LEY DE AMPARO. CUÁNDO SE ACTUALIZA LA HIPÓTESIS DE", y "DERECHOS POLÍTICOS ASOCIADOS CON ACTOS VIOLATORIOS DE GARANTÍAS".

En la especie, advierto que el acto impugnado fue emitido por la Comisión del Consejo en Materia de Transparencia y Acceso a la Información, del Consejo General del Instituto Federal Electoral, esto es, se trata de una autoridad electoral desde un aspecto formal, en tanto que depende del Instituto Federal Electoral; sin embargo, no lleva a cabo funciones de esa naturaleza. El campo de atribuciones de la citada comisión, se encuentra acotado a lo dispuesto por el Reglamento del Instituto Federal Electoral en Materia de Transparencia y Acceso a la Información Pública, que nada tiene que ver con las funciones electorales que tanto la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, como el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, asignan al Instituto Federal Electoral, a través de sus órganos: Consejo General, consejos locales y distritales; juntas ejecutivas y direcciones ejecutivas, en sus diversos ámbitos; como organismo encargado de organizar las elecciones para la renovación de los cargos públicos de elección popular a nivel federal.

No obstante lo anterior, el contenido del acto controvertido, en mi concepto, no corresponde a la materia electoral, pues refiere a información de entes que ni siquiera en la actualidad son partidos políticos que no es susceptible de incidir en la renovación de los cargos públicos de elección popular, sino con cuestiones de carácter administrativo de los institutos políticos, como son los sueldos y demás prestaciones que reciben los dirigentes partidistas.

Sobre este punto, es de destacar el criterio que recientemente ha sustentado la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la acción de inconstitucionalidad 26 del 2003, precisamente en torno a la vinculación de derechos fundamentales con el sistema constitucional electoral y que se recoge en la tesis de jurisprudencia con el rubro "GARANTÍAS INDIVIDUALES. SI SU EJERCICIO SE RELACIONA CON EL SISTEMA CONSTITUCIONAL ELECTORAL, SU INTERPRETACIÓN DEBE CORRELACIONARSE CON LO DISPUESTO EN LOS ARTÍCULOS 41 Y 166, FRACCIÓN IV, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL". En éste, se pronuncia en el sentido de que cuando el ejercicio de las garantías individuales se hace con el fin de obtener un cargo de elección popular, esas garantías deben interpretarse conforme a lo dispuesto en los artículos 41 y 116, fracción IV, de la Constitución Federal, en los que se regulan todos aquellos aspectos relativos a la participación del pueblo en la vida democrática del país y el acceso de los ciudadanos al ejercicio del poder público mediante el sufragio universal, libre, secreto y directo. Esto es, será la pretensión con la que se ejercita un derecho fundamental, el que orientará su contextualización en la materia electoral.

De esta suerte, considero que si el contenido del acto impugnado, sólo se refiere a la negativa de proporcionar la información solicitada por el ahora actor, su naturaleza es meramente administrativa, en tanto que la actividad involucrada, no es otra que la de ejecutar o garantizar la observancia de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, mediante el otorgamiento de la información que debe, en su caso, estar al alcance de cualquier ciudadano, lo que pone en evidencia que no están involucrados derechos político-electorales.

De ahí que, si bien el acto impugnado proviene de una autoridad formalmente electoral, su contenido no comparte esta naturaleza, por lo que lo dispuesto en el artículo antes invocado, no puede constituir un imperativo para admitir el caso que nos ocupa, en la vía propuesta por el promovente, máxime cuando se vincula con el ejercicio de diversa garantía individual, como lo es el ejercicio libre de una profesión.

Relacionado con el tema anterior, tampoco comparto la consideración de la ejecutoria que suscribe la mayoría, consistente en que dadas las peculiaridades que giran en torno a la información que requiere el actor, y cuyo derecho de acceso aduce como violado, justifique referirse a un derecho político de acceso a la información pública en materia electoral.

Toda información, sin lugar a dudas, tiene un contenido, que es el que necesariamente definirá sus particularidades, sin embargo éstas no son las que definen la competencia de un órgano jurisdiccional, ni la procedencia de un medio de defensa. Así, no obstante que haya sido un ciudadano el que haya solicitado una determinada información, que en el caso, el sujeto obligado directamente sea el Instituto Federal Electoral, y los indirectamente obligados sean partidos políticos, así como que la información verse sobre recursos públicos, y uno de los valores protegidos sea la transparencia en el uso de esos recursos, ello no significa que tales factores determinen el ámbito competencial de este tribunal, ni la procedencia de los medios de impugnación en materia electoral, ya que ambos aspectos deben derivar necesariamente de la Constitución y de la ley.

Estimo que únicamente cuando tales factores, es decir el tipo de persona, los sujetos obligados, la materia de la información y el valor tutelado, se encuentren relacionados con el ejercicio de derechos que protege el régimen competencial que la Constitución otorga al Tribunal Electoral, o el sistema impugnativo que prevé la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, es que el derecho de acceso a la información pública puede ser del conocimiento de este órgano jurisdiccional.

En el caso, si el ciudadano Jorge Arturo Zárate Vite promovió juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano, la competencia de este tribunal, sólo puede actualizarse siempre que el derecho a la información que aduce como violado estuviera relacionado con algunos de los derechos político-electorales de votar, ser votado, de asociarse individual y libremente para tomar parte en los asuntos políticos y de afiliarse libre e individualmente a los partidos políticos, atento a lo dispuesto en la fracción V del párrafo cuarto, del artículo 99 de la Ley Fundamental, en relación con los numerales 3 párrafo 2 inciso c), 79, 80 y 83, párrafo 1, incisos a), fracción I y II, y b), de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, lo que en el caso no advierto.

En virtud de lo anterior, y considerando el suscrito, que el ahora accionante hace valer una violación al derecho de información, sin que se advierta que la misma se encuentra vinculada con el ejercicio de algún derecho político electoral, en oposición a lo sostenido en la ejecutoria, la vía intentada resulta improcedente, en términos de lo dispuesto por el artículo 9, párrafo 3, de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, y por lo tanto, en mi concepto, procede desechar la demanda presentada por el ahora promovente.
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